
IM
.P

.O
.

 
 

 
 

 
 IM

.P
.O

.

Nº 26.586 - Setiembre 14 de 2004542-A

CARILLA Nº 6

 Ley - 17819
CONSEJO DE MINISTROS

 1
Ley 17.819

Díctanse normas relativas a acumulación de servicios a efec-
tos de configurar causal de jubilación, retiro o pensión ante
cualquier entidad de Seguridad Social.
(1.739*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO 1º.-  (Acumulación de servicios). Los servicios legal-

mente computables podrán ser acumulados a efectos de configurar cau-
sal de jubilación, retiro o pensión ante cualquier entidad de Seguridad
Social, no admitiendo -a esos efectos- el fraccionamiento de aquellos que
correspondan a una misma afiliación. Para ello se requiere que el titular:

A) Haya cesado en todas las actividades que integren la acumula-
ción, a la fecha de vigencia de la jubilación o retiro.

B) Configure la causal de que se trate considerando los servicios
que se pretenden acumular, por lo menos, en una de las entidades
que ampare su actividad.

2
ARTICULO 2º.- (Beneficios en otras entidades). El derecho al be-

neficio en las otras entidades involucradas en la acumulación, se generará
a partir de la fecha en que, considerando los servicios acumulados, se
cumpla a su respecto la totalidad de los requisitos que se exijan para la
configuración de la causal.

A tal efecto, se aplicará la legislación vigente al momento del cese en
la última actividad.

3
ARTICULO 3º.- (De los servicios simultáneos y bonificados). A

los efectos de la configuración de la causal de jubilación, retiro o pen-
sión, no se adicionarán los períodos de servicios de otras entidades que
fueran simultáneos con los computados en la propia entidad.

Si se trata de la acumulación de servicios bonificados, la bonificación
solamente se considerará con relación al período de servicios, para la
configuración de causal y determinación de la tasa de reemplazo. No
obstante, respecto de la entidad que amparó dicha bonificación, ésta se
considerará a todos los efectos.

4
ARTICULO 4º.- (Del cálculo y pago a prorrata de los beneficios).-

El haber de las prestaciones como resultado de la acumulación de los
períodos de servicios, se determinará de la siguiente manera:

A) Cada una de las entidades que intervengan en la acumulación,
establecerá previamente el importe de la prestación que le hubiere
correspondido servir, como si todos los períodos acumulados se
hubieran cumplido bajo su amparo, considerando a tales efectos
las disposiciones vigentes a la fecha de cese en la última activi-
dad registrada por el titular.

B) A los efectos previstos, cada entidad considerará únicamente las
asignaciones que hubiere computado a su amparo, las que serán
actualizadas hasta el mes inmediato anterior al de la vigencia de
la pasividad.

C) Sobre el importe resultante, cada entidad determinará la obliga-
ción a su cargo. Será calculada en la proporción que resulte de
relacionar el total de servicios que haya computado con el total
de servicios acumulados.

Cuando existan servicios simultáneos, cada entidad, para es-
tablecer el total de servicios de afiliación propia a los efectos del
cálculo de la prorrata, tomará del total del período simultáneo,
un porcentaje igual y proporcional al número de entidades
involucradas en la simultaneidad.

No obstante, cuando se configure la causal solamente con
servicios de una misma afiliación, el importe del beneficio a pa-
gar por esa entidad no podrá ser superior al de la pasividad
calculada sin considerar la acumulación.

D) La cuota parte así determinada será considerada a todos los efec-
tos como asignación de jubilación, retiro o pensión, y el pago
que pudiera corresponder estará a cargo de la entidad que la
estableció.

En los casos en que la causal configurada sea la de "edad
avanzada", dichas asignaciones de pasividad serán compatibles
entre sí.

E) Solamente se generará obligación de pago en la entidad que am-
paró los servicios, si el titular registrara en ella un año o más de
afiliación.

5
ARTICULO 5º.- (Reingreso a la actividad). Cuando el afiliado jubi-

lado o retirado cuyo beneficio hubiere sido concedido bajo este régimen,
reingrese a una de las actividades comprendidas en la acumulación de
servicios, se suspenderá el pago de las respectivas cuotas partes de
pasividad en todas las entidades obligadas, a partir de la fecha de ocurri-
do el reingreso y mientras dure tal actividad.

Al cesar en la actividad de reingreso:

A) Cada entidad reiniciará el pago de la cuota parte suspendida, con
su valor actualizado por el índice de ajuste que le hubiere corres-
pondido en ella durante el período que duró la suspensión del
pago.

B) El período de servicios de reingresos será considerado exclu-
sivamente en la entidad que los ampara, a los efectos que
pudieran corresponder, siempre que el afiliado hubiera per-
manecido en actividad un mínimo de tres años ininterrumpi-
dos.

6
ARTICULO 6º.- (Pérdida de eficacia). Los servicios que hubieren

dado lugar a cualquier beneficio de jubilación, retiro o pensión, inclusive
con vigencia anterior a la fecha de la presente ley, no podrán ser acumu-
lados.

7
ARTICULO 7º.- (Acumulación - su admisión). Solamente podrán

ser acumulados los servicios que expresamente acepten las entidades
involucradas en la acumulación, a cuyos efectos aplicarán la normativa
vigente en cada una de ellas.

8
ARTICULO 8º.- (Gestión del trámite).- El procedimiento de

acumulación se iniciará ante la entidad a la cual corresponda la últi-
ma actividad del afiliado que se pretenda acumular, y si fueran va-
rias, en cualquiera de ellas a elección del interesado o causahabientes.

Dicha entidad actuará como enlace y coordinadora de los trámites
respectivos.

9
ARTICULO 9º.- (Excepción). A los efectos de la aplicación de las

disposiciones contenidas en esta ley, cada una de las actividades con
inclusión en el Banco de Previsión Social, se considerarán amparadas
por entidades diferentes.

10
ARTICULO 10º.- (Alcance). A partir de la fecha de vigencia de la

presente ley, se derogan todas las disposiciones que se le opongan.
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Lo dispuesto en el inciso anterior, no se aplicará a los servicios
traspasados con anterioridad a aquella fecha, en cuanto fueren reconoci-
dos por la entidad receptora.

No será de aplicación lo dispuesto en esta ley, cuando se trate exclu-
sivamente de afiliaciones amparadas por el Banco de Previsión Social, el
que aplicará su propia normativa.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA
MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA
MINISTERIO DE TURISMO
MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO
TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD

Montevideo, 6 de Setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , DANIEL BORRELLI, DIDIER OPERTTI, ISAAC
ALFIE, YAMANDU FAU, LEONARDO GUZMAN, GABRIEL
GURMENDEZ, JOSE VILLAR, SANTIAGO PEREZ DEL CASTI-
LLO, CONRADO BONILLA, MARTIN AGUIRREZABALA, JUAN
BORDABERRY, SAUL IRURETA.

 ---o---
 Resolución - 824

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
 2

Resolución 824/004

Desígnase Ministro interino de Ganadería, Agricultura y Pes-
ca.
(1.746)

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Montevideo, 2 de setiembre de 2004

VISTO:  que el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca,
Ing. Agr. Martín Aguirrezabala, habrá de trasladarse al exterior en Mi-
sión Oficial.

RESULTANDO:  que el señor Ministro estará ausente del país a
partir del día 2 de setiembre de 2004.

CONSIDERANDO:  que corresponde por lo tanto designarle un
sustituto temporal por el período que dure su misión.

ATENTO:  a lo dispuesto en el artículo 184 de la Constitución de la
República.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE:

1
1°.- Desígnase Ministro interino de Ganadería, Agricultura y Pesca,

a partir del día 2 de setiembre de 2004 y mientras dure la ausencia del
titular de la Cartera, al señor Subsecretario, Ing. Agr. Edgardo Cardozo.

2
2°.- Comuníquese, etc.
BATLLE .

 ---o---
 Resolución - 825

 3
Resolución 825/004

Desígnase Ministro interino de Economía y Finanzas.
(1.747)

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Montevideo, 6 de setiembre de 2004.

VISTO:  que el señor Ministro de Economía y Finanzas, Ec. Isaac
Alfie, habrá de trasladarse al exterior en Misión Oficial.

RESULTANDO:  que el señor Ministro estará ausente del país a
partir del día 6 de setiembre de 2004.

CONSIDERANDO:  que corresponde por lo tanto designarle un
sustituto temporal por el período que dure su misión.

ATENTO:  a lo dispuesto en el artículo 184 de la Constitución de la
República.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE:

1
1°.- Desígnase Ministro interino de Economía y Finanzas, a partir

del día 6 de setiembre de 2004 y mientras dure la ausencia del titular de
la Cartera, al señor Subsecretario, Cr. Alvaro Rossa.

2
2°.- Comuníquese, etc.
BATLLE .

 ---o---
 Ley - 17815

MINISTERIO DEL INTERIOR
 4

Ley 17.815

Díctanse normas relativas a la fabricación, producción, co-
mercio, difusión, etc., de material pornográfico con utiliza-
ción de personas menores de edad o incapaces.
(1.735*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO 1º.-  (Fabricación o producción de material pornográfi-

co con utilización de personas menores de edad o incapaces). El que de
cualquier forma fabricare o produjere material pornográfico utilizando a
personas menores de edad o personas mayores de edad incapaces, o
utilizare su imagen, será castigado con pena de veinticuatro meses de
prisión a seis años de penitenciaría.

2
ARTICULO 2º.- (Comercio y difusión de material pornográfico

en que aparezca la imagen u otra forma de representación de perso-
nas menores de edad o personas incapaces). El que comerciare,
difundiere, exhibiere, almacenare con fines de distribución, importare,
exportare, distribuyere u ofertare material pornográfico en el que
aparezca la imagen o cualquier otra forma de representación de una
persona menor de edad o persona incapaz, será castigado con pena
de doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaría.

3
ARTICULO 3º.-  (Facilitamiento de la comercialización y difu-

sión de material pornográfico con la imagen u otra representación de
una o más personas menores de edad o incapaces). El que de cual-
quier modo facilitare, en beneficio propio o ajeno, la comercialización,
difusión, exhibición, importación, exportación, distribución, oferta,
almacenamiento o adquisición de material pornográfico que conten-
ga la imagen o cualquier otra forma de representación de una o más
personas menores de edad o incapaces será castigado con pena de
seis meses de prisión a dos años de penitenciaría. A los efectos del
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presente artículo y de los anteriores, se entiende que es producto o
material pornográfico todo aquel que por cualquier medio contenga
la imagen u otra forma de representación de personas menores de
edad o incapaces dedicadas a actividades sexuales explícitas, reales
o simuladas, o la imagen o representación de sus partes genitales,
con fines primordialmente sexuales. (Ley N° 17.559, de 27 de se-
tiembre de 2002, Protocolo Facultativo de la Convención sobre los
Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infan-
til y la utilización de niños en la pornografía).

4
ARTICULO 4º.-  (Retribución o promesa de retribución a perso-

nas menores de edad o incapaces para que ejecuten actos sexuales o
eróticos de cualquier tipo). El que pagare o prometiere pagar o dar a
cambio una ventaja económica o de otra naturaleza a persona menor
de edad o incapaz de cualquier sexo, para que ejecute actos sexuales
o eróticos de cualquier tipo, será castigado con pena de dos a doce
años de penitenciaría.

5
ARTICULO 5º.-  (Contribución a la explotación sexual de personas

menores de edad o incapaces). El que de cualquier modo contribuyere a
la prostitución, explotación, o servidumbre sexual de personas menores
de edad o incapaces, será castigado con pena de dos a doce años de
penitenciaría.

La pena será elevada de un tercio a la mitad si se produjere con abuso
de las relaciones domésticas o de la autoridad o jerarquía, pública o
privada, o la condición de funcionario policial del agente.

6
ARTICULO 6º.-  (Tráfico de personas menores de edad o incapa-

ces). El que de cualquier modo favorezca o facilite la entrada o salida del
país de personas menores de edad o incapaces, para ser prostituidas o
explotadas sexualmente, será castigado con pena de dos a doce años de
penitenciaría.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en
el Registro Nacional de Leyes y Decretos.
BATLLE , DANIEL BORRELLI, DIDIER OPERTTI, ISAAC

ALFIE, LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17816

 5

Ley 17.816

Declárase de utilidad pública la expropiación por parte de la
Intendencia Municipal Flores de los inmuebles sitos en villa
Ismael Cortinas, que se determinan.
(1.736*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.-  Declárase de utilidad pública la expropia-

ción de los siguientes inmuebles: padrones Nos. 283, 286, 284, 313 y
285, correspondientes a las fracciones 3,4,5,6 y 7, de acuerdo al plano
del ingeniero agrimensor Luis A. Ibiñete, inscrito en la Dirección Nacio-
nal de Catastro, Oficina Departamental de Flores, con el Nº 2.219, pro-
piedad de los sucesores de Orlando Fernández Pérez y Elvira Childe

Beretta de Fernández, y el padrón Nº 117, correspondiente a la fracción
B del plano del ingeniero agrimensor Salvador Mascheroni, Nº 85.047,
propiedad de los sucesores de Aníbal Fernández y Aída Pérez de
Fernández, todos sitos en la 4º Sección Judicial del Departamento de
Flores, villa Ismael Cortinas, a fin de construir una piscina de uso públi-
co.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en
el Registro Nacional de Leyes y Decretos.
BATLLE , DANIEL BORRELLI, ISAAC ALFIE, LEONARDO

GUZMAN, JUAN BORDABERRY.

 ---o---
 Ley - 17818

 6

Ley 17.818

Modifícase el artículo 1° de la Ley N° 17.045, estableciéndose
que los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electo-
ral en los medios de radiodifución, televisión y prensa escrita,
sólo a partir de los días que se determinan.
(1.738*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.- Modifícase el artículo 1° de la Ley N° 17.045

de 14 de diciembre de 1998, por el siguiente:

"ARTICULO 1°.- Los partidos políticos podrán iniciar su pu-
blicidad electoral en los medios de radiodifusión, televisión abier-
ta, televisión para abonados y prensa escrita, sólo a partir de:

1) Treinta días para las elecciones internas.

2) Treinta días para las elecciones nacionales.

3) Quince días en caso de realizarse una segunda vuelta.

4) Treinta días para las elecciones departamentales.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en
el Registro Nacional de Leyes y Decretos.
BATLLE , DANIEL BORRELLI, YAMANDU FAU, LEONARDO

GUZMAN.
 ---o---

 Ley - 17821
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MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
 7

Ley 17.821

Apruébase el Tratado de Cooperación entre el Gobierno de la
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados
Unidos Mexicanos sobre Asistencia Jurídica Mutua en Mate-
ria Penal.
(1.741*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.-  Apruébase el Tratado de Cooperación entre

el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los
Estados Unidos Mexicanos sobre Asistencia Jurídica Mutua en Materia
Penal, suscrito en Montevideo, el 30 de junio de 1999.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 26 de
agosto de 2004. LUIS HIERRO LOPEZ, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

TEXTO DEL TRATADO

El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno
de los Estados Unidos Mexicanos, en adelante denominados "Las
Partes";

Animados por el deseo de fortalecer los vínculos de amistad que
unen a ambas Partes:

Conscientes de la importancia de establecer una cooperación más
eficaz en materia de asistencia judicial, que coadyuve a proveer una
mejor administración de la justicia en materia penal.

Han convenido lo siguiente:

ARTICULO I

AMBITO DE APLICACION DEL TRATADO

1. Las Partes cooperarán entre sí, tomando todas las medidas
apropiadas de que puedan legalmente disponer, a fin de prestarse
asistencia jurídica mutua en materia penal, de conformidad con los
términos de este Tratado y dentro de los límites de las disposiciones
de sus respectivos ordenamientos legales internos. Dicha asistencia
tendrá como objeto la cooperación en la prevención, investigación y
persecución de delitos o de cualquier otro procedimiento penal, que
deriven de hechos que estén dentro de la competencia o jurisdicción
de la Parte Requirente al momento en que la asistencia sea solicita-
da.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el Artículo VIII numeral 3, este
Tratado no faculta a las autoridades de una de las Partes a emprender, en
la jurisdicción territorial de la Otra, el ejercicio y el desempeño de las
funciones cuya jurisdicción o competencia estén exclusivamente reser-
vadas a las autoridades de esa otra Parte, por sus leyes o reglamentos
nacionales.

ARTICULO II

ALCANCE DEL TRATADO

La asistencia aquí convenida comprenderá:

a) entrega de documentos y otros elementos de prueba;

b) proveer información, documentos y otros archivos, inclu-
yendo, resúmenes de archivos penales, no accesibles al pú-
blico, que obren en las dependencias del Estado Requerido,
sujetas a las mismas condiciones por las cuales esos docu-
mentos se proporcionarían a sus propias autoridades;

c) localización de personas y objetos, incluyendo su identifica-
ción;

d) registro domiciliario o cateo, así como el aseguramiento y deco-
miso de bienes;

e) entrega de bienes, incluyendo el préstamo de documentos;

f) poner a disposición y en su caso autorizar el traslado de perso-
nas detenidas u otras, para que rindan testimonio o con otros
propósitos expresamente indicados en la solicitud;

g) notificación de documentos, incluyendo aquellos en los que se
recojan los testimonios o declaraciones;

h) la toma o medidas tendientes a la inmovilización de bienes, y

i) otras formas de asistencia congruentes con el objeto y propósito
de este Tratado, y que no sean incompatibles con la legislación
de la Parte Requerida.

ARTICULO III

DENEGACION O DIFERIMIENTO DE ASISTENCIA

1. La asistencia podrá denegarse si, en opinión de la Parte Requerida:

a) la ejecución de la solicitud afecta su soberanía, seguridad, orden
público o intereses públicos esenciales o si se refiere a delitos
estrictamente militares o políticos;

b) la ejecución de la solicitud implica que la Parte Requerida
exceda su autoridad legal o de otra manera fuera prohibida
por las disposiciones legales vigentes de la Parte Requerida,
en cuyo caso, las Autoridades Coordinadoras a que se refiere
el Artículo XII de este Tratado se consultarán entre ellas
para identificar medios legales alternativos para proporcio-
nar la asistencia;

c) considere que se trate de delitos políticos o que tengan ese carác-
ter;

d) considere que se refiera a delitos militares, salvo que constitu-
yan violaciones al derecho penal común, y

e) la solicitud no satisfaga los requisitos establecidos en el presen-
te Tratado .

2. La asistencia podrá ser diferida por la Parte Requerida sobre la
base de que concederla en forma inmediata, puede interferir con una
investigación o procedimiento judicial que se esté llevando a cabo.

3. Antes de negarse a conceder la asistencia solicitada o antes de
diferir dicha asistencia, la Parte Requerida considerará si la asistencia
podría ser otorgada, sujeta a aquellas condiciones que juzgue necesarias,
si la Parte Requirente acepta la asistencia sujeta a estas condiciones,
aquella deberá cumplir con las mismas.

4. Si la asistencia solicitada es denegada, la Autoridad Coordinadora
de la Parte Requerida estará obligada a expresar los motivos de la
denegatoria.

ARTICULO IV

DOBLE INCRIMINACION

Las solicitudes de asistencia deberán ser ejecutadas aunque los he-
chos u omisiones alegados que dieron lugar a las solicitudes no constitu-
yan un delito tipificado por el derecho de la Parte Requerida, salvo en
aquellos casos en los que se requieran medidas de apremio.

ARTICULO V

ENTREGA DE BIENES PARA USO EN
INVESTIGACIONES O PROCEDIMIENTOS

1. Al atender una solicitud de asistencia, los bienes a ser utiliza-
dos en investigaciones o que sirvan como prueba en procedimientos
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en la Parte Requirente, serán entregados a dicha Parte en los térmi-
nos y condiciones que la Parte Requerida estime convenientes.

2. La entrega de bienes de conformidad con el numeral 1, no afectará
los derechos de terceras partes de buena fe.

ARTICULO VI

DEVOLUCION DE BIENES

Cualquier bien mueble, documentos, fichas de archivos, ya sean
originales o fotocopias certificadas, entregados en la ejecución de
una solicitud, serán devueltos tan pronto como sea posible, a menos
que la Parte Requerida renuncie expresamente al derecho de recibir-
los.

ARTICULO VII

PRODUCTOS DEL DELITO

1. La Parte Requerida, a petición de la Parte Requirente, deberá
esforzarse por verificar si cualquier producto de un delito está localiza-
do dentro de su jurisdicción y deberá notificar a la Parte Requirente de
los resultados de sus indagaciones o averiguaciones. Al formular la soli-
citud, la Parte Requirente justificará las razones por las que considera
que dichos productos están localizados en el territorio de la Parte Re-
querida.

2. Cuando de conformidad con el numeral 1 de este Artículo, sean
ubicados dichos productos del delito, la Parte Requirente podrá solicitar
a la Parte Requerida que tome las medidas que sean permitidas por su
derecho para su aseguramiento y decomiso.

3. En aplicación de este Artículo, los derechos de terceras partes de
buena fe serán respetados.

ARTICULO VIII

COMPARECENCIA DE TESTIGOS Y EXPERTOS

1. A solicitud de la Parte Requirente, cualquier persona que se
encuentre en el territorio de la Parte Requerida, podrá ser notificada
o citada por Autoridad Competente de la Parte Requerida, a compa-
recer, rendir informe, declarar o aportar documentos, antecedentes,
archivos, elementos de prueba, u objetos relacionados con los he-
chos que se investigan, ante la Autoridad Competente de la Parte
Requerida, de conformidad con las disposiciones legales aplicables
de esa misma Parte.

2. Previa solicitud de la Parte Requirente, la Autoridad Coordinado-
ra de la Parte Requerida, informará con antelación la fecha y lugar en que
se realizará la recepción del testimonio, declaración o de la prueba res-
pectiva.

3. La Parte Requerida permitirá durante el cumplimiento de las
diligencias, la presencia de Autoridades Competentes de la Parte
Requirente de conformidad con la normatividad aplicable en la Parte
Requerida.

4. La Parte Requerida enviará a la Parte Requirente las constancias
de las diligencias, así como los documentos, antecedentes, archivos,
elementos de prueba u objetos que por razón de lo solicitado, de acuerdo
con el numeral 1 del presente Artículo, sean recibidas por la Parte Re-
querida.

5. Si la persona a que se hace referencia en el numeral 1 invoca
inmunidad, incapacidad o privilegio según las leyes de la Parte Re-
querida, esta invocación será resuelta por la Autoridad Competente
de la Parte Requerida con anterioridad al cumplimiento de la solici-
tud.

6. Si la persona a que se hace referencia en el numeral 1 invoca
inmunidad, incapacidad o privilegio según las leyes de la Parte Re-
quirente, esta invocación será resuelta por la Autoridad Competente
de la Parte Requirente. Consecuentemente, se tomará el testimonio,

la declaración, el informe o se recibirán los documentos, anteceden-
tes, archivos, elementos de prueba u objetos en la Parte Requerida,
lo cual será enviado a la Parte Requirente en donde dicha reclama-
ción será resuelta por sus Autoridades Competentes.

7. Cuando la Parte Requirente solicite la comparecencia de una
persona en su territorio para rendir testimonio, declaración o infor-
me, la Parte Requerida citará o notificará al testigo o perito a compa-
recer en forma voluntaria ante la Autoridad Competente de la Parte
Requirente, y sin utilizar medidas conminatorias o correctivas, si se
considera necesario la Autoridad Coordinadora de la Parte Requeri-
da, hará constar, por escrito, el consentimiento de la persona a com-
parecer en el territorio de la Parte Requirente. La Autoridad Coordi-
nadora de la Parte Requerida informará con prontitud a la Autoridad
Coordinadora de la Parte Requirente dicha respuesta.

ARTICULO IX

DISPONIBILIDAD DE PERSONAS DETENIDAS PARA PRESTAR
DECLARACION O AUXILIAR EN INVESTIGACIONES EN

TERRITORIO DE LA PARTE REQUIRENTE

1. Una persona que se encuentre bajo custodia en el territorio de la
Parte Requerida podrá, a solicitud de la Parte Requirente, ser transferida
temporalmente al territorio de la Parte Requirente, para auxiliar en in-
vestigaciones o procedimientos judiciales, siempre que la persona con-
sienta en dicho traslado y no haya motivos excepcionales para rehusar la
solicitud. Los gastos que se ocasionen por el traslado serán a cargo de la
Parte Requirente.

2. Cuando de conformidad con el derecho de la Parte Requerida se
solicite que la persona transferida sea mantenida bajo custodia, la Parte
Requirente deberá mantener a dicha persona bajo custodia y deberá
devolverla al terminar las diligencias para las cuales fue solicitada o en
cualquier momento en que la Parte Requerida lo solicite y no será nece-
sario que la Parte Requerida promueva un procedimiento de extradición.

3. El tiempo transcurrido en la Parte Requirente será computado a
los efectos del cumplimiento de la sentencia que le hubiera sido impues-
ta en la Parte Requerida.

4. La permanencia de esa persona en el territorio de la Parte Requi-
rente en ningún caso podrá exceder del período que le reste para el
cumplimiento de la condena o de noventa días, según el plazo que ocurra
primero, a menos que la persona y ambas Partes respectivamente, con-
sientan en prorrogarlo.

Cuando la sentencia impuesta sea cumplida o cuando la Parte Re-
querida informe a la Parte Requirente que ya no se necesita mantener
bajo custodia a la persona transferida, la misma será puesta en libertad y
tratada como tal en la Parte Requirente, como si se tratara de una solici-
tud de asistencia formulada de conformidad con el Artículo VIII del
presente Tratado.

La Parte Requirente facilitará la documentación migratoria respectiva.

ARTICULO X

SALVOCONDUCTO

1. El testigo o perito presente en el territorio de la Parte Requi-
rente, en respuesta a una solicitud que tenga como finalidad la com-
parecencia de esa persona, no será procesado, detenido o sujeto a
cualquier otra restricción de libertad personal en el territorio de esa
Parte por cualquier acto u omisión previo a la partida de esa persona
del territorio de la Parte Requerida, ni tampoco estará obligada a
rendir declaración en cualquier otro procedimiento diferente al que
se refiera la solicitud.

2. El numeral 1 dejará de aplicarse si una persona, estando en liber-
tad para abandonar el territorio de la Parte Requirente, no lo haya dejado
en un período de quince días después de que oficialmente se le haya
notificado que ya no se requiere la presencia de esa persona, o habiendo
partido haya regresado voluntariamente.

3. Las disposiciones de este Artículo se sujetarán a los ordenamientos
legales internos de la Parte Requirente.
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ARTICULO XI

CONTENIDO DE LAS SOLICITUDES

1. La solicitud de asistencia deberá formularse por escrito, salvo en
los casos de urgencia, en que la Autoridad Coordinadora de la Parte
Requerida podrá aceptar una solicitud cursada verbalmente o de otra
manera. En tal caso, la Parte Requerida tomará las medidas necesarias
para complementarla, en la inteligencia de que deberá ser formalizada
por escrito dentro de los diez días siguientes.

La solicitud de asistencia deberá incluir:

a) el nombre de la Autoridad Competente que lleve a cabo las in-
vestigaciones o procedimientos a los que se refiere la solicitud y
la autoridad que la solicita;

b) el propósito por el que se formula la solicitud y la naturaleza de
la asistencia solicitada;

e) cuando sea posible, la identidad, nacionalidad, y localización de
la persona o personas que estén sujetas a la investigación o pro-
cedimiento;

d) descripción de la prueba o información solicitada;

e) excepto en los casos de solicitudes para notificación de docu-
mentos una descripción de los presuntos actos u omisiones que
constituyan el delito y las disposiciones legales aplicables acom-
pañadas de su texto, y

f) los métodos de ejecución a seguir.

2. La solicitud de asistencia deberá incluir, adicionalmente:

a) en el caso de solicitudes para notificación de documentos, el
nombre y domicilio de la persona a quien se notificará y la rela-
ción de dicha persona con los procedimientos;

b) en caso de solicitudes para medidas de apremio, una declaración
indicando las razones por las cuales se cree que se localizan
pruebas en la Parte Requerida, a menos que esto se deduzca de la
solicitud misma;

c) en los casos de cateo o registro domiciliario, aseguramiento y
decomiso, la descripción exacta del lugar o de la persona que
ha de someterse a registro y de los bienes, frutos o instru-
mentos del delito que han de ser asegurados, previa declara-
ción de la Autoridad Coordinadora de que pueden diligenciarse
si los bienes estuvieran localizados en la Parte Requirente.

La Parte Requerida cumplirá la solicitud si la Autoridad Com-
petente determina que la solicitud contiene, la información que
justifique la medida propuesta. Dicha medida se solicitará a la
ley procesal y sustantiva de la Parte Requerida.

La Parte que tenga bajo su custodia frutos o instrumentos
del delito, dispondrá de los mismos de conformidad con lo
establecido en su ley interna. En la medida que lo permitan
sus leyes, y en los términos que se consideren adecuados,
cualquiera de las Partes podrá transferir a la otra los bienes
decomisados o el producto de su venta;

d) en el caso de solicitudes para tomar declaración de una persona;
la materia acerca de la cual se le habrá de examinar, incluyendo
una relación de preguntas;

e) en el caso de que se solicite la presencia de personas detenidas;
la persona o autoridad que tendrá a su cargo la custodia durante
el traslado, el sitio al cual la persona va a ser trasladada y la fecha
de regreso de la misma;

f) en el caso de suministro temporal de pruebas, la persona o
autoridad que tendrá a su cargo la custodia de las mismas, el
sitio al que deberán ser trasladadas y la fecha en que la prue-
ba deba ser devuelta;

g) detalles de cualquier procedimiento particular que la Parte Re-
quirente solicite que se lleve a cabo y las razones para ello;

h) información sobre el pago de los gastos a que tendrá derecho la
persona cuya presencia se solicite en el territorio de la Parte
Requerida;

i) cualquier requisito de confidencialidad;

j) cuando se trate de cuentas bancarias, deberá incluirse el nombre
del banco, dirección y número de cuenta, y

k) indicar, en el caso de que se requiera, que los testigos o peritos
presten alguna declaración bajo juramento y/o protesta de decir
verdad.

3. Deberá proporcionarse información adicional si la Parte Requeri-
da lo considera necesario para la ejecución de la solicitud.

ARTICULO XII

AUTORIDADES COORDINADORAS

Para asegurar la debida cooperación entre las Partes, en la pres-
tación de la asistencia legal objeto de este Tratado, la República
Oriental del Uruguay designa como Autoridad Coordinadora a la
Autoridad Central de Cooperación Internacional del Ministerio de
Educación y Cul tura y los Estados Unidos Mexicanos a la
Procuraduría General de la República. La Autoridad Coordinadora
de la Parte Requerida deberá cumplir en forma expedita con las soli-
citudes, o cuando sea apropiado, las transmitirá a otras autoridades
competentes para ejecutarlas, pero conservará la coordinación de la
ejecución de dichas solicitudes.

Las Autoridades Coordinadoras se reunirán en la fecha que mutua-
mente convengan a solicitud de cualquiera de Ellas.

ARTICULO XIII

EJECUCION DE LAS SOLICITUDES

1. Las solicitudes de asistencia serán ejecutadas de manera pron-
ta, de conformidad con la legislación de la Parte Requerida y, en
tanto no esté prohibido por dicha legislación, en la manera solicitada
por la Parte Requirente. Se deberá indicar la dependencia de la Parte
Requerida donde se conserve el original de la solicitud de asistencia
o en su caso se informará si fue destruido por mandato legal.

2. A menos que se requiera expresamente documentos originales, la
entrega de copias certificadas y legalizadas de aquellos documentos será
suficiente para cumplir la solicitud.

ARTICULO XIV

LIMITACIONES EN EL USO DE INFORMACION O PRUEBAS

1. La Parte Requirente no usará la información o pruebas obteni-
das, de conformidad con este Tratado, para propósitos diferentes a
aquellos formulados en la solicitud, sin previo consentimiento, otor-
gado de manera expresa, por la Autoridad Coordinadora de la Parte
Requerida.

2. Cuando sea necesario, la Parte Requerida podrá solicitar que la
información o pruebas proporcionadas se mantengan confidenciales, de
conformidad con las condiciones que especifique. Si la Parte Requirente
no puede cumplir con dichas condiciones, las Autoridades Coordinado-
ras se consultarán para determinar las condiciones de confidencialidad
mutuamente acordadas.

3. El uso de cualquier información o prueba que haya sido obte-
nida de conformidad con el presente Tratado, que haya sido hecha
pública en el territorio de la Parte Requirente dentro de un procedi-
miento, resultado de las investigaciones o diligencias descritas en la
solicitud, no estará sujeta a las restricciones a que se refiere el nume-
ral 1.
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ARTICULO XV

CERTIFICACION DE DOCUMENTOS

Las pruebas o documentos transmitidos a través de las Autori-
dades Coordinadoras de conformidad con el presente Tratado, de-
berán estar certificadas y legalizadas por las autoridades compe-
tentes.

ARTICULO XVI

COMPATIBILIDAD DE ESTE TRATADO CON
OTROS ACUERDOS INTERNACIONALES Y

LEYES NACIONALES

La asistencia y procedimientos previstos en este Tratado no
impedirán a una de las Partes la prestación de asistencia conforme a
las disposiciones de otros convenios internacionales en los que fuere
Parte o con arreglo a las disposiciones de sus leyes nacionales. las
Partes se prestarán, asimismo, asistencia conforme a cualquier arre-
glo, práctica o acuerdo bilateral o multilateral que puedan ser aplica-
bles.

ARTICULO XVII

COSTOS

1. La Parte Requerida cubrirá el costo de la ejecución de la solicitud
de asistencia, mientras que la Parte Requirente deberá cubrir:

a) los gastos asociados al traslado de cualquier persona desde o
hacia la Parte Requerida, a solicitud de la Parte Requirente y
cualquier gasto o costo pagadero a esa persona mientras se en-
cuentre en el territorio de la Parte Requirente, a consecuencia de
una solicitud, de conformidad con los Artículos VIII o IX de este
Tratado, y

b) los costos y honorarios de peritos, en la Parte Requirente y
requerida respectivamente.

2. si resulta evidente que la ejecución de la solicitud requiere costos
de naturaleza extraordinaria, las Partes se consultarán para determinar
los términos y condiciones bajo los cuales la asistencia solicitada puede
ser proporcionada.

ARTICULO XVIII

RESPONSABILIDAD

1. La ley interna de cada Parte regulará la responsabilidad por daños
derivados de los actos de sus autoridades en la ejecución de este Trata-
do.

2. Ninguna de las Partes será responsable por daños derivados de
actos de las autoridades de la otra Parte en la formulación o ejecución de
una solicitud de conformidad con el presente Tratado.

ARTICULO XIX

CONSULTAS

En caso de existir duda sobre la aplicación, interpretación y cum-
plimiento del presente Tratado, las Partes lo resolverán de común
acuerdo.

ARTICULO XX

ENTRADA EN VIGOR, MODIFICACION Y TERMINACION

1. El presente Tratado entrará en vigor treinta días después de que
las Partes se hayan comunicado a través de la vía diplomática, el cumpli-
miento de los requisitos exigidos por su legislación nacional para tal
efecto.

2. Este Tratado se aplicará a cualquier solicitud presentada después
de su entrada en vigor, incluso si los actos u omisiones objeto de la
solicitud ocurrieron antes de esa fecha.

3. El presente Tratado podrá ser modificado por mutuo consenti-
miento de las Partes y las modificaciones acordadas entrarán en vigor de
conformidad con el procedimiento establecido en el numeral 1 del pre-
sente Artículo.

4. Cualquiera de las Partes podrá dar por terminado el presente
Tratado en cualquier momento, mediante notificación escrita, a través
de la vía diplomática. La denuncia surtirá efectos ciento ochenta días
después de recibida tal notificación.

5. Las solicitudes de asistencia que se encuentren en trámite al mo-
mento de la terminación del presente Tratado se ejecutarán si así lo
convienen las Partes.

Hecho en la ciudad de Montevideo, Uruguay, el treinta de junio de
mil novecientos noventa y nueve, en dos ejemplares originales en idioma
español, siendo ambos textos igualmente auténticos.

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 7 de Setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , DIDIER OPERTTI, DANIEL BORRELLI, LEONARDO
GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17822

 8
Ley 17.822

Apruébase el Tratado de Extradición entre el Gobierno de la
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados
Unidos Mexicanos.
(1.742*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.- Apruébase el Tratado de Extradición entre el

Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los
Estados Unidos Mexicanos, suscrito el 30 de octubre de 1996, en la
ciudad de México.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 26 de
agosto de 2004. LUIS HIERRO LOPEZ, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

 TEXTO DEL CONVENIO

El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de la
República Oriental del Uruguay, en adelante denominados "las Partes",

ANIMADOS por el deseo de fortalecer las cordiales relaciones de
amistad que existen entre ambas Partes;

CONSCIENTES de la importancia de estrechar su cooperación con-
tra la delincuencia y de prestarse mutuamente, con ese fin, una mayor
asistencia en materia de extradición;

Han convenido lo siguiente:

ARTICULO PRIMERO

OBLIGACION DE EXTRADITAR

Ambas Partes se comprometen a entregarse mutuamente, según
las disposiciones de este Tratado, a toda persona que encontrándose
en el territorio de alguna de las Partes, sea requerida por cualquiera
de Ellas en razón de que las autoridades judiciales competentes hu-
bieran dictado en su contra una orden de aprehensión o se le haya
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iniciado un proceso penal, o que hubiere sido declarada responsable
de algún delito y sentenciada con pena privativa de libertad, o bien
que sea perseguida para la ejecución de la condena impuesta, como
consecuencia de algún delito cometido dentro del territorio de la
Parte Requirente.

Cuando el delito se haya cometido fuera del territorio de la Parte
Requirente, la Parte Requerida concederá la extradición si:

a) sus leyes disponen el castigo de dicho delito cometido en cir-
cunstancias similares;

b) la persona reclamada es nacional de la Parte Requirente y ésta
tiene jurisdicción, de acuerdo con sus leyes, para juzgar a dicha
persona.

ARTICULO SEGUNDO

AMBITO TERRITORIAL DE APLICACION

1. A los efectos de este Tratado, el territorio de una de las Partes
comprende todo el territorio sometido a su jurisdicción, incluyendo el
espacio aéreo y aguas territoriales, así como los buques y aviones matri-
culados en ella, siempre que, tratándose de estos últimos, se hayan
encontrado en vuelo en el momento de cometerse el delito.

2. Para los efectos de este Tratado, una aeronave será considerada en
vuelo todo el tiempo que medie entre el momento en que todas las
puertas que dan al exterior hayan sido cerradas con posterioridad al
embarque y hasta el momento en que cualquiera de esas puertas sea
abierta para el desembarque.

3. Para los efectos de este Artículo no importará si las leyes de las
Partes definen a la conducta que constituye el delito dentro de la misma
categoría del delito o denominan a éste con la misma o similar termino-
logía, tornándose en consideración las expresiones del mandamiento ju-
dicial que califica la conducta delictuosa.

ARTICULO TERCERO

DELITOS QUE DAN LUGAR A LA EXTRADICION

1. Darán lugar a la extradición las conductas dolosas o culposas que
sean punibles conforme a las leyes de ambas Partes, con una pena priva-
tiva de libertad cuya sanción no sea potencialmente menor de dos años,
tanto al momento de la comisión del delito, como al de la solicitud de
extradición.

2. Si la extradición es solicitada para la ejecución de una sentencia
firme o de cosa juzgada, deberá concederse aquella si el tiempo restante
de la sentencia que aún falte por cumplir no sea menor de seis meses.

3. Para los delitos en materia fiscal, la extradición será acordada en
las condiciones previstas en el presente Tratado.

4. Igualmente procederá la extradición en los casos de tentativa de
cometer un delito, la asociación de los delincuentes para prepararlo y
ejecutarlo, o la participación en su ejecución, si tales conductas se en-
cuentran sancionadas en las leyes de ambas Partes.

5. También darán lugar a la extradición, para los propósitos de
este Tratado, los delitos que sean causa de extradición incluidos en
convenciones multilaterales de las que ambos Estados sean Parte.

ARTICULO CUARTO

PRUEBAS NECESARIAS

Sólo se concederá la extradición si se determina que las pruebas
son suficientes, conforme a las leyes de la Parte Requerida, para
justificar el enjuiciamiento del reclamado como si el delito por el
cual se le acusa hubiese sido cometido en ese lugar; o bien para
probar que se trata de la persona condenada por los tribunales de la
Parte Requirente.

ARTICULO QUINTO

NEGATIVA DE EXTRADICION

La extradición no será concedida:

1. Por los delitos considerados por el Estado Requerido como polí-
ticos o conexos con delitos de esta naturaleza. No se considerarán deli-
tos políticos:

a) el homicidio o cualquier otro delito intencional perpetrado en
contra de la vida o la integridad física de un Jefe de Estado o de
Gobierno, o de un miembro de su familia, incluyendo la tentativa
de cometer un delito de esa índole; y

b) el terrorismo y el sabotaje.

En caso de haber diferencias de opinión entre las Partes respecto al
posible carácter político del delito que se atribuye al perseguido, la
Parte Requerida decidirá lo conducente de conformidad con lo que esta-
blezca la autoridad competente para ello.

2. Cuando la conducta delictiva que se le impute a una persona
constituya un delito exclusivamente militar.

3. Cuando la persona requerida vaya a ser juzgada en la Parte Requi-
rente por un tribunal de excepción o un tribunal especial, o cuando sea
perseguida para la ejecución de una sanción impuesta por este tribunal.

ARTICULO SEXTO

NON BIS IN IDEM

Tampoco procederá la extradición:

1. Cuando la persona reclamada haya sido sometida a un proceso
judicial o haya sido juzgada y sentenciada definitivamente, o absuelta
por la Parte Requerida por el mismo delito en que se apoye la solicitud
de extradición.

2. En el caso de que la persona reclamada esté siendo procesada por
la Parte Requerida por los mismos hechos o actos delictivos por los
cuales se solicitó la extradición.

ARTICULO SEPTIMO

PENA DE MUERTE

La extradición podrá ser rehusada si el delito por el cual se solicita
estuviere sancionado y castigado con la pena de muerte de conformidad
con la legislación de la Parte Requirente y no así en las leyes de la Parte
Requerida en que no se contemple la pena capital para ese delito, a
menos que la Parte Requirente otorgue a la Parte Requerida las segurida-
des que estime suficientes, de que al perseguido no se le impondrá la
pena de muerte o de que si le fuere impuesta no será ejecutada, conmu-
tándose por una pena equivalente a la máxima prevista en la legislación
del Estado Requerido.

ARTICULO OCTAVO

PRESCRIPCION

Cuando la acción penal o la ejecución de la sentencia impuesta al
delito por el cual se solicita la extradición, haya prescrito conforme a las
leyes de cualquiera de las Partes.

ARTICULO NOVENO

EXTRADICION DE NACIONALES

1. Ninguna de las Partes estará obligada a entregar a sus nacionales,
pero la Parte Requerida decidirá lo conducente, de conformidad con lo
que establezca la autoridad competente para ello.

2. Si la extradición no es concedida en virtud de lo dispuesto en el
numeral 1. de este Artículo, la Parte Requerida remitirá el expediente a
sus autoridades competentes para el ejercicio de la acción penal, siem-
pre y cuando dicha Parte tenga jurisdicción para perseguir el delito.
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ARTICULO DECIMO

PROCEDIMIENTO PARA LA EXTRADICION Y
DOCUMENTOS QUE SON NECESARIOS

1. La solicitud de extradición se deberá formular por escrito y pre-
sentarse por la vía diplomática.

2. La petición de extradición indicará la descripción del delito por el
cual se solicita la extradición y será acompañada de:

a) una narración de los hechos imputados;

b) el texto de las disposiciones legales que indiquen los elementos
constitutivos del tipo delictivo, las de la pena correspondiente al
delito y de las relativas a la prescripción, tanto de la acción penal
como de la sanción aplicable;

c) el texto de las disposiciones legales que confieran competencia a
la Parte Requirente cuando el delito hubiese sido cometido fuera
del territorio de dicha Parte; y de

d) información sobre la descripción, identidad, ubicación, ocu-
pación, nacionalidad y todos los datos posibles de la persona
requerida, así como los indicios que permitan su localiza-
ción.

3. En caso de que la solicitud de extradición se refiera a persona
aún no sentenciada, se acompañará también copia certificada de la
orden de aprehensión decretada por la autoridad judicial competente
de la Parte Requirente, así como las pruebas que conforme a las
leyes de la Parte Requerida justifiquen la detención y enjuiciamiento
del reclamado, en el caso de que el delito se hubiere cometido ahí.

4. Cuando se trate de una solicitud de extradición que se refiera
a una persona que ya fue juzgada y sentenciada, se deberá adicionar
una copia certificada de dicha sentencia condenatoria dictada por
tribunal competente de la Parte Requirente, pudiendo suceder las
siguientes hipótesis:

a) que la persona hubiere sido declarada culpable pero aún no se le
haya fijado la pena, motivo por el cual a la solicitud de extradi-
ción se adicionará una certificación de tal circunstancia y una
copia certificada de la orden de aprehensión; o

b) que a la persona requerida ya se le haya impuesto una pena
privativa de libertad pero que no la hubiere cumplido com-
pletamente. En ese caso, a la solicitud de extradición se le
anexará una certificación de la condena impuesta y una cons-
tancia certificada que mencione el tiempo que falta para cum-
plir dicha pena.

5. Los documentos presentados por las Partes, en apoyo de la soli-
citud de extradición de conformidad con este Tratado, deberán estar
certificados y legalizados por las autoridades competentes que para ello
señalen sus respectivos ordenamientos legales.

6. Si la Parte Requerida considera que la información y documen-
tación proporcionada en apoyo de la solicitud de extradición es in-
suficiente, podrá solicitar información y documentación adiciona-
les, dentro de cualquier etapa del procedimiento de extradición, has-
ta antes de que la autoridad competente resuelva sobre el procedi-
miento de extradición.

ARTICULO DECIMO PRIMERO

DETENCION PROVISIONAL

1. En caso de urgencia o de que se sospeche que el presunto
culpable de la comisión del delito pueda sustraerse a la acción de la
justicia en territorio extranjero, las Partes podrán solicitar por es-
crito y, a través de la vía diplomática, la detención provisional de la
persona reclamada.

Esta solicitud deberá contener la mención del delito por el cual
se solicita la extradición; información que permita establecer su iden-

tidad y, de ser posible, elementos que permitan su localización; la
declaración de existencia de una orden de aprehensión librada por
autoridad judicial competente o de una sentencia condenatoria im-
puesta al reclamado y la promesa de formalizar la solicitud de extra-
dición oportunamente.

2. Cuando la Parte Requerida reciba la solicitud de detención provi-
sional, realizará las gestiones necesarias para asegurar la detención del
reclamado y una vez consumada la aprehensión la notificará a la Parte
Requirente y le comunicará el momento de inicio del cómputo del plazo
de sesenta días naturales para la formalización de la solicitud de extradi-
ción.

La Parte Requirente podrá solicitar el aseguramiento de los objetos,
instrumentos, artículos, valores y documentos relacionados con el deli-
to atribuido al presunto responsable del mismo, los cuales se le podrán
entregar para que sirvan como prueba en el proceso para los efectos
legales a que hubiere lugar; observándose para ello lo dispuesto en el
Artículo Décimo Noveno de este Tratado.

3. Si dentro de un plazo de sesenta días naturales, contados a partir
de la aprehensión del reclamado, la Parte Requerida no ha recibido la
solicitud formal de extradición, con los documentos legales establecidos
para ello, se pondrá fin a la detención provisional procediéndose a la
liberación de la persona requerida.

Lo anterior no impedirá nuevamente la detención y extradición del
requerido, si la solicitud de extradición y los documentos necesarios son
recibidos posteriormente.

ARTICULO DECIMO SEGUNDO

EXTRADICION SUMARIA CONSENTIDA POR EL REQUERIDO

Si la persona reclamada, con asistencia legal, acepta voluntariamente
ser extraditada, la Parte Requerida deberá entregarla inmediatamente a la
Parte Requirente para ponerla a disposición de las autoridades judiciales
competentes de ésta. No será aplicable a estos casos lo dispuesto en el
Artículo Décimo Séptimo.

ARTICULO DECIMO TERCERO

TRAMITACION DE LA SOLICITUD DE EXTRADICION

1. La solicitud de extradición será tramitada de conformidad con la
legislación de la Parte Requerida.

2. La Parte Requerida utilizará los procedimientos legales internos
necesarios para dar curso a la solicitud de extradición.

ARTICULO DECIMO CUARTO

RESOLUCION Y ENTREGA DE LA PERSONA EXTRADITADA

1. La Parte Requerida comunicará la decisión que haya tomado res-
pecto de la solicitud de extradición.

2. En caso de denegación de la solicitud de extradición, la Parte
Requerida dará a conocer los fundamentos legales en que se hubiere
basado.

3. Si se concede la extradición, la entrega de la persona requerida se
hará dentro del plazo de sesenta días naturales contados a partir del día
siguiente en que la Parte Requerida comunique a la Requirente la extra-
dición decretada y le notifique que queda a su disposición la persona
reclamada.

Cuando la Parte Requirente deje pasar el término de sesenta días
naturales antes mencionado sin hacerse cargo de él, éste recobrará su
libertad y no podrá volver a ser detenido ni entregado a la propia Parte
Requirente por el mismo delito que motivo la solicitud de extradición.
Esto último no procederá en el supuesto del Artículo Décimo Quinto,
inciso b).
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ARTICULO DECIMO QUINTO

DIFERIMIENTO DE LA ENTREGA

La entrega de la persona requerida podrá diferirse en los siguientes
casos:

a) cuando el requerido esté siendo procesado o cumpliendo una
sentencia en el territorio de la Parte Requerida por un delito
distinto de aquel por el cual se solicita su extradición. La Parte
Requerida podrá diferir la entrega hasta la conclusión del proce-
dimiento o al cumplimiento de la pena que haya sido impuesta
por sentencia firme; y

b) cuando la persona requerida padezca una enfermedad de tal gra-
vedad, que el viajar ponga en peligro su vida, para cuyo efecto la
Parte Requerida deberá presentar a la Parte Requirente un certi-
ficado médico en tal sentido.

Las responsabilidades civiles derivadas del delito o cualquier proce-
so civil al que esté sujeta la persona reclamada no podrá impedir o
demorar la entrega.

ARTICULO DECIMO SEXTO

SOLICITUDES DE EXTRADICIONES CONCURRENTES O
DE TERCEROS ESTADOS

1. Si la extradición de la misma persona es solicitada por dos o más
Estados, ya sea por el mismo delito o por delitos distintos, la Parte
Requerida decidirá a cuál de ellos se extraditará a dicha persona.

2. Para resolver a cuál Estado será extraditada la persona, la Parte
Requerida tomará en consideración todas las circunstancias relevantes,
incluyendo:

a) la gravedad de los delitos, si las solicitudes se refieren a ilícitos
diferentes;

b) el tiempo y lugar de la comisión de cada uno de los delitos;

c) la fecha de las solicitudes;

d) la nacionalidad de la persona; y

e) el lugar de residencia.

ARTICULO DECIMO SEPTIMO

PRINCIPIO DE LA ESPECIALIDAD

1. La persona extraditada que ha sido entregada de conformidad con
este Tratado, no podrá ser detenida, juzgada o sancionada en el territo-
rio de la Parte Requirente por un delito distinto de aquel por el cual se
concedió la extradición, ni tampoco será extraditada por dicha Parte a un
tercer Estado, a menos que:

a) no haya abandonado el territorio de la Parte Requirente dentro
de los sesenta días naturales siguientes a la fecha en que hubiera
estado en libertad de abandonar ese territorio;

b) hubiere abandonado el territorio de la Parte Requirente después
de su extradición y haya regresado voluntariamente a él; o

c) la Parte Requerida haya otorgado su consentimiento para que la
persona de que se trata sea detenida, juzgada, sancionada o
extraditada a un tercer Estado diferente por un delito distinto de
aquel por el cual se concedió la extradición.

Estas disposiciones no se aplicarán a delitos cometidos después de
la extradición.

2. Si una vez consumada la extradición y dentro del curso del proce-
so judicial a que esté sometido el inculpado se cambia la calificación del
delito por el cual la persona reclamada fue extraditada, ésta seguirá en-
juiciada y sentenciada siempre y cuando el delito en su nueva tipificación
se fundamente en el mismo conjunto de hechos descritos en la solicitud
de extradición y en los documentos que se acompañaron a ella y sea

castigada con la misma pena máxima que el delito por el cual fue
extraditada o con una penalidad cuyo máximo sea menor. La Parte Re-
quirente informará de inmediato a la Parte Requerida de dicha situación.

ARTICULO DECIMO OCTAVO

GASTOS

Todos los gastos que resulten de la extradición deberán ser cubiertos
por la Parte en cuyo territorio se hayan causado, con la excepción de
aquellos de transportación de la persona extraditada, los cuales serán a
cargo de la Parte Requirente.

ARTICULO DECIMO NOVENO

ENTREGA DE OBJETOS

1. Si las leyes de la Parte Requerida lo permiten y sin perjuicio del
mejor derecho de terceros, la Parte Requirente podrá solicitar el asegura-
miento de los bienes, artículos, instrumentos, objetos de valor o docu-
mentos, relacionados con el delito atribuido a la persona reclamada, que
se encuentren en posesión del presunto responsable del delito al mo-
mento de su detención o que, siendo de su propiedad, se hayaren dentro
del territorio de la Parte Requerida, los cuales podrán ser entregados por
ésta.

2. La Parte Requerida podrá condicionar la entrega de los bienes
asegurados a que la Parte Requirente de seguridades satisfactorias de
que los mismos serán devueltos a la Parte Requerida; pero siempre y
cuando no se trate de los instrumentos u objetos con los cuales se come-
tió el delito, ni tampoco los que sirvan para garantizar la reparación del
daño, los cuales no podrán ser devueltos.

ARTICULO VIGESIMO

ENTRADA EN VIGOR, MODIFICACION Y TERMINACION

1. El presente Tratado esta sujeto a ratificación. El canje de los
instrumentos tendrá lugar en la ciudad de Montevideo.

2. El Tratado entrará en vigor treinta días después del canje de ins-
trumentos de ratificación y continuará en vigor mientras no sea denun-
ciado por cualquiera de las Partes. Sus efectos cesarán seis meses des-
pués de la fecha de notificación de denuncia, por la vía diplomática.

3. El presente Tratado podrá ser modificado por mutuo consenti-
miento de las Partes y las modificaciones acordadas entrarán en vigor de
conformidad con el procedimiento establecido en el numeral 2.

Hecho en la Ciudad de México, el treinta de octubre de mil novecien-
tos noventa y seis, en dos ejemplares originales en idioma español,
siendo ambos textos igualmente auténticos.

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 7 de Setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , DIDIER OPERTTI, DANIEL BORRELLI, LEONARDO
GUZMAN.

 ---o---
 Resolución - 826

 9

Resolución 826/004

Establécese el Consulado de Distrito de la República en la
ciudad de Johannesburgo, República de Sudáfrica.
(1.748*R)

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Montevideo, 7 de setiembre de 2004

VISTO:  las necesidades del servicio;
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RESULTANDO:  que por Resolución del Poder Ejecutivo de fecha 1
de noviembre de 1994 fue clausurado el Consulado de Distrito de la
República en la ciudad de Johannesburgo, República de Sudáfrica;

CONSIDERANDO:  que la existencia de una Oficina Consular de la
República en dicha ciudad habrá de contribuir al afianzamiento de las
relaciones entre ambos países, especialmente en el ámbito económico y
comercial;

ATENTO:  a que el Gobierno de la República de Sudáfrica ha acorda-
do la anuencia necesaria para la reapertura del Consulado de Distrito de
la República en la ciudad de Johannesburgo, conforme lo prevé el artícu-
lo 4to. de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de fecha
24 de abril de 1963 y a lo dispuesto por la Dirección General de Secre-
taría del Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Oriental
del Uruguay;

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE:
1
1º.- Restablécese el Consulado de Distrito de la República en la

ciudad de Johannesburgo, República de Sudáfrica.
2
2º.- Dicha Oficina Consular tendrá jurisdicción en la ciudad de

Johannesburgo.
3
3º.- Comuníquese, etc.
BATLLE , DIDIER OPERTTI.

 ---o---
 Ley - 17820

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
 10

Ley 17.820

Autorízase el pase en comisión y la redistribución de funcio-
narios públicos provenientes de cualquier dependencia esta-
tal, a la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones
(URSEC).
(1.740*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO 1º.-  Autorízase el pase en comisión y la redistribución

de funcionarios públicos provenientes de cualquier dependencia estatal,
a la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC).

El pase en comisión o la redistribución será dispuesto por el Poder
Ejecutivo a propuesta fundada de la comisión que dirige la Unidad
Reguladora. El organismo al cual pertenece el funcionario cuyo pase en
comisión o redistribución se solicite, podrá oponerse al mismo en caso
de considerar que el funcionario resulta imprescindible para el cumpli-
miento de sus cometidos.

En caso de redistribución, los funcionarios se incorporarán en el
escalafón, grado y denominación que correspondan según la estructura
de puestos de trabajo de la unidad. Si la remuneración del cargo o fun-
ción de origen fuera inferior a la de destino, percibirán esta última, y si
fuera superior mantendrán la remuneración de origen con todos sus com-
ponentes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, el personal
de la URSEC podrá integrarse con quienes contrate el Poder Ejecutivo
en función de los resultados de los concursos públicos realizados al
efecto, con bases formuladas por la URSEC y en las que podrán estable-
cerse preferencias a favor de los funcionarios provenientes de las admi-
nistraciones cuyos cometidos son atribuidos a ella por la Ley Nº 17.296,
de 21 de febrero de 2001.

2
ARTICULO 2º.- Créase la Tasa de Control del Marco Regulatorio

de Comunicaciones, que se devengará por la actividad de control de la
participación en las actividades reguladas a que refiere la Ley Nº 17.296,
de 21 de febrero de 2001. Serán sujetos pasivos quienes presten servi-
cios comerciales de comunicaciones a excepción de las empresas de ra-
diodifusión (radios de AM, FM y televisión abierta) y serán agentes de
retención o percepción los que el Poder Ejecutivo defina. Del total de lo
que por este concepto se recaude se transferirá un 10% (diez por ciento)
al Programa 001 "Determinación y Aplicación de la Política de Gobier-
no" del Inciso 02 "Presidencia de la República", el que se aplicará a
gastos de funcionamiento. El jerarca del Inciso 02 "Presidencia de la
República" comunicará a la Contaduría General de la Nación la
desagregación del referido porcentaje en Grupos y Objetos del Gasto. El
monto restante deberá destinarse exclusivamente a la financiación del
presupuesto aprobado de la URSEC.

La Tasa de Control del Marco Regulatorio de Comunicaciones será
equivalente al 3 o/oo (tres por mil) del total de ingresos brutos de la
actividad sujeta a control.

Será deducido del monto a pagar por concepto de Impuesto a las
Telecomunicaciones (ITEL) creado por la Ley Nº 17.453, de 28 de febre-
ro de 2002, lo abonado por concepto de Tasa de Control del Marco
Regulatorio de Comunicaciones.

3
ARTICULO 3º.- Asígnase una partida complementaria anual de

$ 10:000.000 (pesos uruguayos diez millones) con destino a la Uni-
dad Ejecutora 009 "Unidad Reguladora de Servicios de Comunicacio-
nes". Esta partida anual será financiada con cargo a la tasa creada por
el artículo 2º de esta ley.

La Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC)
comunicará a la Contaduría General de la Nación la desagregación de la
referida partida en Proyectos de Inversión, Retribuciones Personales,
Compensaciones y Gastos.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 7 de setiembre de 2004

Habiendo expirado el plazo previsto en la Constitución de la Repú-
blica y de conformidad con lo establecido por su artículo 144 cúmplase,
acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el Registro Na-
cional de Leyes y Decretos.

BATLLE , YAMANDU FAU, ISAAC ALFIE, LEONARDO
GUZMAN.

 ---o---
 Decreto - 319
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Decreto 319/004

Autorízase el cobro de los exámenes psicofísicos que se re-
quieren para el otorgamiento de las Licencias y Habilitacio-
nes de vuelo de la Dirección General de Aviación Civil.
(1.744*R)

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS

Montevideo, 7 de Setiembre de 2004

VISTO:  estas actuaciones por las cuales el Comando General de la
Fuerza Aérea, solicita el cobro de los exámenes psicofísicos que se rea-
lizan en la Dirección General de Aviación Civil.

RESULTANDO:  I) que el Reglamento Aeronáutico Uruguayo - RAU
67 - aprobado por el Decreto 188/001 de 26 de abril de 2001, prescribe
los estándares médicos y los procedimientos para emitir los Certifica-
dos de Aptitud Psicofísica al personal aeronáutico civil que se requieren
para el otorgamiento de las licencias y habilitaciones de vuelo de la
Dirección General de Aviación Civil.
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II) que la realización de dichos exámenes insumen gastos de materia-
les y equipos, los que son solventados con rubros del Servicio de Sani-
dad de la Fuerza Aérea y la Dirección General de Aviación Civil.

III) que dicha recaudación está reglamentada por el Texto Ordenado
de Contabilidad y Administración Financiera aprobada por el Decreto
194/ 997 de 10 de junio de 1997.

CONSIDERANDO:  I) que a los efectos de poder continuar con la
prestación del servicio de exámenes psicofísicos a los solicitantes de
Licencias que concurren a la mencionada Dirección General, se hace
necesario trasladar el gasto que genera la realización de dichos exámenes
a los beneficiarios, de conformidad a lo previsto por los artículos 116
(bis) del Decreto-Ley 14.747 de 28 de diciembre de 1977, 211 del De-
creto-Ley 14.305 de 29 de noviembre de 1974 y Decreto 502/988 de 9
de agosto de 1988.

II) que dicho costo no afecta el cobro del "Certificado Médico
Habilitante", dispuesto por el artículo 1ro. del Decreto 502/988 de 9 de
agosto de 1988.

ATENTO:  a lo precedentemente expuesto, a lo dispuesto por las
normas antes citadas y a lo informado por el Comando General de la
Fuerza Aérea y a lo dictaminado por la Asesoría Letrada del Ministerio
de Defensa Nacional.

El Presidente de la República,

Decreta:
1
ARTICULO 1ro.-  Autorízase el cobro de los exámenes psicofísicos

que se requieren para el otorgamiento de las Licencias y Habilitaciones
de vuelo de la Dirección General de Aviación Civil.

2
ARTICULO 2do.-  El costo de los exámenes será el siguiente: Clíni-

co UR 0.50; Psicológico UR 0.75; Optometría UR 0.50; Laboratorio UR
1.00; Odontológico UR 0.25; Audiometría UR 0.50; E.C.G. UR 0.50;
costo total UR 4.00.

3
ARTICULO 3ro.-  Lo recaudado será vertido como fondo de libre

disponibilidad en la Dirección de Economía y Finanzas de la Fuerza
Aérea, para su aplicación al mantenimiento, ampliación y desarrollo
del servicio y adquisición de materiales, acorde a lo establecido por el
artículo 116 Bis del Decreto-Ley 14.747 de 28 de diciembre de 1977 en
la redacción dada por el artículo 2do. de la Ley 14.834 de 17 de octubre
de 1978.-

4
ARTICULO 4to.- Comuníquese, publíquese y pase al Comando

General de la Fuerza Aérea, a sus efectos.
BATLLE , YAMANDU FAU, ISAAC ALFIE.

 ---o---
 Resolución - 827
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Resolución 827/004

Amplíase la Resolución del Poder Ejecutivo de 20 de julio de
2004, autorizándose el ingreso al puerto nacional, de las uni-
dades de las Armadas de los países participantes en la Opera-
ción UNITAS XLVI.
(1.749)

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Montevideo, 7 de Setiembre de 2004

VISTO:  la Resolución del Poder Ejecutivo de 20 de julio de 2004
por la cual se autoriza la realización de ejercicios combinados en aguas
jurisdiccionales de nuestro país, en el marco de la operación UNITAS
XLVI.

RESULTANDO:  que dichos ejercicios se llevarán a cabo entre los
días 2 y 17 de noviembre de 2004, con la participación de unidades de
nuestra Armada Nacional, conjuntamente con unidades de las Armadas
de los Estados Unidos de América, Reino de España, República Federativa
del Brasil, República Argentina y República Francesa.

CONSIDERANDO:  que a los efectos del desarrollo de los mencio-
nados ejercicios se hace necesario autorizar el ingreso a puerto nacional
de las unidades de las Armadas de los países participantes, al sólo efec-
to de rendir honores.

ATENTO:  a lo precedentemente expuesto y a lo establecido en el
numeral 11 in fine del artículo 85 de la Constitución de la República.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE:
1
1ro.- Amplíase la Resolución del poder Ejecutivo de 20 de julio de

2004, autorizándose el ingreso a puerto nacional en el período entre el 2
y el 17 de noviembre de 2004, de las unidades de las Armadas de los
países participantes en la Operación UNITAS XLVI, al sólo efecto de
rendir honores.

2
2do.- Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.
BATLLE , YAMANDU FAU, DANIEL BORRELLI, DIDIER

OPERTTI.
 ---o---

 Ley - 17808
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA
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Ley 17.808

Desígnase "Joaquín Sant'Anna" la Escuela N° 5 de la ciudad
de Salto.
(1.728*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.-  Desígnase "Joaquín Sant'Anna" la Escuela

N° 5 de la ciudad de Salto, departamento de Salto, dependiente del
Consejo de Educación Primaria (Administración Nacional de Educación
Pública).

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de Setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17809

 14

Ley 17.809

Desígnase "Portugal" la Escuela Rural N° 91 del departamen-
to de Salto.
(1.729*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.- Desígnase "Portugal" la Escuela Rural N° 91

del departamento de Salto, dependiente del Consejo de Educación Pri-
maria (Administración Nacional de Educación Pública).
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Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de Setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17810
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Ley 17.810

Desígnase "Indalecio Bengochea Rodríguez" la Escuela Ru-
ral N° 36, del departamento de Lavalleja.
(1.730*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.-  Desígnase "Indalecio Bengochea Rodríguez"

la Escuela Rural N° 36, del departamento de Lavalleja, dependiente del
Consejo de Educación Primaria (Administración Nacional de Educación
Pública).

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de Setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17811

 16

Ley 17.811

Transfiérese a título gratuito del patrimonio del Estado, al de
la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) los
inmuebles y demás mejoras que les acceden ubicados en el
departamento de Maldonado -balneario Piriápolis, paraje Ce-
rro del Toro, que se determinan.
(1.731*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO 1°.-  Transfiérense a título gratuito del patrimonio del

Estado -persona jurídica mayor-, al de la Administración Nacional de
Educación Pública (ANEP) los inmuebles y demás mejoras que les acce-
den, empadronados con los Nos. 3592 y 3593, ubicados en la 3a. Sec-
ción Judicial del departamento de Maldonado -balneario Piriápolis, pa-
raje Cerro del Toro, localidad catastral Piriápolis-, los que según plano
de la agrimensora Magdalena Asuaga Mayol -inscrito en la Dirección
Nacional de Catastro, Oficina Delegada de Piriápolis, con el N° 1058 el
3 de enero de 2003-, miden y se deslindan así: el padrón N° 3592 se
compone de una superficie de 1 hectárea y limita 100 metros de frente al
suroeste a la calle Piedras, 100 metros de frente al noroeste a la calle
Sarmiento, 100 metros de frente al noreste a la calle Cerrito y 100 me-

tros al sureste con el padrón N° 30704; y el padrón N° 3593 se compone
de una superficie de 1 hectárea y limita 100 metros de frente al suroeste
a la calle Cerrito, 100 metros al noroeste con el padrón N° 30704, 100
metros al noreste con el padrón N° 30704 y 100 metros al sureste con el
padrón N° 30704.

2
ARTICULO 2°.-  La presente ley operará como título y modo de

dicha traslación de dominio, bastando para su inscripción en la Sección
Inmobiliaria del Registro de la Propiedad, un testimonio de la presente
disposición.-

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17812

 17

Ley 17.812

Desígnase "Henry Dunant" la Escuela N°175 del departamento
de Canelones.
(1.732*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.-  Desígnase "Henry Dunant" la Escuela N°

175 del departamento de Canelones, dependiente del Consejo de Educa-
ción Primaria (Administración Nacional de Educación Pública).

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en
el Registro Nacional de Leyes y Decretos.
BATLLE , LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17813

 18

Ley 17.813

Desígnase "Ingeniero Agrónomo Gregorio Helguera" la Es-
cuela Agraria del departamento de Tacuarembó.
(1.733*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO UNICO.-  Desígnase "Ingeniero Agrónomo Gregorio

Helguera", la Escuela Agraria del departamento de Tacuarembó, depen-
diente del Consejo de Educación Técnico-Profesional (Administración
Nacional de Educación Pública).
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Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en
el Registro Nacional de Leyes y Decretos.
BATLLE , LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17817

 19

Ley 17.817

Declárase de interés nacional la lucha contra el racismo, la
xenofobia y toda otra forma de discriminación y créase la Co-
misión Honoraria.
(1.737*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
1
ARTICULO 1º.- Declárase de interés nacional la lucha contra el

racismo, la xenofobia y toda otra forma de discriminación.
2
ARTICULO 2°.- A los efectos de la presente ley se entenderá por

discriminación toda distinción, exclusión, restricción, preferencia o ejer-
cicio de violencia física y moral, basada en motivos de raza, color de
piel, religión, origen nacional o étnico, discapacidad, aspecto estético,
género, orientación e identidad sexual, que tenga por objeto o por resul-
tado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condi-
ciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales
en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra
esfera de la vida pública.

3
ARTICULO 3º.-  Créase la Comisión Honoraria contra el Racismo,

la Xenofobia y toda otra forma de Discriminación.
4
ARTICULO 4º.-  Dicha Comisión tendrá por objeto proponer polí-

ticas nacionales y medidas concretas para prevenir y combatir el racis-
mo, la xenofobia y la discriminación, incluyendo normas de discrimina-
ción positiva.

5
ARTICULO 5º.- A esos efectos, será asimismo competencia de la

Comisión Honoraria:

A) Analizar la realidad nacional en materia de discriminación, racis-
mo y xenofobia, elaborar informes y propuestas con respecto a
dichos temas, y plantear al Poder Ejecutivo la creación de nor-
mas jurídicas específicas o modificación de las ya existentes en
su área de competencia.

B) Difundir los principios contenidos en el literal J, del artículo 6°
del decreto-Iey N° 10.279, de 19 de noviembre de 1942, y en los
artículos 149 bis y 149 ter del Código Penal, normas concordantes
y complementarias, así como los resultados de los estudios y
propuestas que formule y promueva.

C) Monitorear el cumplimiento de la legislación nacional en la ma-
teria.

D) Diseñar e impulsar campañas educativas tendientes a la preser-
vación del pluralismo social, cultural o religioso, a la eliminación
de actitudes racistas, xenofóbicas o discriminatorias y en el res-
peto a la diversidad.

E) Elaborar una serie de estándares que permitan presumir alguna
forma de discriminación, sin que ello implique un prejuzgamiento
sobre los hechos resultantes en cada caso.

F) Recopilar y mantener actualizada la información sobre el dere-
cho internacional y extranjero en materia de racismo, xenofobia
y toda otra forma de discriminación; estudiar esos materiales y
elaborar informes comparativos de los mismos.

G) Recibir y centralizar información sobre conductas racistas,
xenofóbicas y discriminatorias; llevar un registro de las mismas
y formular la correspondiente denuncia judicial si eventualmente
correspondiere.

H) Recopilar la documentación vinculada a sus diferentes objetivos.

I) Brindar un servicio de asesoramiento integral y gratuito para
personas o grupos que se consideren discriminados o víctimas
de actitudes racistas, xenofóbicas y discriminatorias.

J) Proporcionar al Ministerio Público y a los Tribunales Judiciales
el asesoramiento técnico especializado que fuere requerido por
estos en los asuntos referidos a la temática de su competencia.

K) Informar a la opinión pública sobre actitudes y conductas racis-
tas, xenofóbicas y discriminatorias o que pudieren manifestarse
en cualquier ámbito de la vida nacional, especialmente en las
áreas de educación, salud, acción social y empleo; provengan
ellas de autoridades públicas o entidades o personas privadas.

L) Establecer vínculos de colaboración con organismos nacionales o
extranjeros, públicos o privados, que tengan similares objetivos
a los asignados al presente instituto; intercambiando especial-
mente la información relativa a las conexiones internacionales
entre los distintos grupos.

M) Proponer al organismo competente, la celebración de nuevos tra-
tados sobre extradición.

N) Celebrar convenios con organismos y/o entidades públicas o pri-
vadas, nacionales o internacionales, para el más eficaz cumpli-
miento de los cometidos asignados.

O) Promover la realización de estudios, concursos e investigaciones
relacionadas con sus competencias.

P) Discernir un premio anual a favor de la persona o institución que
se haya destacado en la lucha contra el racismo, la xenofobia y
toda otra forma de discriminación.

6
ARTICULO 6º.- La Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xe-

nofobia y toda otra forma de Discriminación estará integrada por siete
miembros designados de la siguiente manera:

A) Un representante del Ministerio de Educación y Cultura, que la
presidirá.

B) Un representante del Ministerio del Interior.

C) Un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores.

D) Un representante del Consejo Directivo Central de la Adminis-
tración Nacional de Educación Pública (ANEP).

E) Tres representantes designados por el Presidente de la Repúbli-
ca, entre las personas propuestas por organizaciones no guber-
namentales que cuenten con conocida trayectoria en la lucha contra
el racismo, la xenofobia y toda otra forma de discriminación.

7
ARTICULO 7º.- La Comisión podrá crear Comisiones departamen-

tales y locales que funcionarán conforme a las normas reglamentarias
que dictará la propia Comisión Honoraria.

8
ARTICULO 8º.- Los integrantes de la Comisión Honoraria durarán

dos años en sus funciones, pudiendo ser reelectos. En caso de sustitu-
ción, permanecerán en sus funciones hasta que asuma el sustituto, ex-
cepto en caso de incapacidad o renuncia.

9
ARTICULO 9º.- El Ministerio de Educación y Cultura suministrará

la infraestructura y los recursos humanos necesarios para el funciona-
miento de la Comisión Honoraria, de acuerdo a la organización que esta-
blezca el Poder Ejecutivo en el decreto reglamentario.

10
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ARTICULO 10º.-  Asimismo, constituirán recursos de la Comisión
Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de Discri-
minación y en la forma dispuesta por las normas pertinentes se destina-
rán exclusivamente para el más eficaz cumplimiento de sus cometidos,
los siguientes:

A) Los recursos provenientes de aportes internacionales que el Es-
tado le autorice.

B) Los recursos provenientes de organizaciones no gubernamenta-
les.

C) Las herencias, legados y donaciones que se realicen a favor de la
institución y que sean aceptados por el Poder Ejecutivo.

D) Todo tipo de aporte o contribución en dinero o en especie prove-
niente de entidades oficiales o privadas, incluyendo colectas
públicas.

E) Bienes que le asignen por ley.

F) Frutos civiles y naturales de los bienes que le pertenezcan.
11
ARTICULO 11.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en

un plazo máximo de ciento veinte días contados desde el día siguiente al
de su promulgación.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA
MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZA
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA
MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA
MINISTERIO DE TURISMO
MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO
TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , LEONARDO GUZMAN, DANIEL BORRELLI, DIDIER
OPERTTI, ISAAC ALFIE, YAMANDU FAU, GABRIEL
GURMENDEZ, JOSE VILLAR, SANTIAGO PEREZ DEL CASTI-
LLO, CONRADO BONILLA, MARTIN AGUIRREZABALA, MAR-
TIN AGUIRREZABALA, JUAN BORDABERRY, SAUL IRURETA.

 ---o---
 Ley - 17823

 20

Ley 17.823

Apruébase el Código de la Niñez y la Adolescencia.
(1.743*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN

CAPITULO I
PRINCIPIOS GENERALES

1
ARTICULO 1°.-  (Ambito de aplicación).- El Código de la Niñez y

la Adolescencia es de aplicación a todos los seres humanos menores de
dieciocho años de edad.

A los efectos de la aplicación de este Código, se entiende por niño a
todo ser humano hasta los trece años de edad y por adolescente a los
mayores de trece y menores de dieciocho años de edad.

Siempre que este Código se refiere a niños y adolescentes compren-
de ambos géneros.

2
ARTICULO 2°.-  (Sujetos de derechos, deberes y garantías).- Todos

los niños y adolescentes son titulares de derechos, deberes y garantías
inherentes a su calidad de personas humanas.

3
ARTICULO 3°.-  (Principio de protección de los derechos).- Todo

niño y adolescente tiene derecho a las medidas especiales de protección
que su condición de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, de
la sociedad y del Estado.

4
ARTICULO 4º.-  (Interpretación).- Para la interpretación de este

Código, se tendrán en cuenta las disposiciones y principios generales
que informan la Constitución de la República, la Convención sobre los
Derechos del Niño, leyes nacionales y demás instrumentos internacio-
nales que obligan al país.

En los casos de duda se deberá recurrir a los criterios generales de
interpretación y, especialmente, a las normas propias de cada materia,

5
ARTICULO 5°.-  (Integración).- En caso de vacío legal o insuficien-

cia se deberá recurrir a los criterios generales de integración y, especial-
mente, a las normas propias de cada materia.

6
ARTICULO 6°.-  (Criterio específico de interpretación e integra-

ción: el interés superior del niño y adolescente).- Para la interpretación
e integración de este Código se deberá tener en cuenta el interés superior
del niño y adolescente, que consiste en el reconocimiento y respeto de
los derechos inherentes a su calidad de persona humana. En consecuen-
cia, este principio no se podrá invocar para menoscabo de tales dere-
chos.

7
ARTICULO 7°.-  (Concurrencia para la efectividad y la protección

de los derechos de los niños y adolescentes).-
1) La efectividad y protección de los derechos de los niños y

adolescentes es prioritariamente de los padres o tutores -en
su caso-, sin perjuicio de la corresponsabilidad de la familia,
la comunidad y el Estado.

2) El Estado deberá actuar en las tareas de orientación y fijación de
las políticas generales aplicables a las distintas áreas vinculadas
a la niñez y adolescencia y a la familia, coordinando las activida-
des públicas y privadas que se cumplen en tales áreas.

3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibilidad de los padres
y demás obligados, el Estado deberá actuar preceptivamente,
desarrollando todas las actividades integrativas, complementa-
rias o supletivas que sean necesarias para garantizar adecuada-
mente el goce y ejercicio de los derechos de los niños y adoles-
centes.

CAPITULO II
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS y ADOLESCENTES

8
ARTICULO 8°.-  (Principio general).- Todo niño y adolescente goza

de los derechos inherentes a la persona humana. Tales derechos serán
ejercidos de acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la forma
establecida por la Constitución de la República, los instrumentos inter-
nacionales, este Código y las leyes especiales. En todo caso tiene dere-
cho a ser oído y obtener respuestas cuando se tomen decisiones que
afecten su vida.

Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales en
defensa de sus derechos, siendo preceptiva la asistencia letrada. El
Juez ante quien acuda tiene el deber de designarle curador, cuando
fuere pertinente, para que lo represente y asista en sus pretensio-
nes.

Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, deberán adoptar las
medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de lo establecido en
los incisos anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones cumpli-
das en forma contraria a lo aquí dispuesto.

9
ARTICULO 9°.-  (Derechos esenciales).- Todo niño y adolescente

tiene derecho intrínseco a la vida, dignidad, libertad, identidad, integri-
dad, imagen, salud, educación, recreación, descanso, cultura, participa-
ción, asociación, a los beneficios de la seguridad social y a ser tratado en
igualdad de condiciones cualquiera sea su sexo, su religión, etnia o con-
dición social.

10
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ARTICULO 10°.-  (Derecho del niño y adolescente con capacidad
diferente).- Todo niño y adolescente, con capacidad diferente psíquica,
física o sensorial, tiene derecho a vivir en condiciones que aseguren su
participación social a través del acceso efectivo especialmente a la edu-
cación, cultura y trabajo.

Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad de la persona.
11
ARTICULO 11°.-  (Derecho a la privacidad de la vida).- Todo niño y

adolescente tiene derecho a que se respete la privacidad de su vida.
Tiene derecho a que no se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publi-
que ninguna información que lo perjudique y pueda dar lugar a la indivi-
dualización de su persona.

12
ARTICULO 12°.- (Derecho al disfrute de sus padres y familia).- La

vida familiar es el ámbito adecuado para el mejor logro de la protección
integral.

Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a crecer junto a su
familia y a no ser separado de ella por razones económicas.

Sólo puede ser separado de su familia cuando, en su interés superior
y en el curso de un debido proceso, las autoridades determinen otra
relación personal sustitutiva.

En los casos en que sobrevengan circunstancias especiales que de-
terminen la separación del núcleo familiar, se respetará su derecho a
mantener vínculos afectivos y contacto directo con uno o ambos padres,
salvo si es contrario a su interés superior.

Si el niño o adolescente carece de familia, tiene derecho a crecer en el
seno de otra familia o grupo de crianza, la que será seleccionada aten-
diendo a su bienestar.

Sólo en defecto de esta alternativa, se considerará el ingreso a un
establecimiento público o privado. Se procurará que su estancia en el
mismo sea transitoria.

13
ARTICULO 13°.-  (Conflictos armados).- Los niños y adolescentes

no pueden formar parte de las hostilidades en conflictos armados ni
recibir preparación para ello.

CAPITULO III
DE LOS DEBERES DEL ESTADO

14
ARTICULO 14°.-  (Principio general).- El Estado protegerá los de-

rechos de todos los niños y adolescentes sujetos a su jurisdicción, inde-
pendientemente del origen étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la
religión, la opinión política o de otra índole, la posición económica, los
impedimentos psíquicos o físicos, el nacimiento o cualquier otra condi-
ción del niño o de sus representantes legales.

El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del
principio de que ambos padres o sus representantes legales, cuya preocu-
pación fundamental será el interés superior del niño, tienen obligaciones y
derechos comunes en lo que respecta a su crianza y desarrollo.

El Estado asegurará la aplicación de toda norma que dé efectividad a
esos derechos.

15
ARTICULO 15°.-  (Protección especial).- El Estado tiene la obliga-

ción de proteger especialmente a los niños y adolescentes respecto a
toda forma de:

A) Abandono, abuso sexual o explotación de la prostitución.
B) Trato discriminatorio, hostigamiento, segregación o exclusión en

los lugares de estudio, esparcimiento o trabajo.
C) Explotación económica o cualquier tipo de trabajo nocivo para

su salud, educación o para su desarrollo físico, espiritual o mo-
ral.

D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes.
E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inhalantes y drogas.
F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o inciten a la violencia,

como el uso y el comercio de armas.
G) Situaciones que pongan en peligro su seguridad, como detencio-

nes y traslados ilegítimos.
H) Situaciones que pongan en peligro su identidad, como adopcio-

nes ilegítimas y ventas.
I) Incumplimiento de los progenitores o responsables de alimen-

tarlos, cuidar su salud y velar por su educación.

CAPITULO IV
DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O RESPONSABLES

16
ARTICULO 16°.-  (De los deberes de los padres o responsables).-

Son deberes de los padres o responsables respecto de los niños y ado-
lescentes:

A) Respetar y tener en cuenta el carácter de sujeto de derecho del
niño y del adolescente.

B) Alimentar, cuidar su salud, su vestimenta y velar por su educa-
ción.

C) Respetar el derecho a ser oído y considerar su opinión.
D) Colaborar para que sus derechos sean efectivamente gozados.
E) Prestar orientación y dirección para el ejercicio de sus derechos.
F) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutelados.
G) Solicitar o permitir la intervención de servicios sociales especia-

les cuando se produzca un conflicto que no pueda ser resuelto en
el interior de la familia y que pone en grave riesgo la vigencia de
los derechos del niño y del adolescente.

H) Velar por la asistencia regular a los centros de estudio y partici-
par en el proceso educativo.

I) Todo otro deber inherente a su calidad de tal.

CAPITULO V
DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES

17
ARTICULO 17°.- (De los deberes de los niños y adolescentes).-

Todo niño y adolescente tiene el deber de mantener una actitud de respe-
to en la vida de relación familiar, educativa y social, así como de emplear
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición de conocimientos y
desarrollo de sus habilidades y aptitudes.

Especialmente deberán:
A) Respetar y obedecer a sus padres o responsables, siempre que

sus órdenes no lesionen sus derechos o contravengan las leyes.
B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a sus ascendientes en

su enfermedad y ancianidad.
C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los demás.
D) Respetar el orden jurídico.
E) Conservar el medio ambiente.
F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el servicio social o

ayuda comunitaria, cuando las circunstancias así lo exijan.
G) Cuidar y respetar su vida y su salud.

CAPITULO VI
POLITICAS SOCIALES DE PROMOCION Y

PROTECCION A LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA
18
ARTICULO 18°.- (Objetivos).- Son objetivos fundamentales:
A) Promoción social. Deberá asegurarse la promoción tendiente a

favorecer el desarrollo integral de todas las potencialidades del
niño y del adolescente como persona en condición de ser en
desarrollo, a efectos de procurar su integración social en forma
activa y responsable como ciudadano. Se cuidará especialmente
la promoción en equidad, evitando que se generen desigualdades
por conceptos discriminatorios por causa de sexo, etnia, religión
o condición social.

B) Protección y atención integral. Deberá asegurarse una protec-
ción integral de los derechos y deberes de los niños y adolescen-
tes, así como asegurar una atención especial por parte del Estado
y de la sociedad ante la necesidad de ofrecer atención
personalizada en determinadas situaciones.

19
ARTICULO 19°.- (Vida familiar y en sociedad).- Son principios

básicos:
A) El fortalecimiento de la integración y permanencia de los niños y

adolescentes en los ámbitos primarios de socialización: la fami-
lia y las instituciones educativas.

B) La descentralización territorial que asegure el acceso de los ni-
ños, adolescentes y familias en toda la gama de servicios básicos.

C) La participación de la sociedad civil y la promoción de la solida-
ridad social hacia los niños y adolescentes.

20
ARTICULO 20°.-  (Afirmación de políticas sociales).- Las normas

que regulan la vigencia efectiva de los derechos de los niños y adolescen-
tes en las áreas de supervivencia y desarrollo, requerirán de la
implementación de un sistema de políticas sociales básicas, complemen-
tarias, de protección especial, de carácter integral, que respondan a la
diversidad de realidades y comprendan la coordinación entre el Estado y
la sociedad civil.

21
ARTICULO 21°.-  (Criterio rector).- Es criterio rector velar por

el desarrollo armónico de los niños y adolescentes, correspondiendo
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fundamentalmente a la familia y a los sistemas de salud y educación
su seguimiento hasta la mayoría de edad, según el principio de con-
currencia que emerge del artículo 7° de este Código.

22
ARTICULO 22°.-  (Líneas de acción).- La atención hacia la niñez y

la adolescencia se orientará primordialmente a:
A) La aplicación de políticas sociales básicas, que hagan efectivos

los derechos consagrados en la Constitución de la República,
para todos los niños y los adolescentes.

B) La creación de programas de atención integral, para aquellos que
lo necesiten, por carencia temporal o permanente: niños y ado-
lescentes con capacidad diferente, situación de desamparo o
marginalidad.

C) La implementación de medidas apropiadas para que los niños
tengan derecho a beneficiarse de los servicios de instalaciones de
guarda, especialmente en el caso de que los padres trabajen.

D) La adopción de programas integrales y servicios especiales
de prevención y atención médica y psicosocial a las víctimas
de negligencia, maltrato, violencia o explotación laboral o
sexual.

E) La aplicación de programas de garantías para la protección jurí-
dico-social de los niños y adolescentes en conflicto con la ley, y
de educación para la integración social.

F) La adopción de programas de promoción de la niñez y adoles-
cencia en las áreas deportivas, culturales y recreativas, entre
otras.

G) La creación de sistemas de indicadores de desarrollo del niño y
del adolescente, respetando el derecho a la privacidad y el secre-
to profesional.

CAPITULO VII

I -De la filiación
23
ARTICULO 23°.-  (Derecho a la filiación).- Todo niño y adolescente

tiene derecho a conocer quiénes son sus padres.
24
ARTICULO 24°.-  (Derecho a la protección).- Todo niño y adoles-

cente tiene derecho, hasta la mayoría de edad, a recibir de sus padres y
responsables la protección y cuidados necesarios para su adecuado de-
sarrollo integral y es deber de éstos el proporcionárselos.

25
ARTICULO 25°.-  (Derecho a la identidad).- Sin perjuicio de las

normas del Registro de Estado Civil, el recién nacido deberá ser identifi-
cado mediante las impresiones plantar y digital acompañadas por la
impresión digital de la madre.

Todas las maternidades públicas y privadas deberán llevar un regis-
tro para cumplir con lo dispuesto en el inciso anterior, al momento de
realizarse el parto. Se le otorgará copia a la madre y se enviará otra al
Registro de Estado Civil.

Los médicos o parteros que asistan nacimientos fuera de la materni-
dad, deberán realizar el registro de igual forma y, en caso de imposibili-
dad, anotarlo en la historia clínica.

En este último caso y fuera de las hipótesis señaladas anteriormente,
las impresiones digital y plantar del recién nacido se tomarán al momen-
to de hacerse la inscripción en el Registro de Estado Civil.

26
ARTICULO 26°.-  (Derecho al nombre y apellidos familiares). Todo

niño tiene derecho, desde su nacimiento, a ser inscripto con nombre y
apellido.

27
ARTICULO 27°.- (Del nombre).-
1) El hijo habido dentro del matrimonio llevará como primer apelli-

do el de su padre y como segundo el de su madre.
2) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por ambos padres,

llevará como primer apellido el de su padre y como segundo el de
su madre.

3) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por su padre lleva-
rá como primer apellido el de éste y como segundo el de la mujer
que surja acreditada como su madre.

4) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por su madre lleva-
rá los dos apellidos de ésta. Si la madre no tuviere segundo ape-
llido el niño llevará como primero el de su madre biológica segui-
do de uno de uso común.

5) El hijo habido fuera del matrimonio que no es inscripto por su
padre ni por su madre, llevará igualmente en segundo lugar el
apellido de su madre, en caso de ser ésta conocida y en primer
lugar uno de uso común.

6) El hijo habido fuera del matrimonio cuyos padres se desco-
nocen, inscripto de oficio, llevará dos apellidos de uso co-
mún seleccionados por el Oficial del Registro de Estado Civil
interviniente.

7) Los apellidos de uso común serán sustituidos por el del padre o
la madre que reconozca a su hijo o sean declarados tales por
sentencia, debiendo recabarse a tales efectos la voluntad del re-
conocido que haya cumplido los trece años de edad (artículo
32°).

8) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por un familiar del
niño, llevará dos apellidos, como primer apellido uno de uso
común, seleccionado por el familiar interviniente y en segundo
lugar el de la madre conocida.

9) En los casos de legitimación adoptiva, el hijo llevará como pri-
mer apellido el de su padre y como segundo el de su madre
legitimantes. La sentencia que autorice la legitimación adoptiva
dispondrá el o los nombres de pila con que será inscripto el
legitimado.

10) En los casos de adopción simple realizada por un matrimonio, el
o los apellidos del adoptado serán sustituidos por el del padre y
madre adoptantes. Si la adopción simple fuere realizada por un
hombre, el adoptado sustituirá su primer apellido por el del
adoptante. Si la adopción simple fuere realizada por una mujer,
el adoptado sustituirá su segundo apellido por el de la adoptan-
te. No obstante, si se tratare de la adopción de un adolescente,
podrá convenir con el o los adoptantes si mantendrá sus apelli-
dos de origen o sustituirá alguno de ellos por el del o de los
adoptantes.

En la sentencia deberá dejarse constancia de la decisión res-
pecto de los apellidos del adoptado, la que será anotada al mar-
gen de la partida de nacimiento.

28
ARTICULO 28°.-  (Derecho y deber a reconocer los hijos propios).-

Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cualquiera fuere su estado
civil, de reconocer a sus hijos.

Derógase el inciso tercero del artículo 227 del Código Civil.
Modifícase la redacción del inciso cuarto del artículo 227 del

Código Civil, el que quedará redactado de la siguiente forma: "No se
admitirá el reconocimiento de hijos naturales, aún después de di-
suelto el matrimonio, cuando ese reconocimiento se pretenda hacer a
favor de una persona que tenga la posesión notoria de hijo legítimo,
sin perjuicio de las acciones que, legalmente, se admiten para con-
testar esa filiación".

Entiéndese, en todo el ordenamiento jurídico, las expresiones "hijo
legítimo" e "hijo natural" como "hijo habido dentro del matrimonio" e
"hijo habido fuera del matrimonio", respectivamente.

29
ARTICULO 29°.-  Sustitúyense los artículos 214, 215, 216, 217,

218, 219, 220 y 221 del Código Civil, los que quedarán redactados de la
siguiente manera:

"ARTICULO 214.- Viviendo los cónyuges de consuno, y sin
perjuicio de la prueba en contrario, la ley considera al marido
padre de la criatura concebida por su esposa durante el matrimo-
nio.

Las personas legitimadas por la ley, podrán destruir esta
presunción acreditando que el vínculo biológico de paternidad
no existe.
ARTICULO 215.- Se considera concebida dentro del matrimo-
nio, a la criatura nacida fuera de los ciento ochenta días después
de contraído éste y dentro de los trescientos días siguientes a su
disolución. Esta presunción es relativa.
ARTICULO 216.- Se considera, asimismo, al marido padre de la
criatura nacida de su mujer, dentro de los ciento ochenta días
siguientes al matrimonio, siempre que aquél haya conocido el
embarazo antes de contraer matrimonio o haya admitido su pa-
ternidad expresa o tácitamente por cualquier medio inequívoco.
Fuera de estos casos, bastará al marido con negar judicialmente
la paternidad de la criatura habida por su mujer, de lo que se le
dará conocimiento a ésta. Si la madre se opusiera surgirá el con-
tradictorio.
ARTICULO 217.- La presunción de paternidad del marido que
se configura conforme a lo dispuesto por los artículos 214, 215
y 216 de este Código, podrá ser libremente impugnada por el
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marido, el hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los
plazos y en las condiciones que se dispone en los artículos si-
guientes.
ARTICULO 218.- El marido podrá ejercer la acción de descono-
cimiento de paternidad a efectos de impugnar la presunción de
legitimidad que hubiera surgido, dentro del plazo de un año con-
tado desde que tomó conocimiento del nacimiento de la criatura
cuya paternidad la ley le atribuye. Sus herederos podrán conti-
nuar la acción intentada por éste, o iniciar la misma, si el marido
hubiera muerto dentro del plazo hábil para deducirla. Los here-
deros dispondrán del plazo de un año a contar desde el falleci-
miento del marido.
ARTICULO 219.- Hallándose el hijo en posesión del estado
filiatorio legítimo, tenga o no su título, podrá impugnar la pre-
sunción de paternidad, actuando debidamente representado por
un curador "ad litem", dentro del plazo de un año a contar desde
el nacimiento. Si la acción no hubiera sido intentada durante la
menor edad del hijo, podrá ejercerla éste dentro del plazo de un
año a partir de su mayoría. En caso de fallecer el hijo dentro del
plazo hábil para interponer la demanda de impugnación de la
paternidad o durante su minoría de edad sin haberla interpuesto,
la acción podrá ser ejercida por los herederos de éste dentro del
plazo que aquél contaba.
ARTICULO 220.- De faltar la posesión de estado de filia-
ción legítima aun cuando exista su título, la acción de desco-
nocimiento de paternidad podrá ser intentada indistintamen-
te por la madre, por un curador "ad litem" que actúe en repre-
sentación del hijo, por el padre biológico que manifieste su
ánimo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayoría de
edad. La madre y el padre biológico no podrán accionar una
vez que su hijo haya llegado a la mayoría de edad. En ausen-
cia de posesión de estado de filiación legítima, la acción será
imprescriptible para el hijo.

En los casos en que este artículo, el precedente y el inciso
cuarto del artículo 227 se refieren a posesión de estado, no se
requiere el transcurso del tiempo reclamado por el artículo 47 de
este Código.

El acogimiento de la acción deducida por la madre o por el
padre biológico, dejará al hijo emplazado en el estado civil de
hijo natural del demandante.
ARTICULO 221.- El proceso no será válidamente entablado si
no intervienen en el mismo, en calidad de sujetos activos o pasi-
vos, en su caso, el marido, la madre y el hijo de ésta".

30
ARTICULO 30°.-  (Capacidad de los padres para reconocer a sus

hijos).- Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cualquiera fuere su
estado civil y edad, a reconocer a su hijo.

No obstante, las mujeres menores de doce años y los varones meno-
res de catorce no podrán realizar reconocimientos válidos sin aproba-
ción judicial, previa vista del Ministerio Público.

En los casos de padres niños o adolescentes no casados, el Juez
decidirá a quién se le atribuyen los derechos y deberes inherentes a la
tutela, otorgando preferencia a los abuelos que convivan con el padre
que reconoce y el reconocido.

Previo a todas las decisiones a que refiere el inciso anterior que
requieran autorización judicial, se deberá oír al padre o a la madre que
haya reconocido al hijo y que aún no tenga dieciocho años cumplidos de
edad.

La patria potestad será ejercida en forma plena por ambos padres, a
partir de que éstos cumplan dieciocho años.

31
ARTICULO 31°.-  (Formalidades del reconocimiento). El reconoci-

miento puede tener lugar:
1) Por la simple declaración formulada ante el Oficial del Registro

de Estado Civil por el padre o la madre biológicos en oportuni-
dad de la inscripción del nacimiento del hijo, como hijo habido
fuera del matrimonio, suponiendo la sola inscripción reconoci-
miento expreso.

2) Por testamento, en cuyo caso el reconocimiento podrá ser expre-
so o implícito.

3) Por escritura pública.
32
ARTICULO 32°.-  (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo fuere recono-

cido luego de haber cumplido trece años de edad, tiene derecho a expre-

sar en forma ante el Oficial del Registro de Estado Civil su voluntad de
seguir usando los apellidos con los que hasta entonces era identificado.
Dicha expresión de voluntad será anotada al margen de su partida de
nacimiento.

33
ARTICULO 33°.-  (Inscripción tardía).- El derecho consagrado en

el artículo anterior, también rige para los supuestos de inscripciones
tardías de hijos mayores de trece años.

Tratándose de inscripción tardía de hijos habidos dentro del
matrimonio, basta con la presencia de uno o de ambos padres, sin
perjuicio del cumplimiento de las disposiciones legales correspon-
dientes.

II -De la tenencia del niño y adolescente
34
ARTICULO 34°.-  (Tenencia por los padres).-
1) Cuando los padres estén separados, se determinará de común

acuerdo cómo se ejercerá la tenencia (artículo 177 del Código
Civil).

2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia la resolverá el
Juez de Familia, dictando las medidas necesarias para su cum-
plimiento.

35
ARTICULO 35°.- (Facultades del Juez de Familia).- En caso de no

existir acuerdo de los padres, el Juez resolverá, teniendo en cuenta las
siguientes recomendaciones:

A) El hijo deberá permanecer con el padre o la madre con quien
convivió el mayor tiempo, siempre que lo favorezca.

B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor de dos años, siem-
pre que no sea perjudicial para él.

C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el Juez siempre
deberá oír y tener en cuenta la opinión del niño o adolescente.

36
ARTICULO 36°.-  (Tenencia por terceros).-
1) Cualquier interesado puede solicitar la tenencia de un niño o

adolescente siempre que ello tenga como finalidad el interés su-
perior de éste. El Juez competente, bajo la más seria responsa-
bilidad funcional, deberá evaluar el entorno familiar ofrecido por
el interesado.

2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o adolescente está
obligada a brindarle la protección y cuidados necesarios para su
desarrollo integral.

3) La persona que no se sienta capacitada para proseguir con la
tenencia, deberá ponerlo en conocimiento del Juez de Familia,
quien resolverá la situación del niño o adolescente.

37
ARTICULO 37°.- (Procedimiento).- Todas las pretensiones relati-

vas a la tenencia, recuperación de tenencia o guarda de los niños o
adolescentes, se regularán por el procedimiento extraordinario consa-
grado en los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General del
Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará por el procedimiento
voluntario (artículos 402 y siguientes del Código General del Proceso).
Es Juez competente para conocer en dichas pretensiones, el del domici-
lio del niño o adolescente.

III - Visitas
38
ARTICULO 38°.-  (Principio general).- Todo niño y adolescente

tiene derecho a mantener el vínculo, en orden preferencial, con sus
padres, abuelos y demás familiares y consecuentemente, a un régi-
men de visitas con los mismos. Sin perjuicio que el Juez competente
basado en el interés superior del niño o adolescente, incluya a otras
personas con las que aquél haya mantenido vínculos afectivos esta-
bles.

39
ARTICULO 39°.-  (Determinación de las visitas).-
1) La determinación de las visitas se fijará de común acuerdo entre

las partes.
2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el ejercicio del

derecho mencionado, el Juez de Familia fijará el mismo. Se ga-
rantizará el derecho del niño o adolescente a ser oído, teniendo
en cuenta su opinión, la cual se recabará en un ámbito adecuado.

40
ARTICULO 40°.-  (Incumplimiento en permitir las visitas).- La

parte que está obligada a permitir las visitas o entregar al niño o
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adolescente de acuerdo al régimen establecido, y se negara en forma
inmotivada, habilitará a que la otra parte acuda personalmente ante
el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus veces en donde este
no exista, el cual dispondrá de inmediato la comparecencia de la
parte incumplidora, siendo notificada por la Policía. En caso de
incomparecencia, podrá ser conducida por la fuerza pública, si así lo
dispusiere el Juez.

El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus veces, escuchará
a ambas partes y de ser inmotivada la reticencia de la parte obligada
a permitir las visitas, dispondrá -apreciando las circunstancias del
caso, la edad y especialmente los intereses del niño o adolescente- la
entrega del mismo a la parte que lo reclama, la cual deberá reintegrar-
lo según lo acordado, salvo que el Juez de Familia entienda que
deberá conservarlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez de la
causa.

41
ARTICULO 41°.-  (Régimen de visitas definitivo).- El día hábil

inmediato siguiente, el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus
veces en donde este no exista dará cuenta al Juez de Familia que
intervino en la fijación del régimen de visitas, remitiéndole los ante-
cedentes, quien resolverá en definitiva sobre el mantenimiento o no
del régimen fijado.

A tales efectos, deberá convocar a las partes a una audiencia, la cual
deberá celebrarse en un plazo no mayor a los tres días hábiles de recibi-
dos los antecedentes. En dicha audiencia será preceptiva la presencia del
Ministerio Público y Fiscal, así como la asistencia letrada.

42
ARTICULO 42°.-  (Incumplimiento en realizar las visitas).- Si la

parte a cuyo favor se establece un régimen de visitas, no cumpliere con
el mismo, podrá la otra parte acudir al Juez de Familia competente,
explicando la situación y la repercusión que la falta de cumplimiento por
parte del obligado tiene sobre sus hijos.

En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo
40 y el artículo 41.

43
ARTICULO 43°.-  (Sanción por incumplimiento).- El incumplimiento

grave o reiterado del régimen de visitas homologado o fijado judicialmen-
te podrá originar la variación de la tenencia si ello no perjudicara el
interés del niño o adolescente, sin perjuicio de las sanciones pecuniarias
que fije el Juez a instancia de parte o de oficio, cuyo producido será en
beneficio de aquél.

El Juez deberá hacer saber a la parte incumplidora que el desatender
las necesidades afectivas de los hijos puede dar lugar a la pérdida de la
patria potestad y al delito previsto en el artículo 279 B del Código
Penal.

44
ARTICULO 44°.- (Principio general de procedimiento).- Todas las

pretensiones que conciernen al régimen de visitas, se regularán por el
procedimiento extraordinario consagrado en los artículos 346, 347, 349
y 350 del Código General del Proceso.

Es Juez competente para conocer en dichas pretensiones, el del do-
micilio del niño o adolescente.

CAPITULO VIII
DE LOS ALIMENTOS

45
ARTICULO 45°.- (Concepto de deber de asistencia familiar).- El

deber de asistencia familiar está constituido por los deberes y obligacio-
nes a cargo de los integrantes de la familia u otros legalmente asimilados
a ellos, cuya finalidad es la protección material y moral de los miembros
de la misma.

Bajo la denominación de alimentos, se alude en este Código a la
asistencia material.

46
ARTICULO 46°.-  (Concepto de alimentos).- Los alimentos están

constituidos por las prestaciones monetarias o en especie que sean bas-
tantes para satisfacer, según las circunstancias particulares de cada caso,
las necesidades relativas al sustento, habitación, vestimenta, salud y los
gastos necesarios para adquirir una profesión u oficio, educación, cultu-
ra y recreación.

También se consideran alimentos los gastos de atención de la
madre durante el embarazo, desde la concepción hasta la etapa del
posparto.

Las prestaciones deberán ser proporcionales a las posibilidades eco-
nómicas de los obligados y a las necesidades de los beneficiarios.

47

ARTICULO 47°.-  (Forma de prestación de los alimentos).- Las
prestaciones alimentarias serán servidas en dinero o en especie, o de
ambas formas, en atención a las circunstancias de cada caso.

Todas las prestaciones se servirán en forma periódica y anticipada.
El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la persona que admi-

nistre la pensión alimenticia, rendición de cuentas sobre los gastos efec-
tuados para los beneficiarios.

El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la solicitud de rendi-
ción de cuentas.

48
ARTICULO 48°.- (De la vigencia de la prestación alimentaria).- La

prestación alimentaria se debe desde la interposición de la demanda.
Tratándose de aumento o reducción de la prestación, la misma surti-

rá efecto desde la interposición de la demanda, salvo que el Juez, apre-
ciando las circunstancias del caso, disponga que se aplique desde que la
sentencia quede ejecutoriada.

La convenida extrajudicialmente, se debe desde la fecha pactada.
49
ARTICULO 49°.-  (Alimentos provisionales).- El Juez al proveer

sobre la demanda, y atendidas las circunstancias invocadas, fijará ali-
mentos provisionales.

50
ARTICULO 50°.-  (Beneficiarios de la obligación alimentaria).- Son

acreedores de la obligación alimentaria los niños y adolescentes así como
los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno que no dispongan
-en el último caso- de medios de vida propios y suficientes para su
congrua y decente sustentación.

51
ARTICULO 51°.-  (Personas obligadas a prestar alimentos y orden

de preferencia).- Los alimentos se prestarán por los padres o, en su
caso, por el o los adoptantes. Para el caso de imposibilidad o insuficien-
cia del servicio pensionario, se prestarán subsidiariamente de acuerdo al
siguiente orden:

1) Los ascendientes más próximos, con preferencia los del progeni-
tor obligado.

2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en cuanto conviva con el
beneficiario.

3) El concubino o la concubina, en relación al o los hijos del otro
integrante de la pareja, que no son fruto de esa relación, si convi-
ven todos juntos conformando una familia de hecho.

4) Los hermanos legítimos o naturales, con preferencia los de doble
vínculo sobre los de vínculo simple.

En los casos previstos en los numerales 1) y 4 ), si concurrieren
varias personas en el mismo orden, la obligación será divisible y propor-
cional a la posibilidad de cada obligado.

52
ARTICULO 52°.-  (Caracteres de la obligación alimentaria).-
1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. El derecho de pedir alimen-

tos no puede trasmitirse por causa de muerte, ni renunciarse, ni
venderse o cederse de modo alguno.

2) Inembargabilidad e incompensabilidad. Las pensiones alimenti-
cias no son embargables.

El deudor de alimentos no puede oponer al demandante, en
compensación, lo que el demandante le deba, excepto que lo
adeudado refiera a la pensión alimenticia objeto del litigio.

3) Imprescriptibilidad.
El derecho a pedir alimentos es imprescriptible.

53
ARTICULO 53°.-  (Pensiones alimenticias atrasadas).- No obstante

lo dispuesto en los artículos precedentes, las pensiones alimenticias
atrasadas podrán renunciarse, y el derecho a demandarlas, podrá
trasmitirse por causa de muerte.

54
ARTICULO 54°.- (Transacción sobre alimentos futuros).- La tran-

sacción sobre alimentos futuros no surtirá efectos sino después de ser
aprobada judicialmente.

55
ARTICULO 55°.-  (Modificación de la obligación alimentaria).- Los

alimentos podrán ser objeto de aumento o de reducción, si se modifica la
situación económica del deudor o las necesidades del acreedor. Se trami-
tarán por el procedimiento establecido en los artículos 346 y 347 del
Código General del Proceso.

56
ARTICULO 56°.-  (Extinción de la obligación alimentaria).- La obli-

gación de alimentos se extingue y su cese debe ser judicialmente decreta-
do en los siguientes casos:

1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos establecidos en el
artículo 50.
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2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de servirlos.
3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de la asignación for-

zosa que grava la masa de la herencia.
4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la obligación se ex-

tiende a los gastos funerarios, siempre que no puedan cubrirse
de otra manera.

En el caso previsto en el numeral 1) cuando se trate de un beneficia-
rio que cumpla veintiún años de edad, bastará que el alimentante se
presente ante el Juez Letrado de Familia que intervino en la fijación de
alimentos solicitando el cese de la pensión, agregando la partida de
nacimiento del beneficiario, y sustanciándose con traslado a la contra-
parte por el plazo perentorio de veinte días.

Transcurrido el plazo sin que se evacuare el traslado, se decretará el
cese de la pensión alimenticia, notificando a la otra parte.

Si se dedujere oposición se tramitará por el procedimiento estable-
cido en los artículos 346 y 347 del Código General del Proceso.

Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán por el procedimien-
to establecido en los artículos 346 y 347 del Código General del Proce-
so.

57
ARTICULO 57°.- (Omisión injustificada de los alimentos).-

Cuando el obligado judicialmente a servir alimentos de acuerdo a las
disposiciones de este Código que, habiendo sido intimado judicial-
mente, omitiera prestarlos sin causa justificada, el Juez de Familia
dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal que correspon-
da, a los efectos previstos por el artículo 279 A. del Código Penal.

El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al Juez de Familia las
resultancias de las actuaciones llevadas a cabo por dicha sede.

58
ARTICULO 58°.-  (Concepto de ingresos).- A los efectos de este

Código, se entiende por sueldo o haberes, todo ingreso de cualquier
naturaleza, periódico o no, que se origine en la relación laboral, arrenda-
miento de obras o de servicios o derive de la seguridad social. No se
computarán por ingresos, a los efectos de la pensión alimenticia, lo que
perciba el obligado a la prestación por concepto de viáticos sujetos a
rendición de cuentas. Cuando los viáticos no estén sujetos a rendición
de cuentas se computarán a efectos de la pensión alimenticia en un 35%
(treinta y cinco por ciento ).

Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso anterior, los ingre-
sos provenientes de retiros periódicos por concepto de utilidades,
beneficios o ganancias, cobro de intereses o dividendos. En general,
todo lo que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o su
capital.

59
ARTICULO 59°.-  (Límite de la retención por alimentos).- Podrá

retenerse mensualmente hasta un 50% (cincuenta por ciento) de los
ingresos cuando así lo justifique el número de hijos y las necesidades de
los mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y será apelable
sin efecto suspensivo.

60
ARTICULO 60°.- (Medidas asegurativas de la prestación

alimentaria).- En el caso de prestar el alimentante servicios retribui-
dos por particulares o empresas, éstas tendrán la obligación de in-
formar a la Sede que así lo solicite todo lo relativo a los ingresos de
aquél dentro del plazo de quince días de recibido el oficio por el que
se le reclama. El incumplimiento de esta obligación hará pasibles a
los particulares o empresas a la condena en astreintes. La obligación
de informar existe aún cuando el alimentante no integre los cuadros
funcionales o planilla de trabajo, pero tuviese con la empresa o
particular cualquier relación patrimonial o beneficio económico.
Cuando el alimentante prestase servicios retribuidos por particula-
res o empresas y se negare a cumplir la obligación de alimentos, se
ordenará a aquellos que efectúen la retención correspondiente a los
sueldos o haberes respectivos.

Para hacer efectiva la contribución señalada por el Juez, bastará la
orden librada por oficio al habilitado en la oficina en que preste servi-
cios el alimentante, y la empresa o el patrón responderán personal,
solidaria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no cumplieran
la orden recibida.

61
ARTICULO 61°.-  (Obstáculos al cumplimiento de la obligación

alimentaria).- El empleador o empresario que intencional mente ocultare,
total o parcialmente los ingresos, sueldos o haberes del obligado, será
considerado incurso en el delito de estafa.

En el mismo delito incurrirá todo aquel que obstaculizare o impidiere
el correcto servicio de la obligación alimentaria dispuesta judicialmente,
o simulare créditos contra el obligado, o de cualquier manera colaborare
intencional y fraudulentamente, en la reducción del patrimonio efectivo
del alimentante.

El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo
Penal que corresponda.

62
ARTICULO 62°.- (Prohibición al alimentante de ausentarse del país

sin dejar garantías suficientes).- Iniciado el juicio de alimentos, el de-
mandado no podrá ausentarse del país sin dejar garantías suficientes,
siempre que así lo solicitare el actor.

63
ARTICULO 63°.-  (Procedimiento).- El proceso de alimentos se rige

por las normas previstas para el proceso extraordinario en el Código
General del Proceso (artículos 346 y 347, numeral 2) del artículo 349 y
artículo 350 del Código General del Proceso).

64
ARTICULO 64°.-  (Competencia).- El Juez competente para cono-

cer en el juicio por alimentos, es el del domicilio del niño o adolescente
o el del demandado, a elección del actor .

CAPITULO IX
DE LOS NIÑOS y ADOLESCENTES

I - Organos de competencia v principios procesales
65
ARTICULO 65°.-  (Competencia).- La competencia de los órganos

jurisdiccionales en materia de niños y adolescentes es la que fija la Ley
N° 15.750, de 24 de junio de 1985, con excepción de las siguientes
modificaciones:

"ARTICULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores entenderán
en primera instancia en todos los procedimientos que den lugar
las infracciones de adolescentes a la ley penal.

En segunda instancia entenderán los Tribunales de Familia.
Los actuales Juzgados Letrados de Menores pasarán a deno-

minarse Juzgados Letrados de Adolescentes".
66
ARTICULO 66°.-  (Competencia de urgencia).- La Suprema Corte

de Justicia asignará, por lo menos, a cuatro Juzgados Letrados de Fami-
lia en Montevideo y a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del
Interior de la República, que entienden en materia de familia, competen-
cia de urgencia, con excepción de las infracciones de adolescentes a la ley
penal, para atender en forma permanente todos los asuntos que requie-
ran intervención inmediata, o en los casos previstos en el inciso segundo
del artículo 122 de este Código. Ello sin perjuicio cuando fuere necesa-
rio, del uso de las facultades que otorga a los Jueces de Paz del Interior
el artículo 379 de la Ley N° 16.320, de 1° de noviembre de 1992. Se
entenderá por asuntos que requieran intervención inmediata, todos aque-
llos en que exista riesgo de lesión o frustración de un derecho del niño o
adolescente.

Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de los derechos, los
derivarán al Juzgado que corresponda.

La Suprema Corte de Justicia propenderá a que los Juzgados cuenten
con la asistencia permanente de asistente social, psicólogo y psiquiatra
del Poder Judicial u otros profesionales de dicho Poder, cuyo asesora-
miento podrá serles requerido por el Juez.

La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un régimen de turnos
de Defensores de Oficio, para que actúen en dichos Juzgados, a efectos
de asistir a las personas que se presenten ante el mismo.

Asimismo, se establecerá un régimen de turnos para asegurar la pre-
sencia del Ministerio Público y Fiscal.

67
ARTICULO 67°.-  (Criterio básico ).- Reclamada la intervención

en forma legal y en materia de su competencia, los Tribunales aplica-
rán como criterio básico la promoción de las familias, en especial de
las más vulnerables y el desarrollo del niño en el ámbito de la misma,
de acuerdo a los principios que emergen del artículo 12 de este Códi-
go.

No podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por razones de
silencio, oscuridad o insuficiencia de las leyes, de acuerdo con lo dis-
puesto por el inciso segundo del artículo 5° de la Ley N° 15.750, de 24
de junio de 1985.

68
ARTICULO 68°.-  (Competencia del Instituto Nacional del Me-

nor).- El Instituto Nacional del Menor es el órgano administrativo



IM
.P

.O
.

 
 

 
 

 
 IM

.P
.O

.

Nº 26.586 - Setiembre 14 de 2004562-A

CARILLA Nº 26

rector en materia de políticas de niñez y adolescencia, y competente
en materia de promoción, protección y atención de los niños y ado-
lescentes del país y, su vínculo familiar al que deberá proteger, promo-
ver y atender con todos los medios a su alcance. Deberá determinar,
por intermedio de sus servicios especializados, la forma de llevar a
cabo la implementación de las políticas a través de distintos progra-
mas, proyectos y modalidades de intervención social, públicos o
privados, orientados al fortalecimiento de las familias integradas
por niños y adolescentes y al fiel cumplimiento de lo dispuesto por
los artículos 12 y 19 de este Código.

Previos diagnósticos y estudios técnicos, deberá velar por una
adecuada admisión, ingreso, atención, derivación y desvinculación
de los niños y de los adolescentes bajo su cuidado. La incorporación
a los distintos hogares, programas, proyectos y modalidades de aten-
ción se realizará habiéndose oído al niño o al adolescente y buscando
favorecer el pleno goce y la protección integral de sus derechos.

Procurará que todos los niños y adolescentes tengan igualdad de
oportunidades para acceder a los recursos sociales, a efectos de poder
desarrollar sus potencialidades y de conformar personalidades autóno-
mas capaces de integrarse socialmente en forma activa y responsable.
Las acciones del Instituto Nacional del Menor deberán priorizar a los
más desprotegidos y vulnerables.

Los adolescentes que, estando a disposición del Instituto Nacio-
nal del Menor, alcanzaren la mayoría de edad serán orientados y
apoyados a efectos que puedan hacerse cargo de sus vidas en forma
independiente. Las personas con capacidad diferente que alcanzaren
dicha mayoría, estando a cuidado del Instituto Nacional del Menor,
podrán permanecer bajo su protección siempre y cuando no puedan
ser derivados para su atención en servicios o programas de adultos.

El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, en forma periódica, las
instituciones privadas a las que concurran niños y adolescentes, sin
perjuicio de la competencia de la Administración Nacional de Educación
Pública (ANEP).

Asimismo fiscalizará toda institución privada, comunitaria o no gu-
bernamental con la que ejecute programas bajo la modalidad de conve-
nios.

Deberá también incorporar en todos los programas que gestione, en
forma directa o en la modalidad de convenio, un enfoque comprensivo de
las diversas situaciones familiares de los niños y adolescentes.

Toda f iscal ización deberá ser real izada por equipos
multidisciplinarios de profesionales a efectos de evaluar la situación en
que se encuentran los niños y adolescentes, así como el trato y forma-
ción que se les da a los mismos, de acuerdo a los derechos que éstos
tienen y a las obligaciones de dichas instituciones.

El Instituto Nacional del Menor podrá formular observaciones y
efectuar las denuncias que correspondan ante las autoridades competen-
tes, por la constatación de violaciones de los derechos del niño y adoles-
cente, sin perjuicio de lo preceptuado por el artículo 177 del Código
Penal (omisión de los funcionarios en proceder a denunciar los delitos).

II -De los adolescentes y las infracciones a la ley penal
69
ARTICULO 69°.-  (Infracciones a la ley penal).- A los efectos de

este Código son infracciones a la ley penal:
1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas en ca-

lidad de autor o coautor, tipificadas por el Código Penal y las
leyes penales especiales.

2) Las acciones u omisiones culposas consumadas, cometidas en
calidad de autor, coautor, tipificadas por el Código Penal y las
leyes penales especiales, cuando el Juez reúna los elementos de
convicción suficientes, fundados exclusivamente en el desarrollo
de la personalidad psicosocial del infractor; avalado por un equi-
po técnico, que permita concluir que el adolescente disponía la
capacidad cognitiva de las posibles consecuencias de su obrar.

3) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley penal.
4) La participación en calidad de cómplice en infracciones gravísimas

a la ley penal.
70
ARTICULO 70°.-  (Adolescente infractor).- Se denomina ado-

lescente infractor a quien sea declarado responsable por sentencia
ejecutoriada, dictada por Juez competente, como autor, coautor o
cómplice de acciones u omisiones descritas como infracciones a la
ley penal.

71
ARTICULO 71°.-  (Relación causal).- Sólo puede ser sometido a

proceso especial regulado por este Código el adolescente a quien se le

pueda atribuir material y psicológicamente un hecho constitutivo de
infracción a la ley penal.

La existencia de la infracción debe ser la consecuencia de su acción u
omisión.

72
ARTICULO 72°.-  (Clases de infracción).- Las infracciones a la ley

penal se clasifican en graves y gravísimas.
Son infracciones gravísimas a la ley penal:
1) Homicidio (artículo 310 del Código Penal).
2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal).
3) Violación (artículo 272 del Código Penal).
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal).
5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del Código Penal).
6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal).
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal).
8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 del decreto-ley N°

14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el
artículo 3° de la Ley N° 17.016, de 22 de octubre de 1998).

9) Cualquier otra acción u omisión que el Código Penal o las leyes
especiales castigan con una pena cuyo límite mínimo sea igual o
superior a seis años de penitenciaría o cuyo límite máximo sea
igual o superior a doce años de penitenciaría.

10) La tentativa de las infracciones señaladas en los numerales 1 ), 5)
y 6) y la complicidad en las mismas infracciones.

En los casos de violación no se tomará en cuenta la presunción del
ejercicio de violencia (artículo 272 del Código Penal).

Las restantes son infracciones graves a la ley penal.
73
ARTICULO 73°.-  (Adecuación a la normativa del Código Penal y de

la Ley N° 16.707, de 12 de julio de 1995).- El Juez deberá examinar cada
uno de los elementos constitutivos de la responsabilidad, de las circuns-
tancias que eximen de la aplicación de medidas o que aminoren el grado
de las infracciones y el concurso de infracciones e infractores, tomando
en cuenta los preceptos de la parte general del Código Penal, de la Ley
N° 16.707, de 12 de julio de 1995, la condición de adolescentes y los
presupuestos de perseguibilidad de la acción.

CAPITULO X

I -Derechos y garantías del procedimiento
74
ARTICULO 74°.- (Principios que rigen).- En todos los casos en que

al adolescente se le impute el haber incurrido en actos que se presumen
comportan infracción a la ley penal, deberá asegurarse el cumplimiento
estricto de las garantías del debido proceso, especialmente las siguien-
tes:

A) Principios de judicialidad y legalidad.- El adolescente imputado
de haber cometido una infracción a la ley penal, será juzgado por
los Jueces competentes en conformidad a los procedimientos
especiales establecidos por este Código.

Se asegurará, además, la vigencia de las normas constitucio-
nales, legales e instrumentos internacionales, especialmente la
Convención de los Derechos del Niño.

B) Principio de responsabilidad.- Sólo puede ser sometido a proce-
so especial, regulado por este Código, el adolescente mayor de
trece y menor de dieciocho años de edad, imputado de infracción
a la ley penal.

La responsabilidad del adolescente tendrá lugar a partir de la
sentencia definitiva que le atribuya la comisión del hecho consti-
tutivo de infracción a la ley penal.

Si se encuentran involucrados niños menores de trece años
de edad, se procederá de acuerdo a lo preceptuado en el Capítulo
XI, artículos 117 y siguientes de este Código.

C) Principio que condiciona la detención.- Sólo puede ser detenido
en casos de infracciones flagrantes o existiendo elementos de
convicción suficientes sobre la comisión de una infracción. En
este último caso, mediante orden escrita de Juez competente
comunicada por medios fehacientes. La detención será una medi-
da excepcional.

D) Principio de humanidad.- El adolescente privado de libertad será
tratado con la humanidad y respeto que merece la dignidad inhe-
rente a la persona humana.

Ningún adolescente será sometido a torturas, ni a tratos crue-
les, inhumanos o degradantes, ni a experimentos médicos o cien-
tíficos.

Tendrá derecho a mantener contacto permanente con su fa-
milia o responsables, salvo en circunstancias especiales.
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E) Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se presuma su ino-
cencia. No será obligado a declarar contra si mismo ni a declarar-
se culpable.

F) Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene derecho a contar
en forma permanente con asistencia jurídica gratuita, especiali-
zada, pública o privada, a partir de la detención, durante el pro-
ceso y hasta la ejecución completa de las medidas.

G) Principio de libertad de comunicación.- Tiene derecho durante la
privación de libertad, de comunicarse libremente y en privado
con su defensa, con sus padres, responsables, familiares y asis-
tentes espirituales.

H) Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- Tiene dere-
cho de no ser juzgado en su ausencia, so pena de nulidad de
todo lo actuado (artículo 21 de la Constitución de la Repúbli-
ca).

I) Principio de impugnación.- Todo adolescente tendrá derecho a
impugnar todas las decisiones judiciales que lo perjudiquen.

J) Principio de duración razonable.- En ningún caso la situación
derivada de la formalización del proceso excederá en sus conse-
cuencias al término de duración de la medida que hubiere corres-
pondido.

K) Principio de asistencia de intérpretes.- Todo adolescente tendrá
derecho a contar con la libre asistencia gratuita de un intérprete,
si no comprende o no habla el idioma oficial.

L) Principio de oportunidad reglada.- El adolescente tiene derecho
a que se prescinda del procedimiento cuando, por la característi-
ca del hecho o por la naturaleza del bien jurídico agredido, no se
justifica la prosecución de la acción.

II -Régimen procesal
75
ARTICULO 75°.-  (Principio general).- En todos los casos en que se

investigue la responsabilidad del adolescente, el procedimiento se ajus-
tará a los trámites establecidos por este Código y subsidiariamente por
el Código General del Proceso.

76
ARTICULO 76°.-  (Procedimiento).-
1) Actuaciones previas al proceso.

A) Cometidos de la autoridad policial.
Cuando proceda la detención del adolescente conforme a lo esta-
blecido en el literal C) del artículo 74, la autoridad aprehensora,
bajo su más severa responsabilidad, deberá:

a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la
persona y reputación del adolescente.
b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento del Juez, o
en un plazo máximo de dos horas después de practicada la
detención.
c) Hacer conocer al adolescente los motivos de la detención y
los derechos que le asisten, especialmente el derecho que
tiene de designar defensor.
d) Informar a sus padres o responsables, como forma de
asegurar sus garantías y derechos.
e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a la presencia del
Juez, hará constar lo indispensable para la información de
los hechos.
f) Si no fuere posible llevarlo de inmediato a presencia del
Juez, previa autorización de éste, deberá conducírselo a la
dependencia especializada del Instituto Nacional del Menor
que corresponda o del Instituto Policial, no pudiendo per-
manecer en este último lugar por más de doce horas.
g) Los traslados interinstitucionales y a la sede judicial de-
ben estar precedidos del correspondiente examen médico.

B) Cuando el Juez tome conocimiento que el adolescente se en-
cuentra en la situación prevista en el artículo 117 de este Código,
lo pondrá en conocimiento del Juez competente, sin perjuicio de
la actuación procesal referida a la infracción.

2) Audiencia preliminar.
En los casos de infracciones de adolescentes que lo justifi-

quen, el Juez dispondrá, en un plazo que no exceda las vein-
ticuatro horas, la realización de una audiencia preliminar donde
deberán estar presentes, bajo pena de nulidad, el adolescen-
te, su defensor y el Ministerio Público.

Se procurará la presencia de los padres o responsables.
También podrán comparecer, si lo aceptaran y no existiera
peligro para su seguridad, la víctima y testigos.

El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en términos accesi-
bles los motivos de la detención y los derechos que le asis-
ten.

Se dispondrá la inmediata agregación de la partida de naci-
miento o la acreditación de la edad mediante medios
sustitutivos.

Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la agre-
gación inmediata.

3) Medidas probatorias.
Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la de-

fensa podrán solicitar las medidas que estimen conve-
nientes.

La información deberá recabarse en un plazo que no ex-
ceda de los veinte días continuos y perentorios, contados
a partir de la decisión judicial.

La prueba se diligenciará en audiencia con las garantías
que aseguren el debido proceso, incluidos los informes
del equipo técnico, en un plazo que no exceda de los vein-
te días, continuos y perentorios, contados a partir de la
decisión judicial.

En todo lo que le fuere requerido, la Policía prestará
colaboración.

4) Resolución de la audiencia preliminar y medidas cautelares.
Al culminar la audiencia preliminar el Juez:

A) Dispondrá las medidas probatorias a que refiere el nu-
meral anterior.

B) Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta días,
salvo si decreta como medida cautelar el arresto domi-
ciliario o la internación provisoria, caso en que dicha
audiencia se fijará en un plazo máximo de treinta días.

C) Decidirá la aplicación de alguna medida cautelar, de
acuerdo a lo dispuesto en el numeral siguiente.

5) Medidas cautelares.
El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída la de-

fensa, dispondrá las medidas cautelares necesarias que
menos perjudiquen al adolescente. Son medidas cautelares:

1) La prohibición de salir del país.
2) La prohibición de acercarse a la víctima o a otras

personas, de concurrir a determinados lugares o de
tomar contacto con personas determinadas.

3) La obligación de concurrir periódicamente al Tri-
bunal o ante la autoridad que el Juez determine.

4) El arresto domiciliario.
5) La internación provisoria.

El arresto domiciliario y la internación provisoria
no podrán durar más de sesenta días. Transcurrido
ese plazo sin que se hubiera dictado sentencia de
primera instancia, se deberá dejar en libertad al ado-
lescente. Ambas medidas cautelares sólo podrán
aplicarse si la infracción que se imputa al adoles-
cente puede ser objeto en definitiva de una medida
privativa de libertad, de acuerdo con el artículo 86,
y siempre que ello sea indispensable para:
A) Asegurar la comparecencia del adolescente a

los actos procesales esenciales.
B) La seguridad de la víctima, el denunciante o los

testigos.
La internación provisoria se cumplirá en un

establecimiento especial del Instituto Nacio-
nal del Menor.

6) Informe del equipo técnico.
Si el Juez resuelve la internación, dispondrá que el equi-

po técnico del establecimiento de internación, en un tér-
mino que no exceda los veinte días dispuesto para la prue-
ba, produzca un informe con una evaluación médica y
psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre las
posibilidades de convivencia en régimen de libertad.

7) Informe del Centro de Internación.
Los técnicos producirán los informes verbales o escri-

tos que el Juez disponga y supervisarán la aplicación de
las medidas. Los informes verbales se producirán en au-
diencia.

8) Formulación de demanda o sobreseimiento.
Diligenciada la prueba, los autos pasarán en vista al Mi-

nisterio Público por seis días. En caso de deducir acusa-
ción, relacionará las pruebas ya diligenciadas y analizará
los informes técnicos y formulará los presupuestos
fácticos, jurídicos y técnicos de la imputación.
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Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimiento, el Juez
lo dictará sin más trámite. Si se dedujere demanda fiscal, se
conferirá traslado a la defensa por seis días, la que podrá
ofrecer prueba y contradecir o allanarse.

9) Allanamiento.
De mediar allanamiento de la defensa, el Juez deberá dictar

sentencia en cinco días.
10) Audiencia final.

Deberán participar, bajo pena de nulidad, el adolescente,
su defensor y el Ministerio Público. Será convocada dentro
de los quince días de la contestación de la demanda fiscal,
por la defensa.

Se pondrán a disposición los informes técnicos recabados.
Se dará participación a sus padres o responsables, y a la

víctima, si lo solicitaren.
11) Plazo para dictar sentencia.

El Juez deberá dictar sentencia definitiva de primera ins-
tancia al cabo de la audiencia final, y en esa misma oportuni-
dad expedir el fallo con sus fundamentos. Se dará lectura de
todo ello, a los efectos de su comunicación (artículo 76 del
Código General del Proceso), siendo de aplicación, en lo per-
tinente, el artículo 245 del Código del Proceso Penal.

La sentencia será escrita y deberá ser redactada de un modo
breve y claro para que pueda ser comprendida en todas sus
partes por el adolescente imputado.

Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se podrá
prorrogar la audiencia por quince días perentorios,
procediéndose para su comunicación a la formalización de
una audiencia complementaria.

12) Contenido de la sentencia.
Si se dispusieran medidas socioeducativas, las sentencias

serán dictadas con la finalidad de preservar el interés del
adolescente.

La privación de libertad se utilizará sólo como medida de
último recurso y durante el período más breve que proceda.

Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra
medida distinta a la de privación de libertad.

El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo
pedido del Ministerio Público, ni hacerlo de manera más gra-
vosa de la solicitada por éste.

13) Coparticipación de mayores.
En el caso de hechos con apariencia delictiva en que se

hallen involucrados adolescentes junto a personas mayores,
la autoridad policial lo hará saber simultáneamente al Juez
Letrado de Adolescentes y al Juez Penal de Turno, quienes
actuarán en forma paralela, comunicándose recíprocamente
las alternativas de la causa.

Deberá recabarse autorización del Juez Letrado de Adoles-
centes para el traslado del adolescente al Juzgado Penal, siem-
pre que sea necesaria su declaración.

14) Régimen impugnativo.
Se aplicará el régimen impugnativo que la ley establece (ar-

tículos 253 y 254 del Código General del Proceso ).
La apelación será automática cuando la medida impuesta

tenga una duración superior a un año de privación de liber-
tad.

15) Zonas de difícil acceso.
Cuando, en virtud de la distancia o por otras circunstan-

cias, no sea posible llevar de inmediato al adolescente a
presencia del Juez Letrado competente, el Juez de Paz res-
pectivo podrá adoptar las primeras y más urgentes medi-
das (artículo 45 del Código del Proceso Penal).

III - Medidas socioeducativas
77
ARTICULO 77°.-  (Principios generales).- Las medidas contempla-

das en este Código sólo podrán aplicarse a los adolescentes respecto a
los cuales haya recaído declaración de responsabilidad, por sentencia
ejecutoriada.

78
ARTICULO 78°.-  (Ejecución de las medidas).- Una vez que el Juez

disponga las medidas, deberá comunicarlo por escrito al Instituto Na-
cional del Menor o institución privada seleccionada para el cumplimien-
to de la misma, con remisión del texto de las resoluciones o sentencias,
sin cuyos requisitos el órgano destinatario no dará curso a la ejecución
de la misma.

79

ARTICULO 79°.- (Medidas complementarias).- Todas las me-
didas que se adopten conforme a lo establecido en el numeral 12)
del artículo 76, se podrán complementar con el apoyo de técnicos,
tendrán carácter educativo, procurarán la asunción de responsabi-
lidad del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del mismo
por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terce-
ros como asimismo, el robustecimiento de los vínculos familiares y
sociales.

La medida será seleccionada por el Juez, siguiendo los criterios de
proporcionalidad e idoneidad para lograr tales objetivos.

MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD
80
ARTICULO 80°.-  (Medidas sustitutivas).- Podrán aplicarse, entre

otras, las siguientes medidas no privativas de libertad:
A) Advertencia, formulada por el Juez en presencia del defensor y

de los padres o responsables, sobre los perjuicios causados y las
consecuencias de no enmendar su conducta.

B) Amonestación, formulada por el Juez en presencia del defensor,
de los padres o responsables, intimándolo a no reiterar la infrac-
ción.

C) Orientación y apoyo mediante la incorporación a un programa
socioeducativo a cargo del Instituto Nacional del Menor o de
instituciones públicas o privadas, por un período máximo de un
año.

D) Observancia de reglas de conducta, como prohibición de asistir a
determinados lugares o espectáculos, por un período que no ex-
ceda de seis meses.

E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta por un máximo de
dos meses.

F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de la víctima.
G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, hasta por dos

años.
H) Libertad asistida.
I) Libertad vigilada.
81
ARTICULO 81°.-  (Programas de orientación).- Los programas de

orientación y apoyo tienen por finalidad incorporar paulatinamente al
adolescente al medio familiar o grupo de crianza u otros grupos, así
como a los centros de enseñanza y cuando corresponda, a los centros de
trabajo.

Estos programas podrán ser ejecutados por el Instituto Nacional del
Menor o por otras instituciones públicas o privadas.

82
ARTICULO 82°.- (Trabajos en beneficio de la comunidad).- Los

trabajos en beneficio de la comunidad se regularán de acuerdo a las direc-
tivas que al efecto programe el Instituto Nacional del Menor.

Preferentemente podrán realizarse en hospitales y en otros servi-
cios comunitarios públicos. No podrán exceder de seis horas diarias. La
autoridad administrativa vigilará su cumplimiento, concertando con los
responsables de su ejecución, de forma que no perjudique la asistencia a
los centros de enseñanza, de esparcimiento y las relaciones familiares,
en todo lo cual se observará el cuidado de no revelar la situación procesal
del adolescente.

83
ARTICULO 83°.-  (Obligación de reparar el daño o satisfacción

de la víctima).- En cualquier etapa del proceso, previa conformidad
del adolescente y de la víctima o a petición de parte, el Juez podrá
derivar el caso a mediación, suspendiéndose las actuaciones por un
plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo informe técnico y
oídos la defensa y el Ministerio Público, el Juez deberá valorar ra-
zonablemente desde la perspectiva exclusiva del interés superior del
adolescente, el sentido pedagógico y educativo de la reparación pro-
puesta, disponiendo, en caso afirmativo, la clausura de las actuacio-
nes. Tal decisión será preceptiva en caso de opinión favorable del
Ministerio Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos concilia-
torios celebrados en audiencia.

84
ARTICULO 84°.-  (Régimen de libertad asistida y vigilada).-
A) El régimen de libertad asistida consiste en acordarle al adolescen-

te el goce de libertad en su medio familiar y social.
Será, necesariamente, apoyado por especialistas y funcionarios
capacitados para el cumplimiento de programas educativos.
El Juez determinará la duración de la medida.
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En cualquier momento de su ejecución la medida podrá ser inte-
rrumpida, revocada o sustituida, de oficio o a instancia de los
actores habilitados y previa intervención del Ministerio Público
y del defensor .

B) El régimen de libertad vigilada consiste en la permanencia del
adolescente en la comunidad con el acompañamiento permanen-
te de un educador, durante el tiempo que el Juez determine.

85
ARTICULO 85°.-  ("Non bis in idem").- El Juez sólo podrá aplicar

una de las medidas previstas en este Título o en el siguiente.

MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD
86
ARTICULO 86°.-  (Aplicación).- Las medidas privativas de libertad

sólo se aplicarán a los adolescentes declarados por sentencia ejecutoriada,
responsables de infracción, que a juicio del Juez justifique las mismas.

También podrán aplicarse a los adolescentes que, habiendo sido de-
clarados por sentencia ejecutoriada responsables de una infracción,
incumplen las medidas adoptadas por el Juez.

87
ARTICULO 87°.-  (Aplicabilidad).- Las medidas privativas de li-

bertad no son obligatorias para el Juez. Se aplicarán cuando configurán-
dose los requisitos legales, no existan otras medidas adecuadas dentro
de las no privativas de libertad. El Juez fundamentará los motivos de la
no aplicación de otras medidas. Se tendrá en consideración el derecho del
adolescente a vivir con su familia, y en caso que proceda la separación,
a mantener contacto permanente con la familia, pareja, amigos, referen-
tes afectivos y otros, si ellos no fueren perjudiciales para el mismo.

88
ARTICULO 88°.-  (Medidas privativas de libertad).- Las medidas

privativas de libertad son:
A) Internación en establecimientos, separados completamente de

los establecimientos carcelarios destinados a adultos.
B) Internación en iguales establecimientos con posibilidades de go-

zar de semilibertad.

REGIMEN DE PRIVACION DE LIBERTAD
89
ARTICULO 89°.-  (Privación de libertad).- El régimen de privación

de libertad consiste en recluir al adolescente en un establecimiento que
asegure su permanencia en el recinto, sin menoscabo de los derechos
consagrados en este Código, las normas constitucionales, legales e ins-
trumentos internacionales.

90
ARTICULO 90°.-  (Régimen de semilibertad).- El régimen de

semilibertad consiste en disponer que el adolescente, cuya privación de
libertad ha sido dispuesta en establecimientos, goce de permiso para
visitar a su familia o para la realización de actividades externas, de ocho
horas de duración, en su beneficio personal, controladas por la autoridad
donde se encuentra internado.

Este régimen se extiende, a voluntad del adolescente, mientras se
aplica la medida de privación de libertad, salvo la suspensión temporaria
o definitiva por inobservancia de las reglas de comportamiento.

91
ARTICULO 91°.-  (Duración de las medidas de privación de liber-

tad).- La medida de privación de libertad tendrá una duración máxima de
cinco años.

En ningún caso el adolescente que al llegar a los dieciocho años
permanece sujeto a medidas, cumplirá lo que le resta en establecimien-
tos destinados a los adultos.

En situaciones de peligrosidad manifiesta, se adoptarán las medidas
que fueren compatibles con la seguridad de la población y los propósi-
tos de recuperación del infractor.

92
ARTICULO 92°.-  (Cumplimiento).- El cumplimiento de las medi-

das de privación de libertad son de responsabilidad exclusiva, irrenun-
ciable e indelegable del Estado.

Se cumplirán en centros especiales hasta la finalización de las medi-
das y de acuerdo a criterios, entre otros, de edad, complexión física,
gravedad de la infracción y adaptación a la convivencia.

En ningún caso podrán cumplirse en establecimientos destinados a
los adultos.

Se tendrá especial cuidado por las situaciones en que el adolescente
requiera tratamiento médico, en cuyo caso deberá ser internado en un
centro adecuado a sus condiciones.

93

ARTICULO 93°.-  (Infractores con dependencia).- En los casos de
adolescentes infractores, que padecen dependencias alcohólicas o toxi-
cómanas, se efectivizará la asistencia a programas de orientación y tra-
tamiento adecuados.

94
ARTICULO 94°.-  (Procedimiento por modificación o cese de las

medidas).- Se deberá decretar, en cualquier momento, el cese de la medi-
da cuando resulte acreditado en autos que la misma ha cumplido su
finalidad socioeducativa.

La tramitación de todas las solicitudes de sustitución, modificación
o cese de las medidas, se hará en audiencia, debiendo dictarse resolución
fundada, previo los informes técnicos que se estimen pertinentes, con
presencia del adolescente, de sus representantes legales, de la defensa y
del Ministerio Público.

La audiencia deberá celebrarse en un plazo que no exceda los diez
días a partir de la respectiva solicitud.

95
ARTICULO 95°.-  (Traslado de infractores).- La internación de los

adolescentes fuera de la jurisdicción de su domicilio se limitará al míni-
mo posible, atendidas las circunstancias del caso.

Cuando los Juzgados dispongan la internación de adolescentes
infractores fuera de su jurisdicción, declinarán competencia para ante el
Juez del lugar de internación.

Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia certificada del
expediente en sobre cerrado, que será entregado por el funcionario que lo
traslade, bajo su más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno
del lugar de la internación.

96
ARTICULO 96°.-  (Reserva).- Queda prohibida la identificación de

la persona del adolescente por cualquier medio de comunicación, sin
perjuicio de la información sobre los hechos.

Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la prensa, en con-
travención a lo dispuesto en el inciso anterior, serán pasibles de una
suspensión de diez días con pérdida de haberes la primera vez, y un mes
por la siguiente. La tercera infracción dará lugar a la destitución. La
infracción será comunicada preceptiva mente a la institución a que per-
tenece, con transcripción de las normas.

Los medios de comunicación que infringieren lo dispuesto en el inci-
so primero incurrirán en una multa, a juicio del Juez, equivalente entre
20 UR (veinte unidades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades
reajustables), según los casos, siendo el destino de la misma el Instituto
Nacional del Menor.

97
ARTICULO 97°.-  (Competencia).- En las infracciones previstas en

el inciso tercero del artículo anterior, entenderán los Jueces Letrados de
Adolescentes, siguiendo el procedimiento legal para reprimir las faltas
en el Derecho Penal de adultos.

98
ARTICULO 98°.-  (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apelada

ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada.

IV- Principios de la ejecución
99
ARTICULO 99°.-  (Supuestos de la ejecución).- La actividad proce-

sal de ejecución de las medidas educativas, comprende los actos destina-
dos a promover el cumplimiento de las medidas y el trámite y la decisión
de las cuestiones sobrevinientes.

100
ARTICULO 100°.- (Control que ejercen los Jueces competentes).-

Son cometidos de los Jueces Letrados de Adolescentes:
1) Vigilar los casos en los que han recaído medidas educativas dis-

puestas por sentencia ejecutoriada, hasta el término de su cum-
plimiento.

2) Entender por audiencia y con intervención del defensor y Minis-
terio Público, las reclamaciones de los adolescentes durante el
período de ejecución de las medidas, tanto en los establecimien-
tos, como fuera de ellos.

3) Visitar, por lo menos cada tres meses los centros de internación,
dejando constancia en el expediente respectivo del resultado.

Sin perjuicio de lo que antecede, podrá realizar inspecciones cada
vez que lo considere oportuno.

En ambos casos, tomar las medidas que más convengan al interés
superior del adolescente.

4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en los casos que se
constaten irregularidades graves.

101
ARTICULO 101°.- (Control de la autoridad administrativa).- El

Instituto Nacional del Menor o las autoridades de los establecimientos
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de internación, informarán cada tres meses al Juez sobre la forma como
se cumple la medida y la evolución del adolescente.

El Instituto Nacional del Menor reglamentará el funcionamiento de
los establecimientos donde se cumplen las medidas privativas de liber-
tad.

V - Derechos y deberes durante la ejecución de las medidas
socioeducativas

102
ARTICULO 102°.-  (Principio especial de la privación de libertad).-

Sin perjuicio de los derechos y garantías enumerados en el artículo 74, se
tendrán en cuenta los derechos y deberes de los adolescentes, con miras
a contrarrestar los efectos perjudiciales de la institucionalización y a
fomentar su integración a la sociedad:

A) Derechos:
1) A ser informado del régimen de funcionamiento institucional

y de sus derechos y deberes y conocer a los funcionarios que
lo tendrán bajo su responsabilidad durante la internación o
en régimen ambulatorio.

2) A conocer el régimen interno a fin de comunicarse personal-
mente con el Juez, Fiscal, defensor, educadores, familiares y
a ejercer efectivamente ese derecho.

3) A estar informado sobre las medidas que se proyectan para
lograr su inserción al ámbito familiar y social.

4) A recibir los servicios de salud, sociales, educativos, religio-
sos y de esparcimiento, y ser tratado conforme a su desarro-
llo y necesidades.
En todo caso se garantizará su seguridad, en tanto protección
contra influencias nocivas y situaciones de riesgo.

5) A estar informado sobre el régimen de convivencia.
6) A no ser trasladado del centro donde cumple la medida edu-

cativa sin que se dé cuenta de inmediato al Juez competente.
Todo traslado podrá ser recurrido conforme a derecho, sin
efecto suspensivo.

7) No podrán imponerse sanciones colectivas.
B) Deberes:

Durante la ejecución de las medidas, los adolescentes, debe-
rán respetar a sus educadores y responsables y observar los
reglamentos internos en cuanto a convivencia, estudio y ta-
reas de capacitación, esparcimiento, aseo personal y de las
dependencias que ocupan, y respeto a sus educadores, res-
ponsables y demás personas con quienes se vinculan
cotidianamente.

C) Ambito de aplicación:
Todos los derechos y deberes establecidos en orden a la ejecu-
ción de las medidas socioeducativas, se aplicarán, en lo pertinen-
te, a todo tipo de privación de libertad.

VI - Cesación del proceso
103
ARTICULO 103°.- (Principio general).- En cualquier estado del pro-

ceso el Juez, oyendo al Ministerio Público, al adolescente y a su defen-
sa, dispondrá la clausura del proceso, en los siguientes casos:

1) Cuando se comprobare que el adolescente no es responsable.
2) Cuando se comprobare que no es el autor, coautor o cómplice del

hecho constitutivo de la infracción.
3) Cuando se comprobare que obró amparado por alguna de las

circunstancias que eximen de pena.
4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho imputado. El plazo

de prescripción será de dos años para los delitos gravísimos y un
año para los delitos graves.

104
ARTICULO 104°.- (Prescindencia de la acción penal).- En cual-

quier estado del proceso el Juez podrá, oyendo al Ministerio Públi-
co, al adolescente y a su defensa, prescindir total o parcialmente de
la persecución penal; o limitada a una o varias infracciones o de
alguna o de todas las personas que hayan participado en el hecho,
cuando:

A) Se trate de un hecho que, por su escasa gravedad o lo exiguo de la
contribución del partícipe, haga innecesaria una medida. en defi-
nitiva.

B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia del hecho, un daño
físico o moral grave.

105
ARTICULO 105°.- (Egreso y clausura de antecedentes).- Decreta-

do el cese, si el adolescente estuviese privado de libertad, se dispondrá
su inmediato egreso y clausura de antecedentes.

VII - De las medidas curativas
106
ARTICULO 106°.-  (Procedencia).- A los adolescentes incapaces

que hubieren cometido infracciones a la ley penal, se les aplicarán, con
las garantías del debido proceso fijado para los infractores, las medidas
de carácter curativo, que se cumplirán en establecimientos adecuados y
separados de los adultos mayores de dieciocho años. Corresponde a los
Directores de dichos establecimientos y a los técnicos que designe el
Juez, determinar su tratamiento.

107
ARTICULO 107°.-  (Control).- Durante la internación, se aplicarán,

en lo pertinente, las medidas de contralor a cargo de los Jueces Letrados
de Adolescentes, establecidas en el artículo 100.

VIII - De las audiencias
108
ARTICULO 108°.-  (Presencia del Juez).- El Juez Letrado de Ado-

lescentes presidirá por sí mismo las audiencias, bajo pena de nulidad,
que compromete su responsabilidad funcional.

Igual deber compete al Ministerio Público, al defensor y a los técni-
cos asesores a quienes el Juez requiera opinión. Los defensores priva-
dos que no asistan serán sustituidos por Defensores de Oficio.

Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse a cabo ninguna
audiencia.

109
ARTICULO 109°.-  (Contenido de las audiencias).-
1) Las audiencias preliminar y final, referidas en los numerales 2) y

10) del artículo 76 se documentarán con la mayor precisión en
acta que se labrará durante su desarrollo o al cabo de la misma.
En forma resumida se consignará fecha y lugar en que se labra,
describirán los hechos, la tipificación legal con expresa mención
de la norma jurídica presuntamente violada y las alegaciones de
las partes, quienes podrán solicitar lo que estimen pertinente
para asegurar la fidelidad del resumen. La decisión del Juez debe-
rá comprender el examen de los puntos tratados por las partes.

2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes copia íntegra de las
sentencias definitivas, autenticadas por la Oficina Actuaria.

110
ARTICULO 110°.- (Acceso al expediente).- Las partes y los técni-

cos designados durante el trámite tendrán, en todo momento, libre acce-
so al expediente, salvo casos excepcionales, a juicio del Juez y en aten-
ción al interés superior del adolescente.

IX -De las comunicaciones procesales
111
ARTICULO 111°.- (Notificaciones preceptivas).-
1) Cuando se produzca la detención del adolescente, el Juez dis-

pondrá que el hecho sea inmediatamente notificado por la Policía
a su defensor, al Ministerio Público y a los padres o represen-
tantes legales; el mismo procedimiento se seguirá con los aseso-
res técnicos para cuyo asesoramiento el Juez estime necesario
convocar.

2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se tendrán por notifica-
das a quienes estén presentes o hayan debido concurrir al acto.

3) Salvo en los casos que indique el Juez, las notificaciones se prac-
ticarán en la oficina.
A tal efecto, todos los interesados que actúen en el procedimien-
to respectivo, excepción hecha del Ministerio Público, concurri-
rán a la oficina para enterarse de las actuaciones.

112
ARTICULO 112°.- (Notificación ficta).- Si la notificación se retardare

tres días hábiles por falta de comparecencia del interesado, se tendrá por
efectuada, sin necesidad de constancia alguna en los autos.

Si el día que concurriere el interesado, la actuación no se hallare
disponible, la Oficina Actuaria expedirá constancia en formulario al
efecto, si aquél lo solicitare (artículo 86 del Código General del Proce-
so).

113
ARTICULO 113°.- (Autorización para notificarse).- Por simple es-

crito se podrá autorizar a una tercera persona para que con ella se en-
tiendan las notificaciones.

114
ARTICULO 114°.- (Régimen complementario).- En todos los casos

no contemplados en este Código se aplicarán, en lo pertinente, las dis-
posiciones del Código General del Proceso (artículos 76 a 90 de la Sec-
ción III).
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X - Plazos procesales
115
ARTICULO 115°.-  (Carácter de los plazos).-
1) Todos los plazos señalados en este Código son perentorios e

improrrogables. En casos excepcionales, el Juez podrá suspen-
der su curso fundando la medida y su duración.

2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dispuesto por los
artículos 92 a 99 del Código General del Proceso.

116
ARTICULO 116°.- (Infracciones reiteradas).- En los casos de in-

fracciones reiteradas, los procesos se tramitarán por el Juez competente
de cada una hasta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unifica-
ción de las medidas impuestas, la que se realizará en vía incidental por el
Juez Letrado de Adolescentes que hubiere entendido en la última infrac-
ción.

La Suprema Corte de Justicia reglamentará el régimen de anteceden-
tes judiciales.

CAPITULO XI

I - Protección de los derechos amenazados o vulnerados de los ni-
ños v adolescentes v situaciones especiales

117
ARTICULO 117°.- (Principio general).- Siempre que los derechos

reconocidos a los niños y adolescentes en este Código sean amenazados
o vulnerados, se aplicarán las medidas que dispone este título.

De igual forma se aplicarán a los niños que vulneren derechos de
terceros.

118
ARTICULO 118°.- (Primeras diligencias).- El Juez que tiene cono-

cimiento, por cualquier medio, que un niño o adolescente se encuentra
en la situación prevista en el artículo anterior, tomará las más urgentes e
imprescindibles medidas, debiéndose proceder a continuación conforme
lo estatuye el artículo 321 del Código General del Proceso.

Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o adolescente, en
presencia del defensor que se le proveerá en el acto y de sus padres o
responsables, si los tuviere, y recabará los informes técnicos correspon-
dientes.

El Ministerio Público deberá ser oído preceptivamente, quien inter-
vendrá en favor del efectivo respeto a los derechos y garantías, recono-
cidos a los niños y adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de
tres días.

119
ARTICULO 119°.- (Medidas).- Medidas para los padres o respon-

sables.
El Juez podrá imponer, en protección de los derechos de los niños o

adolescentes, para los padres o responsables, las siguientes medidas:
A) Llamada de atención para corregir o evitar la amenaza o violación

de los derechos de los hijos a su cuidado, y exigir el cumplimien-
to de las obligaciones que le corresponden en la protección de los
derechos afectados.

B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario socio-familiar pres-
tado por programas públicos o privados reconocidos.

C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en un centro de
enseñanza o programas educativos o de capacitación y observar
su asistencia o aprendizaje.

D) Derivación a un programa público o privado de protección a la
familia.

120
ARTICULO 120°.- (Medidas ambulatorias para niños y adolescen-

tes).- El Juez dispondrá las siguientes medidas:
A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue protección a sus

derechos a través del sistema de atención integral diurno. Al
mismo servicio podrá recurrirse respecto a los institutos priva-
dos especializados, que así lo acepten.

B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, psicológico o psi-
quiátrico a instituciones públicas o privadas.

El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o aplicar
directamente estas medidas, cuando su intervención haya sido
requerida por el niño, padres o responsables o terceros inte-
resados.

121
ARTICULO 121°.- (Medidas en régimen de internación sin confor-

midad del niño o adolescente ).- El Juez solamente podrá ordenar la
internación compulsiva en los siguientes casos:

A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica.
B) Niño o adolescente que curse episodios agudos vinculados al

consumo de drogas.

C) Niño o adolescente necesitado de urgente tratamiento médico
destinado a protegerlo de grave riesgo a su vida o su salud.

En todos los casos deberá existir prescripción médica. El plazo máxi-
mo de la internación será de treinta días prorrogables por períodos de
igual duración mediando indicación médica hasta el alta de internación.

El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar directamente estas
medidas mediando indicación médica y cuando su intervención obedezca
a la situación de un niño o adolescente que pone en riesgo inminente su
vida o la integridad física de otras personas, de todo lo que se dará
cuenta inmediata al Juez de Familia de Urgencia.

122
ARTICULO 122°.- (Adicciones a drogas y alcohol).- El Juez podrá

ordenar la aceptación de niños y adolescentes en centros residenciales
especializados de atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en régi-
men de tiempo completo, ambulatorio o semiambulatorio.

Tratándose de adolescentes se requerirá su conformidad; en caso de
niños será necesario el consentimiento de sus padres o responsables y
se oirá previamente al niño.

En todos los casos se deberá proporcionar defensor al niño o adoles-
cente, tomar declaración salvo imposibilidad, oír preceptivamente al
Ministerio Público, tomar declaración a los padres o responsables, y
recabar los informes técnicos correspondientes.

123
ARTICULO 123°.- (Derivación a centros de atención permanente

para niños y adolescentes).- El Juez podrá disponer la derivación de un
niño o adolescente a un centro de atención permanente como medida de
último recurso, cuando se encuentre gravemente amenazado su derecho
a la vida o integridad física.

Esta medida no podrá implicar en caso alguno privación de libertad
y durará el menor tiempo posible, promoviéndose la superación de la
amenaza de sus derechos para favorecer su egreso.

En estos establecimientos se procurará mantener los vínculos fami-
liares, según lo dispone el artículo 12 de este Código y la incorporación
del niño o adolescente al sistema educativo que corresponda, según sea
su edad.

124
ARTICULO 124°.-  (Programas de atención integral).- El Estado

deberá garantizar a todos los niños y adolescentes el derecho a acceder
voluntariamente a programas de atención integral, cuidados y alojamien-
to. Si la solicitud fuera formulada por los padres, se oirá preceptiva
mente al niño, quien será asistido por su defensor.

Si a la solicitud formulada por el niño o adolescente se oponen sus
padres o responsables, sin perjuicio de la inmediata protección del niño
o adolescente, la situación se pondrá en el más breve plazo posible en
conocimiento del Juzgado de Familia de Urgencia. El Juez resolverá
atendiendo a la opinión del niño o adolescente. Deberá tenerse en cuenta
ésta y el interés superior.

125
ARTICULO 125°.-  (Programas de alternativa familiar).- El Juez

podrá entregar al niño o adolescente gravemente amenazado en su
derecho a la vida o integridad física o privado de su medio familiar,
al cuidado de una persona o matrimonio seleccionado por el Institu-
to Nacional del Menor, que se comprometa a brindarle protección
integral.

Estos niños o adolescentes deberán recibir orientación y apoyo de la
persona o matrimonio, quienes serán supervisados por medio de equi-
pos especializados.

126
ARTICULO 126°.- (Comportamiento policial).- Cuando la autori-

dad policial tome conocimiento que un niño o adolescente se encuentra
en la situación prevista en el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo
de inmediato a presencia del Juez competente, el que notificará con la
mayor urgencia al Instituto Nacional del Menor.

Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa
autorización, deberá llevarlo al Instituto Nacional del Menor, quien de-
berá prestarle la debida atención.

127
ARTICULO 127°.- (Responsabilidad penal).- Si se configuraren

elementos de convicción suficientes como para atribuir responsabi-
lidad penal a los padres, responsables o terceros, se pasarán los
antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal o
al Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, que correspon-
da.

128
ARTICULO 128°.- (Reserva de autos).- Cumplidas las diligen-

cias por la Justicia, se reservarán los autos, sin perjuicio del segui-
miento y control que el Juez interviniente considere adecuado efec-
tuar.

129
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ARTICULO 129°.-  (Competencia).- Los Jueces Letrados de Prime-
ra Instancia del Interior de la República tendrán igual competencia que la
asignada a los Jueces de Familia (artículo 71 de la Ley N° 15.750, de 24
de junio de 1985).

II -Del maltrato y abuso del niño o adolescente
130
ARTICULO 130°.-  (Definición).- A los efectos de este título

entiéndese por maltrato y abuso del niño o adolescente las siguientes
situaciones, no necesariamente taxativas: maltrato físico, maltrato psí-
quico-emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso sexual y abu-
so psíquico o físico.

131
ARTICULO 131°.-  (La denuncia).- Ante denuncia escrita o verbal

por la realización de cualquiera de las conductas mencionadas en el
artículo anterior, la autoridad receptora deberá comunicar el hecho de
forma fehaciente e inmediata al Juzgado competente. En todo caso el
principio orientador será prevenir la victimización secundaria.

III - De los hogares de cuidado
132
ARTICULO 132°.- (Entrega de niños y adolescentes).- El que en-

tregue a un niño o adolescente a persona ajena a la familia biológica y
quien o quienes lo reciban, deberán comunicarlo al Juez de Familia den-
tro de las cuarenta y ocho horas. El Juez adoptará en forma urgente las
medidas de protección necesarias y solicitará informe psicológico y so-
cial respecto a las posibilidades de mantener al niño o adolescente en su
familia de origen. En caso afirmativo, dispondrá las medidas de apoyo
familiar que se requieran para asegurar la permanencia de este vínculo
filial. De lo contrario, deberá proceder conforme se dispone en el artícu-
lo siguiente.

133
ARTICULO 133°.-  (Separación definitiva. Procedimiento).- La se-

paración de un niño o adolescente de su familia de origen, deberá ser
decretada por resolución fundada del Juez competente, sobre la base de
información fehaciente y previo el asesoramiento de equipo técnico es-
pecializado. El procedimiento para decretarla se regulará por las dispo-
siciones del proceso extraordinario regulado por el Código General del
Proceso, debiendo designarse defensor al niño o adolescente, aplicándo-
se el literal C) del artículo 35 de este Código, quienes deberán ser oídos
si fuese posible. Se citará y emplazará a los padres o responsables y a
quienes, hasta la entrega a que hace referencia el artículo anterior, se
hubieren ocupado del niño.

Una vez resuelta la separación definitiva, deberá asegurarse su
inserción en un medio adecuado, prefiriéndose aquellos hogares que
permitan al niño salvaguardar sus vínculos afectivos. A tales efectos
podrá disponerse, entre otros, la tenencia por terceros (artículo 36),
la integración a un hogar institucional que ofrezca garantías para su
adecuado desarrollo, o la adopción. Cuando se entendiere por la
Sede que corresponde la colocación de un niño en una familia con
fines de adopción, deberá intervenir el Instituto Nacional del Menor
o una institución especializada autorizada para ello (artículo 158).
Cuando los padres de origen, o los integrantes de esa familia de
origen presten su consentimiento a los efectos previstos en este
artículo, el mismo sólo será válido si ha sido dado en presencia del
Juez, con el asesoramiento necesario y en conocimiento de las con-
secuencias que ello implicará.

134
ARTICULO 134°.-  (Invalidez).- No tendrá validez el consenti-

miento que se otorgue para la separación del hijo que está por nacer
o dentro de los treinta días de su nacimiento.

En caso de que una vez nacido el niño, la madre no desee tenerlo,
deberá comunicarse al Juez competente, que procederá como lo dispone
el artículo 132. Provisoriamente, el Juez tomará las medidas del caso
para la protección del niño, pero no podrá dar comienzo al procedimien-
to establecido en el artículo anterior hasta que se cumpla el lapso fijado
en el inciso primero de este artículo y previa citación de los progenitores
del niño.

IV -De la adopción

Adopción simple
135
ARTICULO 135°.-  (Adoptantes).-
1) La adopción simple se permite a toda persona mayor de veinti-

cinco años, cualquiera sea su estado civil, y siempre que tenga
por lo menos quince años más que el adoptado, y hubiera tenido
al niño o adolescente a su cargo por el mínimo de un año.

2) El tutor no puede adoptar al niño o adolescente hasta que hayan
sido aprobadas judicialmente las cuentas del cargo.

3) Nadie puede ser adoptado por más de una persona, a no ser por
dos cónyuges que tengan por lo menos un año de matrimonio y
hubieran tenido al niño o adolescente a su cargo por un término
no inferior a un año.

Si no se computara el año de matrimonio, pero hubiera existido
durante dicho lapso un concubinato estable que culminó en ma-
trimonio, se incluirá a los efectos de la tenencia, el período de la
unión libre.

Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá otorgar la
adopción aun cuando alguno de los cónyuges o ambos no
alcanzaren la diferencia de edad con el adoptado o adoptada,
reduciéndola hasta un límite que admita razonablemente que éste
pueda ser hijo de los adoptantes.

Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin el consentimiento
expreso del otro, salvo que estuviere impedido de manifestar su
voluntad o que exista sentencia de separación de cuerpos.

4) Se permitirá la adopción por parte del nuevo cónyuge o concubino
del padre o madre del hijo habido dentro del matrimonio o habido
fuera del matrimonio reconocido del otro cónyuge o concubino.

5) Realizada la adopción, la separación o divorcio ulterior de los
cónyuges no los exime de sus obligaciones para con el adoptado
menor de edad.

136
ARTICULO 136°.-  (Adoptados).-
1) Puede ser adoptado todo niño o adolescente cuyo consentimien-

to será recabado conforme a las normas establecidas en este Có-
digo.

2) Cuando el adoptado no sea capaz de hacerse entender de ninguna
forma, prestarán el consentimiento sus representantes legales.

3) Si se trata de un niño o adolescente sometido a patria potestad,
será necesario el consentimiento de quien o quienes se encuen-
tren en su ejercicio. En caso contrario, será necesario el consen-
timiento de quienes lo han tenido a su cargo.

El consentimiento para la adopción será prestado indistinta-
mente ante el Juez Letrado de Familia del domicilio de los
adoptantes, compareciendo personalmente ante aquél, o mediante
escritura pública.

Los padres que consienten en la adopción quedarán suspendi-
dos en el ejercicio de la patria potestad sobre el niño o adolescen-
te, la que pasará al adoptante. En el caso del numeral 4) del
artículo anterior, quien ejerciere la patria potestad sobre el niño
o adolescente adoptado por su pareja, continuará en su ejercicio.

El procedimiento se regirá por lo establecido en los artículos
346 y 347 del Código General del Proceso.

137
ARTICULO 137°.- (Efectos).-
1) El adoptado continúa perteneciendo a su familia biológica o de

origen, donde conserva todos sus derechos.
2) En caso de interdicción, de ausencia comprobada judicialmente,

de muerte del adoptante o de revocación de la adopción, durante
la minoría de edad del adoptado, se dará conocimiento al Juez del
domicilio real de éste, que dispondrá lo que más convenga al
interés del niño o adolescente: el reintegro a su familia de origen
o la entrega a otra familia sustituta.

3) La adopción sólo establece relaciones jurídicas entre el adoptado
y el adoptante y no entre cualquiera de ellos y la familia del otro.

4) La adopción produce los siguientes efectos:
A) Obligación recíproca de respeto entre el adoptante y el adop-

tado.
B) Obligación de prestarse alimentos como primeros obligados.

138
ARTICULO 138°.- (Revocación).-
1) La adopción podrá revocarse por motivos graves. La misma po-

drá solicitarse tanto por el adoptante como por el adoptado o
quien lo represente, o por el Ministerio Público, ante el Juez de
Familia correspondiente.

2) La revocación hará cesar para el futuro los efectos de la adop-
ción, lo que se comunicará a la Dirección General del Registro de
Estado Civil a los efectos pertinentes.

3) Se procederá de acuerdo a lo establecido en los artículos 346 y
347 del Código General del Proceso.

139
ARTICULO 139°.-  (Procedimiento judicial).-
1) Las pretensiones de adopción, así como todas las reclamacio-

nes relacionadas con las mismas, se tramitarán ante el Juzga-
do Letrado de Familia del domicilio del adoptante mediante
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el proceso voluntario (artículos 402 y siguientes del Código
General del Proceso) con intervención preceptiva del Minis-
terio Público.

2) Los interesados a que refiere el artículo 403.2 del mismo Código
son los padres y abuelos del niño o adolescente, los que serán
citados personalmente o por edictos si no se conociera su domi-
cilio.

En caso de oposición por parte de uno de los mencionados, el
proceso será contencioso aplicándose las normas del Código
General del Proceso correspondientes al proceso extraordinario
(artículos 346 y siguientes).

Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegando la adop-
ción el Juzgado interviniente deberá solicitar al Instituto Na-
cional del Menor, una evaluación sobre las condiciones per-
sonales de el o los adoptantes, su estabilidad familiar y las
demás circunstancias que permitan fundamentar su criterio,
para aconsejar la conveniencia o no de la adopción en el caso.

La sentencia que admite la adopción será comunicada a la Di-
rección General del Registro de Estado Civil, a la Intendencia
Municipal correspondiente y a la Dirección Nacional de Identi-
ficación Civil, a efectos de la anotación pertinente en la partida
del niño o adolescente.

En todos los casos, se deberá tener en cuenta la opinión del
niño o adolescente adoptado.

140
ARTICULO 140°.-  (Procedimiento ante escribano público).- La adop-

ción podrá, asimismo, ser hecha por escritura pública, aceptada por los
representantes legales del adoptado y por el adoptado, en su caso, de-
biéndose inscribir dentro de los treinta días contados desde su otorga-
miento, en un libro especial, que llevará al efecto la Dirección General
del Registro de Estado Civil, y deberá constar además, al margen del acta
de nacimiento.

La omisión de la inscripción será sancionada con multa al escribano
autorizante de la escritura, de 12 UR a 50 UR (doce a cincuenta unidades
reajustables), a más de no surtir efecto la adopción hasta después de ser
inscripta. Una vez inscripta surtirá efecto desde la fecha de su otorga-
miento.

Cuando se trate de la adopción de un niño o de un adolescente,
ningún escribano podrá autorizar la escritura respectiva sin previa auto-
rización del Instituto Nacional del Menor en que se acredite la idoneidad
moral y la capacidad del o de los adoptantes, probada por todos los
medios de investigación que el Instituto Nacional del Menor considere
necesarios.

141
ARTICULO 141°.-  (Procedimiento especial).- Tratándose de niños

o adolescentes con capacidad diferente que tengan la calidad de huérfa-
nos o separados definitivamente de su familia, el Instituto Nacional del
Menor hará un llamado público a personas que deseen adoptarlos en
cualquiera de las formas previstas en este Código. El Estado, a través de
sus diversos servicios asegurará la atención integral de estos niños y
adolescentes en forma gratuita, derecho que se mantendrá cualquiera sea
la edad de la persona.

El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de dar vigencia efectiva a
este artículo en un plazo de ciento ochenta días con posterioridad a la
entrada en vigencia de este Código.

142
ARTICULO 142°.- (Derecho de acceso a los antecedentes).- El adop-

tado tiene derecho a conocer su condición de tal.
Será deber de los padres adoptivos informarle al respecto siempre

que ello no lo perjudique, atendiendo a su edad y características.
Si el adoptado es mayor de quince años de edad podrá solicitar al

Juez Letrado de Familia competente la exhibición del expediente
judicial o antecedentes de su adopción, fundando su pretensión. El
Juez recabando los asesoramientos que correspondan, previa vista
al Ministerio Público y apreciando las características, motivos del
solicitante y los antecedentes de la adopción, podrá acceder a su
petición, informándole acerca de la identidad, situación y paradero
de su familia de origen en cuanto estos datos surgieren de los antece-
dentes, a efectos de permitirle tomar contacto con ella si aquél lo
deseara.

El Instituto Nacional del Menor establecerá un programa para apo-
yar a los padres adoptantes y al adoptado en este proceso de conoci-
miento y de eventual acercamiento a su familia de origen.

Si el adoptado tiene más de dieciocho años de edad no podrá negársele
el acceso al expediente o antecedentes respectivos.

Se podrá habilitar el acceso a otras personas en los siguientes
casos:

1) Cuando por razones de carácter médico sea necesario conocer
los antecedentes de la familia biológica del adoptado.

2) Cuando se esté realizando una investigación judicial de cualquier
naturaleza y sea necesario obtener la información como elemen-
to de prueba.

En ambos casos, se requerirá decisión judicial fundada acerca de la
necesidad de la medida.

143
ARTICULO 143°.-  (Salida del país).- Para que el niño o adolescente

que ha sido adoptado pueda salir del país, se requerirá autorización de
quienes ejerzan la patria potestad.

LEGITIMACION ADOPTIVA
144
ARTICULO 144°.-  (Adoptados).
1) Se permite la legitimación adoptiva a favor de:

A) Los niños o adolescentes abandonados o huérfanos de pa-
dre y madre, o pupilos del Estado, o hijos de padres desco-
nocidos o del hijo o hijos reconocidos por uno de los
adoptantes.

B) Los niños o adolescentes abandonados por uno de sus pro-
genitores legítimos, cuando fuere solicitada por el padre o
madre que haya mantenido la patria potestad, conjunta-
mente con el cónyuge con el que contrajo nuevo matrimo-
nio.
La legitimación adoptiva prevista en este literal sólo podrá
llevarse a cabo una sola vez, respecto al niño o adolescen-
te.

2) Cuando la legitimación adoptiva se pretendiere para dos o más
niños o adolescentes simultáneamente, no será obstáculo la cir-
cunstancia de que mediasen menos de ciento ochenta días entre
sus respectivos nacimientos.

3) En caso de existir hermanos en situación de abandono, se
propenderá a su integración conjunta en una familia adoptiva.

En todos los casos previstos en este Código, la condición de
abandono se acreditará únicamente por sentencia ejecutoriada,
debiendo seguirse los procedimientos establecidos en el artículo
133 y concordantes.

145
ARTICULO 145°.- (Adoptantes).- Pueden solicitar la legitimación

adoptiva:
1) Los cónyuges, mayores de veinticinco años, con quince años

más que el niño o adolescente y que lo hubieran tenido bajo su
guarda o tenencia por un término no inferior a un año, que com-
puten por lo menos cuatro años de matrimonio, pudiéndose con-
siderar en su caso el tiempo de concubinato previo al mismo,
siempre que éste hubiera sido estable, singular y público, com-
partiendo la vida en común.

Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá otorgarla
aun cuando alguno de los cónyuges o ambos no alcanzaren tal
diferencia de edad con el adoptado reduciéndola hasta un lí-
mite que admita razonablemente que éste puede ser hijo de
los adoptantes o, en casos excepcionales, y si no mediare
oposición del Ministerio Público, a pesar de que uno o los
dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco años de edad
o no completaren los cuatro años de matrimonio a que refiere
el inciso anterior.

2) El viudo o viuda y los esposos divorciados siempre que medie la
conformidad de ambos y cuando la guarda o tenencia del niño o
adolescente hubiera comenzado durante el matrimonio y se com-
pletara después de la disolución de éste.

3) No es obstáculo para la legitimación adoptiva la existencia de
una previa adopción simple real izada por los mismos
peticionantes.

146
ARTICULO 146°.-  (Procedimiento).-
1) La legitimación adoptiva deberá ser promovida ante el Juzgado

Letrado de Familia del domicilio del adoptante.
Se seguirá el procedimiento voluntario previsto en los artículos

402 y siguientes del Código General del Proceso, notificándose
al Instituto Nacional del Menor.

2) En caso de oposición a la legitimación adoptiva el proceso será
contencioso. Se aplicarán las normas del Código General del Pro-
ceso referidas al proceso extraordinario (artículos 346 y siguien-
tes).
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El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y las que juzgue con-
venientes interrogando a los peticionantes y al niño o adolescen-
te en su caso.

3) La tramitación será reservada en cuanto a terceros, no así respec-
to al niño o adolescente interesado quien tendrá derecho a acce-
der al expediente y a sus antecedentes cuando tuviere dieciocho
años de edad.

4) Previamente al dictado de la sentencia, será oído preceptivamente
el Ministerio Público.

147
ARTICULO 147°.-  (Procedencia).- La legitimación adoptiva sólo se

otorgará por justos motivos y existiendo conveniencia para el niño o
adolescente.

Cuando el niño o adolescente tuviere derechos cuyo dominio se acre-
dite por documento público o privado, el Juez dispondrá que el Actua-
rio inserte en el mismo constancia breve que exprese el cambio de nom-
bre del titular, de lo que tomará nota el Registro respectivo cuando
correspondiere.

148
ARTICULO 148°.- (Sentencia).- Con el testimonio de la sentencia

ejecutoriada que autorice la legitimación adoptiva, la parte solicitante
efectuará la inscripción del niño o adolescente en la Dirección General
del Registro de Estado Civil como hijo legítimo inscripto fuera de térmi-
no.

En la partida correspondiente no se hará mención alguna del juicio y
su texto será el corriente en dicho instrumento.

Se realizará también la anotación pertinente en la libreta de organiza-
ción de la familia de modo idéntico a la de los hijos habidos dentro del
matrimonio.

El testimonio de la sentencia se archivará en forma, dejándose cons-
tancia de haberse efectuado la inscripción mencionada.

Toda la tramitación y la expedición de partidas será gratuita.
149
ARTICULO 149°.-  (Efectos).-
1) Realizada la legitimación adoptiva, caducarán los vínculos de

filiación anterior del niño o adolescente a todos sus efectos, con
excepción de los impedimentos previstos en el artículo 91 del
Código Civil.

Deberá hacerse constar dicha caducidad en el acta de inscrip-
ción original del niño o adolescente.

2) La legitimación adoptiva es irrevocable, aunque posteriormente
nazcan hijos propios de uno o de ambos legitimantes.

La legitimación adoptiva tendrá efectos constitutivos sobre el
estado civil del niño o adolescente objeto de la misma, quien se
reputará en adelante, con los mismos derechos y deberes que si
hubiera nacido del matrimonio legitimante.

ADOPCION INTERNACIONAL
150
ARTICULO 150°.- (Principio general).- En defecto de convenios

internacionales ratificados por la República, las adopciones internacio-
nales se regularán por las disposiciones de este Capítulo.

Se considera adopción internacional a la que se lleva a cabo por
matrimonios con domicilio o residencia habitual en el extranjero, con
relación a niños o adolescentes con domicilio o residencia habitual en la
República.

151
ARTICULO 151°.-  (Preferencia).- El Instituto Nacional del Menor

y las demás autoridades con competencia en materia de adopción, debe-
rán dar preferencia a la ubicación de los niños o adolescentes adoptables
en familias u hogares que los requieran y vivan dentro del territorio
nacional.

152
ARTICULO 152°.- (Requisitos).- Las adopciones internacionales

se constituirán con la intervención preceptiva del Instituto Nacional del
Menor, quien una vez obtenidos todos los antecedentes presentará en el
plazo de sesenta días un informe pormenorizado, teniendo asimismo los
demás requisitos previstos en los artículos 133, 145 y 154 de este Códi-
go.

El no pronunciamiento en plazo se tendrá por aceptación.
153
ARTICULO 153°.- (Residencia).- La adopción internacional tendrá

el mismo efecto que la legitimación adoptiva, pudiendo acceder a ella
cónyuges cuya unión matrimonial no sea inferior a cuatro años.

Sólo se realizará con aquellos países cuyas normas en materia de
adopción y protección de niños y adolescentes tengan una razonable
equivalencia con las de nuestro país.

Los adoptantes deberán residir y convivir con el niño o adolescente
en el territorio nacional, aun en forma alternada, por un plazo de seis
meses. Por razones fundadas y teniendo en cuenta el interés superior del
niño, el plazo podrá ser reducido por el Juez competente.

154
ARTICULO 154°.-  (Documentos necesarios).- Con la solicitud de

la adopción se deberá presentar la documentación justificativa de las
condiciones físicas, morales, económicas y familiares de los solicitan-
tes. Los informes y documentos al respecto deberán tramitarse por
medio de las autoridades centrales del país de los adoptantes y de la
República.

155
ARTICULO 155°.-  (Competencia).- Serán competentes para el otor-

gamiento de la adopción internacional los Jueces de Familia del domici-
lio del adoptado, quienes procederán de acuerdo a los trámites del juicio
extraordinario del Código General del Proceso (artículo 346). La apela-
ción se regirá por la misma normativa (artículo 347).

Los solicitantes deberán comparecer a la audiencia preliminar en
forma personal, preceptivamente. También deberán hacerlo cuando el
Tribunal, en forma fundada, lo considere conveniente.

El impedimento fundado de los solicitantes a concurrir personal-
mente a la audiencia hará que el Juzgado fije otra, pero en ningún caso se
permitirá la representación por apoderado.

Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, para que el niño o
adolescente pueda salir del país deberá hacerlo en compañía de uno de
los solicitantes, contando con autorización judicial, la que no podrá
concederse sin intervención preceptiva del Ministerio Público, si
fundadamente se probare la integración del niño.

156
ARTICULO 156°.-  (Juicios de anulación).- Corresponde a los Jue-

ces de Familia que autorizaron la adopción, la tramitación de los juicios
de anulación, los que serán resueltos teniendo en cuenta el interés supe-
rior del niño o adolescente. El trámite se regirá por el procedimiento
extraordinario del Código General del Proceso (artículos 346 y 347).

157
ARTICULO 157°.-  (Nacionalidad).- Los niños y adolescentes de

nacionalidad oriental adoptados por extranjeros domiciliados en el exte-
rior mantienen su nacionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de
los adoptantes.

CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES
158
ARTICULO 158°.- (Control).- El Instituto Nacional del Menor, a

través de sus servicios especializados, es el organismo encargado de
proponer, ejecutar y fiscalizar la política a seguir en materia de adopcio-
nes.

Para el desarrollo de programas de adopción, el Instituto Nacional
del Menor podrá autorizar el funcionamiento de instituciones privadas
con personalidad jurídica y especialización en la materia.

159
ARTICULO 159°.-  (Cometidos del equipo técnico).- Todos los servi-

cios e instituciones que desarrollen programas de adopción deberán contar
con equipo técnico interdisciplinario que tendrá como cometidos:

A) Asesorar a los interesados en adoptar niños o adolescentes y
analizar los motivos de su solicitud.

B) Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, sociales y jurídicas
de los solicitantes y las posibilidades de convivencia.

C) Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, ordenado
cronológicamente según fecha de solicitud, en el que conste el
informe técnico a que refiere el literal anterior.

D) Seleccionar de dicho Registro respetando estrictamente el orden
de inscripción, los posibles padres adoptivos, ante la solicitud
formulada por el Juzgado competente, en el caso de un niño o
adolescente en condiciones de ser adoptado.

El orden sólo podrá ser alterado por las necesidades del niño o
adolescente, debidamente fundadas. En todos los casos el niño o
adolescente deberá ser oído preceptivamente.

E) Orientar y acompañar el proceso de integración familiar.
F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido su informe.

DEL REGISTRO DE ADOPCIONES
160
ARTICULO 160°.-  (Registro General de Adopciones).- El Instituto

Nacional del Menor llevará un registro reservado donde constarán los
datos identificatorios de:
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1) El niño o adolescente.
2) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domicilio y estado civil e

institución nacional o extranjera que lo patrocinó, cuando co-
rresponda.

3) Juzgado en que se tramitó el proceso respectivo.

CAPITULO XII
TRABAJO

161
ARTICULO 161°.- (Principio general).- El estatuto de los adoles-

centes que trabajan se regulará conforme a las normas de este Código,
leyes especiales, tratados, convenciones y convenios internacionales
ratificados por el país.

162
ARTICULO 162°.-  (Edad de admisión).- Fijase en quince años la

edad mínima que se admitirá en los adolescentes que trabajen en em-
pleos públicos o privados, en todos los sectores de la actividad econó-
mica, salvo las excepciones especialmente establecidas en los artículos
siguientes, y aquellas que, teniendo en cuenta el interés superior del
niño o adolescente, conceda el Instituto Nacional del Menor.

Cuando el Instituto Nacional del Menor no las otorgue de oficio, las
excepciones deberán ser gestionadas por los padres o quien acredite la
tutoría legal y establecer como mínimo el nombre del representante legal
del menor, la naturaleza de la actividad y la jornada diaria.

163
ARTICULO 163°.-  (Obligación de protección).- Para el caso de que

los niños o adolescentes trabajen, el Estado está obligado a protegerlos
contra toda forma de explotación económica y contra el desempeño de
cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo para su salud o para su desa-
rrollo físico, espiritual, moral o social.

Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de bienestar en com-
pañía de su familia o responsables o entorpezca su formación educativa.

164
ARTICULO 164°.-  (Tareas y condiciones nocivas de trabajo).-

El Instituto Nacional del Menor establecerá con carácter de urgente
el listado de tareas a incluir dentro de la categoría de trabajo peligro-
so o nocivo para la salud o para su desarrollo físico, espiritual o
moral, los que estarán terminantemente prohibidos, cualquiera fuere
la edad del que pretenda trabajar o ya se encuentre en relación de
trabajo.

Asimismo, el Instituto Nacional del Menor ante la presunción de la
existencia de condiciones de trabajo peligrosas o nocivas para la salud o
el desarrollo físico, espiritual o moral de los adolescentes solicitará la
intervención de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad
Social del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la que se pronuncia-
rá, en un plazo no mayor a los veinte días corridos, sobre el carácter
peligroso o nocivo de la actividad.

165
ARTICULO 165°.- (Situaciones especiales).- El Instituto Nacional

del Menor revisará las autorizaciones que ha prestado respecto al em-
pleo de niños y adolescentes entre los trece y los quince años. Sólo
serán permitidos trabajos ligeros, que por su naturaleza o por las condi-
ciones en que se prestan no perjudican el desarrollo físico, mental o
social de los mismos, ni obstan a su escolaridad.

166
ARTICULO 166°.-  (Prevención, educación e información).- El Es-

tado promoverá programas de apoyo integral para desalentar y eliminar
paulatinamente el trabajo de estos niños y adolescentes.

La sociedad civil deberá prestar su concurso en las campañas pre-
ventivas, educativas e informativas que se desarrollen a fin de asegurar
el bienestar del niño y adolescente.

Se consideran programas de educación en el trabajo, aquellos
que, realizados por el Instituto Nacional del Menor o por institucio-
nes sin fines de lucro, tienen exigencias pedagógicas relativas al de-
sarrollo personal y social del alumno, que prevalecen sobre los as-
pectos productivos. En consecuencia, la remuneración que recibe el
alumno por el trabajo realizado o por la participación en la venta de
productos de su trabajo, no desvirtúa la naturaleza educativa de la
relación.

167
ARTICULO 167°.-  (Carné de habilitación).- Para trabajar, los ado-

lescentes deberán contar con carné de habilitación tramitado gratuita-
mente ante el Instituto Nacional del Menor, en el que deberá constar:

A) Nombre.
B) Fecha y lugar de nacimiento.
C) Domicilio.
D) Consentimiento para trabajar del adolescente y sus responsa-

bles.

E) Constancia del examen médico que lo declare apto para el traba-
jo.

F) Constancia de haber completado el ciclo de enseñanza obligato-
ria o el nivel alcanzado.

Si el examen médico fuera impugnado por la persona legalmente
responsable del adolescente podrá, a su requerimiento, realizarse un
nuevo examen.

168
ARTICULO 168°.- (Renovación).- Anualmente, todos los menores

de dieciocho años que trabajen serán sometidos obligatoriamente a exa-
men médico, a fin de comprobar si la tarea que realizan es superior a su
capacidad física. En caso afirmativo deberán abandonar el trabajo por
otro más adecuado.

La división técnica del Instituto Nacional del Menor podrá otorgar
autorizaciones por períodos más breves, a los efectos de exigir la repe-
tición del examen médico en todos aquellos casos que a su juicio sean
necesarios para garantizar una vigilancia eficaz, en relación con los ries-
gos que presenta el trabajo o el estado de salud del niño o adolescente.

El responsable del niño o adolescente podrá impugnar el examen y
requerir otro.

169
ARTICULO 169°.- (Jornada de trabajo).- Los adolescentes ma-

yores de quince años no podrán trabajar más de seis horas diarias,
equivalentes a treinta y seis horas semanales y disfrutar de un día de
descanso semanal, preferentemente en domingo. El Instituto Nacio-
nal del Menor podrá excepcionalmente autorizar a los adolescentes
entre dieciséis y dieciocho años a trabajar ocho horas diarias, co-
rrespondiéndoles dos días continuos de descanso preferentemente
uno en domingo, por cada cinco días de trabajo, previa evaluación
técnica individual, estudio del lugar y puesto de trabajo teniendo en
cuenta el interés superior del niño.

170
ARTICULO 170°.- (Descansos).- El descanso intermedio en la jor-

nada de trabajo de los niños y adolescentes tendrá una duración de media
hora, que deberá ser gozada en la mitad de la jornada y tendrá carácter
remunerado. No se admitirá la jornada discontinua de trabajo ni horarios
rotativos durante el ciclo lectivo. En todos los casos deberán mediar
como mínimo doce horas entre el fin de la jornada y el comienzo de la
siguiente.

171
ARTICULO 171°.-  (Horarios especiales).- El Instituto Nacional del

Menor podrá otorgar permisos con carácter excepcional a adolescentes
mayores de quince años para desempeñarse en horarios especiales, du-
rante períodos zafrales o estacionales, siempre que la actividad no inter-
fiera con el ciclo educativo y que las condiciones de trabajo no sean
nocivas o peligrosas. El descanso deberá ser concedido en la mitad de la
jornada de trabajo.

El período de excepción podrá ser de hasta un máximo de tres meses.
172
ARTICULO 172°.-  (Trabajo nocturno).- Los adolescentes no po-

drán ser empleados ni trabajar en horario nocturno, entendiéndose por
tal a los efectos de este Código, el período comprendido entre las vein-
tidós y las seis horas del día siguiente.

No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá autorizarlo ex-
cepcionalmente, teniendo en cuenta su interés superior.

173
ARTICULO 173°.-  (Fiscalización y sanciones).- El Instituto Na-

cional del Menor tendrá autoridad y responsabilidad en la fiscalización
del cumplimiento de las disposiciones específicas en materia de sus
competencias respecto al trabajo de los menores de edad y sancionar la
infracción a las mismas, sin perjuicio del contralor general del cumpli-
miento de las normas por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social.

Las empresas o los particulares que no cumplan las obligaciones
impuestas, serán sancionados por el Instituto Nacional del Menor con
una multa de hasta 2.000 UR (dos mil unidades reajustables).

El producido de las multas será destinado al Instituto Nacional del
Menor.

174
ARTICULO 174°.-  (Competencia).- Serán competentes para enten-

der en las infracciones previstas en el artículo anterior, los Jueces Letra-
dos de Familia de la capital, y en el interior del país los que la Suprema
Corte de Justicia determine según su superintendencia constitucional,
quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraordinario previsto en
el Código General del Proceso.

Será oído preceptivamente el Ministerio Público.
175
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ARTICULO 175°.-  (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apela-
da ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión hará cosa juzga-
da.

176
ARTICULO 176°.-  (Responsabilidad de los padres o responsables).-

Los padres o responsables de los niños y adolescentes que permitan o
favorezcan que estos trabajen violando las normas prohibitivas consa-
gradas en este Código, incurrirán en el delito previsto por el artículo 279
B. del Código Penal.

Constatada la infracción, el Instituto Nacional del Menor o cual-
quier persona responsable, formulará la denuncia al Juez Letrado en lo
Penal que corresponda.

177
ARTICULO 177°.- (De la documentación).- El Instituto Nacional

del Menor determinará los documentos que el empleador deberá llevar y
tener a disposición de la autoridad competente.

Estos documentos deberán indicar el nombre y apellido, fecha de
nacimiento debidamente certificada, fecha de ingreso, tarea, categoría,
horario, descansos intermedios y semanal y fecha de egreso, de todas las
personas menores de dieciocho años empleadas por él o que trabajen
para él.

178
ARTICULO 178°.-  (Peculio profesional o industrial).- Todo ado-

lescente que trabaje tendrá derecho de acuerdo a lo prescripto por los
artículos 266 y siguientes del Código Civil, a la administración exclusiva
del salario o remuneración que perciba, la que deberá serle abonada di-
rectamente, siendo válido el recibo que el empleador otorgue por tal
concepto. Cualquier constancia en el recibo o fuera de él que pudiera
implicar renuncia del adolescente a sus derechos, será nula.

179
ARTICULO 179°.-  (Remuneración).- La remuneración del adoles-

cente trabajador se regirá por lo dispuesto en las leyes, decretos, laudos
o convenios colectivos de la actividad correspondiente.

180
ARTICULO 180°.-  (Accidentes de trabajo y enfermedades profe-

sionales).- En caso de accidentes de trabajo o enfermedades profesiona-
les de un adolescente trabajador, el Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social y el Instituto Nacional del Menor investigarán las causas del
mismo de acuerdo con las competencias específicas de cada organismo.
Asimismo se verificará la realización de tareas prohibidas o el hecho de
encontrarse el menor de edad en sitio en el que esté prohibida su presen-
cia, en cuyo caso se considerará culpa grave del empleador, con las
consecuencias previstas por el artículo 7° de la Ley N° 16.074, de 10 de
octubre de 1989.

El empleador podrá eximirse de esta responsabilidad si prueba
fehacientemente que el joven se encontraba circunstancialmente en el
lugar y sin conocimiento de la persona habilitada para permitirle el
acceso.

CAPITULO XIII
DE LA PREVENCION ESPECIAL

I -Medios de comunicación, publicidad y espectáculos
181
ARTICULO 181°.-  (Vulneración de derechos a su incitación).- La

exhibición o emisión pública de imágenes, mensajes u objetos no podrá
vulnerar los derechos de los niños y adolescentes, los principios recono-
cidos en la Constitución de la República y las leyes, o incitar a actitudes
o conductas violentas, delictivas, discriminatorias o pornográficas.

182
ARTICULO 182°.-  (Programas radiales o televisivos).- Los progra-

mas de radio y televisión en las franjas horarias más susceptibles de
audiencia de niños y adolescentes, deben favorecer los objetivos educa-
tivos que dichos medios de comunicación permiten desarrollar y deben
potenciar los valores humanos y los principios del Estado democrático
de derecho. Debe evitarse, en las franjas horarias antedichas, la exhibi-
ción de películas que promuevan actitudes o conductas violentas,
delictivas, discriminatorias o pornográficas, o fomenten los vicios so-
ciales.

183
ARTICULO 183°.-  (Principios rectores).- A fin de proteger los

derechos de los niños y adolescentes, en lo que refiere a la publicidad
elaborada y divulgada en todo el territorio nacional, deberán atenderse
los siguientes principios:

A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la violencia, a la
comisión de actos delictivos o a cualquier forma de discrimina-
ción.

B) Las prestaciones del producto deben mostrarse en forma com-
prensible y que coincida con la realidad.

II -Publicidad protagonizada por niños y adolescentes
184
ARTICULO 184°.-  (Participación de niños y adolescentes).-

Prohíbese la participación de niños y adolescentes en anuncios publici-
tarios que promocionen bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier pro-
ducto perjudicial para su salud física o mental.

185
ARTICULO 185°.-  (Mensajes publicitarios).- Prohíbese la partici-

pación de niños y adolescentes en mensajes publicitarios que atenten
contra su dignidad o integridad física, psicológica o social.

III - Espectáculos y centros de diversión
186
ARTICULO 186°.-  (Preservación de la corrupción).- Prohíbese la

concurrencia de personas menores de dieciocho años a casinos, prostí-
bulos y similares, whiskerías y clubes nocturnos, independientemente
de su denominación.

El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los efectos pertinen-
tes la concurrencia de adolescentes a locales de baile, espectáculos pú-
blicos de cualquier naturaleza, hoteles de alta rotatividad y afines.

Corresponde asimismo al Instituto Nacional del Menor regular la
asistencia de niños y adolescentes a espectáculos públicos de cualquier
naturaleza.

187
ARTICULO 187°.-  (Prohibición de proveer).- Prohíbese la venta,

provisión, arrendamiento o distribución a personas menores de diecio-
cho años de:

1) Armas, municiones y explosivos.
2) Bebidas alcohólicas.
3) Tabacos, fármacos, pegamentos u otras sustancias que puedan

significar un peligro o crear dependencia física o psíquica.
4) Revistas, publicaciones, video casetes, discos compactos u otras

formas de comunicación que violen las normas establecidas en
los artículos 181 a 183 de este Código.

188
ARTICULO 188°.-  (Fiscalización).-
1) La fiscalización de lo establecido en los artículos 181 a 187 de

este Código, será facultad del Instituto Nacional del Menor.
2) Las empresas o los particulares que no cumplan con las obliga-

ciones impuestas en los artículos 181 a 187 de este Código,
serán sancionados con una multa, a juicio del Juez, entre 50 UR
(cincuenta unidades reajustables) y 200 UR (doscientas unida-
des reajustables), según los casos. En los casos de reincidencia,
podrán duplicarse los referidos montos. Las multas serán recau-
dadas por el Instituto Nacional del Menor.

El niño o adolescente encontrado en situación de riesgo será
conducido y entregado por parte del Juez a los padres, tutor o
encargado. El Juez advertirá a éstos personalmente y bajo su
más seria responsabilidad de la situación. Si éstos han incumpli-
do alguno de los deberes establecidos en el artículo 16 de este
Código, el niño o adolescente será entregado al Instituto Nacio-
nal del Menor.

El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar al Juez compe-
tente la clausura, por veinticuatro horas a diez días, del estable-
cimiento en infracción.

189
ARTICULO 189°.-  (Competencia).- Serán competentes los Jueces

Letrados de Familia en Montevideo, y los Jueces con competencia penal
en el interior del país, quienes actuarán siguiendo el procedimiento ex-
traordinario previsto por el Código General del Proceso.

Será oído preceptiva mente el Ministerio Público.
190
ARTICULO 190°.- (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apela-

da ante el Tribunal de Apelaciones de Familia respectivo, cuya decisión
hará cosa juzgada.

IV - Autorización para viajar
191
ARTICULO 191°.-  (Compañía de los padres o responsables).- Los

niños y adolescentes no necesitan autorización para viajar cuando salen
del país acompañados de quienes ejerzan la patria potestad.

192
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ARTICULO 192°.- (Uso del pasaporte-habilitado).- Tampoco
necesitan autorización cuando viajen en posesión de pasaporte váli-
do autorizado por quienes ejerzan la patria potestad o habilitado de
edad.

193
ARTICULO 193°.- (Autorizaciones).- Los niños y adolescentes

que viajen solos o en compañía de terceros fuera del país necesitan
consentimiento de ambos padres o del representante legal en su caso.

En caso de separación o divorcio de los padres, se requerirá la
autorización de ambos.

En los casos expuestos precedentemente si se planteara conflic-
to para consentimiento entre los otorgantes del mismo, resolverá el
Juez Letrado de Familia quien fijará los detalles de la estadía en el
exterior.

Se seguirán los trámites del proceso incidental según lo dispone
el Código General del Proceso, oyéndose preceptivamente al Minis-
terio Público en la audiencia respectiva a la que bajo responsabilidad
deberá concurrir este último.

La impugnación a la sentencia de primera instancia no tendrá
efecto suspensivo, debiendo el Juzgado Letrado de Familia de Pri-
mera Instancia expedir testimonio de la sentencia sin más trámite,
inmediatamente de celebrada la audiencia correspondiente.

194
ARTICULO 194°.-  (Adoptados).- Los niños y adolescentes

adoptados por matrimonios extranjeros necesitan la autorización del
Juez Letrado de Familia, aun cuando viajen con sus padres, la que se
tramitará según las normas del proceso voluntario (artículos 402 y
siguientes del Código General del Proceso).

CAPITULO XIV

ACCIONES ESPECIALES
195
ARTICULO 195°.-  (Acción de amparo).- La acción de amparo

para la protección de los derechos de los niños y adolescentes se
regirá por la Ley N° 16.011, de 19 de diciembre de 1988, y por las
siguientes disposiciones.

Podrá ser deducida también por el Ministerio Público, cualquier
interesado o las instituciones o asociaciones de interés social que
según la ley, o a juicio del Tribunal, garanticen una adecuada defensa
de los derechos comprometidos.

Procederá en todos los casos, excepto que exista proceso juris-
diccional pendiente, presumiéndose, salvo prueba en contrario, que
los otros medios jurídicos de protección resultan ineficaces.

Deberá ser promovida dentro de los treinta días a partir de la
fecha en que se produjo el acto, hecho u omisión contra el que se
recurre.

Serán competentes en razón de la materia los Jueces Letrados de
Familia.

196
ARTICULO 196°.-  (Intereses difusos).- Ampliase a la defensa de

los derechos de los niños y adolescentes las previsiones del artículo
42 del Código General del Proceso.

CAPITULO XV

DE LA INVESTIGACION DE LA
PATERNIDAD O MATERNIDAD

197
ARTICULO 197°.-  (Principio general).- Las acciones de inves-

tigación de la paternidad o maternidad se regularán exclusivamente
por las disposiciones contenidas en este Capítulo.

La paternidad o maternidad declaradas asegurarán al niño y ado-
lescente todos los derechos correspondientes a la filiación natural,
en especial, los derechos hereditarios inherentes a la misma, así como
los alimentos necesarios para su desarrollo y bienestar y el derecho
a llevar los apellidos de quienes resulten declarados como sus pa-
dres.

198
ARTICULO 198°.-  (Accionantes).- Podrán iniciar la acción:
1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Durante la menor

edad solamente podrá ser deducida la acción por la madre, el
padre, o su representante legal, según correspondiere.

2) La madre o el padre, desde que se constata la gravidez, hasta
que el hijo cumpla dieciocho años.

Si el padre o la madre fuere menor de edad, se le nombrará -
curador "ad litem".

Si el padre o la madre menor de edad estuviere internado en
el Instituto Nacional del Menor, éste deberá solicitar al Juez
Letrado de Familia, el nombramiento de curador "ad litem".

3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuando tenga co-
nocimiento que el niño ha sido inscripto como hijo de padres
desconocidos, o que ingrese al establecimiento un niño o ado-
lescente sin filiación paterna o materna, o cuando un niño o
adolescente lo solicite.

A efectos de esta acción, los Oficiales de la Dirección Ge-
neral del Registro de Estado Civil, darán cuenta, en el primer
caso, de dicha inscripción.

El Instituto Nacional del Menor requerirá de las oficinas
respectivas un informe semestral de estas situaciones.

4) Cuando el presunto hijo o su representante legal ejercite con-
juntamente con la acción de investigación de paternidad o
maternidad la de petición de herencia, el Actuario, bajo su
más seria responsabilidad funcional, lo comunicará dentro de
quince días al registro correspondiente para su inscripción
que producirá los efectos enunciados en el artículo 685 de
Código Civil. Si entre los demandados hubiese herederos tes-
tamentarios, o de los llamados a la herencia por el artículo
1025 del Código Civil, o cónyuge con derecho a gananciales o
porción conyugal, cualquiera de ellos podrá obtener que se
limite la interdicción a un bien o lote de bienes hereditarios
cuyo valor cubra ampliamente la legítima del actor, el que
sólo sobre ese bien o lote podrá perseguir el pago de su haber
hereditario cuando le sea reconocida la filiación invocada y
sin perjuicio de la acción personal que le corresponda por
restitución de frutos.

199
ARTICULO 199°.- (Emplazamiento).- En los casos previstos

por el numeral 3) del artículo 198, el Instituto Nacional del Menor
iniciará los procedimientos judiciales ante el Juez de Familia compe-
tente, para que emplace al presunto padre o a la presunta madre del
niño o adolescente con domicilio conocido.

Si no se conociera el domicilio, se le emplazará por edictos, se-
gún lo establecido por el Código General del Proceso.

200
ARTICULO 200°.-  (Acción del presunto padre o la presunta

madre).- Si el presunto padre o la presunta madre comparece dentro
del término y expresa su voluntad de iniciar por sí mismo la investi-
gación, lo hará ajustándose al procedimiento fijado por este Capítu-
lo.

201
ARTICULO 201°.-  (No comparecencia).- Si citado por segunda

vez y bajo apercibimiento, el presunto padre o la presunta madre no
comparece en autos, el Juez competente pondrá esta circunstancia
en conocimiento del Ministerio Público quien podrá proponer dos o
más personas idóneas para que entre ellos se elija el curador "ad
litem" del menor, quien instaurará y proseguirá la acción.

Las citaciones previstas en el inciso anterior serán con plazo de
diez días.

202
ARTICULO 202°.-  (Administrador legal).- El Instituto Nacio-

nal del Menor será el administrador legal de la pensión alimentaria
que se obtenga como consecuencia de la acción, a la vez que será
responsable del bienestar, salud y educación del niño o adolescente
internado en sus dependencias.

203
ARTICULO 203°.- (Procedimientos).- Las pretensiones que con-

ciernen a las cuestiones de investigación de la paternidad o materni-
dad a que refiere este Capítulo, se tramitarán por el procedimiento
ordinario previsto en el Código General del Proceso.

204
ARTICULO 204°.- (Admisión de pruebas).- En esta clase de

juicios serán admisibles todas las clases de prueba. La no colabora-
ción para su diligenciamiento sin causa justificada, será tenida como
una presunción simple en su contra.

La excepción de mala conducta no tiene eficacia perentoria.
Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Público.
205
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ARTICULO 205°.- (Maniobras artificiosas).- Cuando de la de-
nuncia sobre paternidad o maternidad, resultase el empleo de manio-
bras artificiosas, se pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de
primera Instancia en lo Penal de Turno en la fecha que se invocó el
engaño.

CAPITULO XVI

DE LA PERDIDA, LIMITACION, SUSPENSION
O REHABILITACION DE LA PATRIA POTES-

TAD
206
ARTICULO 206°.- (Competencia).- Es Juez competente para

conocer en los juicios de pérdida, limitación, suspensión o rehabili-
tación de la patria potestad, en los casos previstos en los artículos
285, 286, 295 y 296 del Código Civil, aunque la patria potestad sea
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo Código, el Juez
Letrado de Familia en Montevideo y los Jueces Letrados Departa-
mentales del domicilio de los padres, y cuando el domicilio no sea
conocido, el de la residencia del niño o adolescente.

207
ARTICULO 207°.- (Responsabilidad del Ministerio Público).-

La demanda deberá ser deducida por el Ministerio Público siempre
que tenga conocimiento de alguno de los hechos que puedan dar
lugar a la pérdida, limitación o suspensión de la patria potestad.

Cuando el Juez de Familia reciba información fehaciente que acon-
seje la separación de un niño o adolescente de su familia de origen,
previo asesoramiento técnico, deberá dar cuenta al Ministerio Pú-
blico a fin de que éste determine si ejerce la facultad conferida en el
inciso anterior.

En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto en el literal C)
del artículo 35 de este Código.

Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibilidad de dedu-
cir la demanda por quienes asimismo poseen legitimación activa (ar-
tículo 289 del Código Civil).

208
ARTICULO 208°.-  (Procedimiento).- Las pretensiones que con-

ciernen a las cuestiones de limitación, pérdida, suspensión o rehabi-
litación de la patria potestad, se tramitarán por el proceso extraor-
dinario previsto en el Código General del Proceso (numeral 3) del
artículo 349, y artículos 346, 347 y 350).

209
ARTICULO 209°.- (Administración de los bienes).- El Juez Le-

trado de Familia o los Jueces Letrados Departamentales, cuando lo
consideren conveniente, podrán entregar la administración de los
bienes del niño o adolescente a instituciones bancarias de notoria
responsabilidad.

210
ARTICULO 210°.-  (Reserva).- No serán de conocimiento públi-

co las situaciones previstas en los artículos 285, 286, 295 y 296 del
Código Civil.

No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad del proceso
siempre que las partes consintieran en ello (artículo 8° de la Ley N°
16.699, de 25 de abril de 1995).

CAPITULO XVII

CONSEJO NACIONAL CONSULTIVO HONORARIO DE LOS
DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE

211
ARTICULO 211°.- (Creación).- Créase el Consejo Nacional Con-

sultivo Honorario de los Derechos del Niño y Adolescente que se
integrará con dos representantes del Poder Ejecutivo -uno de los
cuales lo presidirá-, uno del Instituto Nacional del Menor, uno del
Poder Judicial, uno de la Administración Nacional de Educación
Pública, uno del Congreso de Intendentes, uno del Inst i tuto
Pediátrico "Luis Morquio", uno del Colegio de Abogados y dos de
las organizaciones no gubernamentales de promoción y atención a la
niñez y adolescencia.

En caso de empate, el Presidente tendrá doble voto.
La representación del Poder Ejecutivo coordinará directamente

con los Ministerios de Deporte y Juventud, Trabajo y Seguridad
Social, Educación y Cultura, Salud Pública e Interior.

212

ARTICULO 212°.-  (Integración).- Los representantes de los or-
ganismos públicos deberán ser funcionarios de las más altas jerar-
quías.

Los representantes de las organizaciones no gubernamentales
serán designados -por la Asociación Nacional de Organizaciones No
Gubernamentales (ANONG).

213
ARTICULO 213°.-  (Convocatorias especiales).- El Consejo podrá

convocar a sesiones extraordinarias consultivas a representantes de los
Ministerios y organismos públicos. Asimismo podrá convocar a repre-
sentantes de las organizaciones no gubernamentales y organizaciones
privadas de promoción y atención a la niñez y adolescencia.

214
ARTICULO 214°.-  (Competencia).- El Consejo que se crea, ten-

drá competencia a nivel nacional. Sus fines serán:
1) Promover la coordinación e integración de las políticas sec-

toriales de atención a la niñez y adolescencia, diseñadas por
parte de las diferentes entidades públicas vinculadas al tema.

2) Elaborar un documento anual que contemple lo establecido
en el numeral anterior.

3) Ser oído preceptivamente en la elaboración del informe que el
Estado debe elevar al Comité sobre los Derechos del Niño de
las Naciones Unidas (artículo 44 de la Convención sobre los
Derechos del Niño).

4) Opinar, a requerimiento expreso, sobre las leyes de presu-
puesto, rendición de cuentas y demás normas y programas
que tengan relación con la niñez y adolescencia.

215
ARTICULO 215°.-  (Recursos).- El Ministerio de Educación y

Cultura asignará los recursos necesarios para su funcionamiento y
proveerá la infraestructura para realizar las reuniones del Consejo.

216
ARTICULO 216°.-  (Atribuciones).- El Consejo podrá crear Co-

misiones Departamentales o Regionales, reglamentando su integra-
ción y funcionamiento.

Dicha reglamentación podrá hacerse de manera tal, que se inte-
gren a las mismas los miembros y competencias de las Comisiones
previstas por el artículo 37 de la Ley N° 16.707, de 12 de julio de
1995.

217
ARTICULO 217°.- (Funcionamiento).- El Consejo dictará su

reglamento interno de funcionamiento dentro del plazo de sesenta
días a partir de su instalación.

CAPITULO XVIII

REGISTRO DE INFORMACION DE NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES

218
ARTICULO 218°.-  (Sistema de datos).- El Instituto Nacional

del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacional de Información
sobre Niñez y Adolescencia, que deberá incluir datos sobre el niño o
adolescente a su cargo y las instituciones que lo atienden.

219
ARTICULO 219°.- (Seguimiento).- El Sistema Nacional de Infor-

mación sobre Niñez y Adolescencia deberá generar datos que permitan
un adecuado seguimiento de la atención del niño o adolescente y de la
evolución de la misma, así como generar la información necesaria para la
formulación de las políticas de niñez y adolescencia.

220
ARTICULO 220°.-  (Colaboración).-
1) Los distintos Poderes y reparticiones del Estado, institucio-

nes privadas y organismos no gubernamentales, deberán apor-
tar los datos e información pertinentes al Sistema Nacional
de Información sobre Niñez y Adolescencia, sin perjuicio de
la autonomía y competencia específica de cada institución
pública o privada.

2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus órganos com-
petentes, desarrollará un sistema de información sobre niños
y adolescentes atendido tanto por la judicatura de adolescen-
tes como de familia.

Los datos manejados por este Sistema Judicial de Informa-
ción tendrán igual régimen y tratamiento que el establecido
por los artículos 221 y 222 de este Código.

221
ARTICULO 221°.-  (Reserva).- El Instituto Nacional del Menor será

el custodio de la información contenida en el Sistema Nacional de Infor-
mación sobre Niñez y Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el
uso reservado y confidencial de los datos correspondientes a cada niño
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o adolescente, en concordancia con su interés superior y en cumplimien-
to del derecho a la privacidad de su historia personal, como único pro-
pietario de la misma.

222
ARTICULO 222°.-  (Limitaciones).- La información relativa a niños

y adolescentes no podrá ser utilizada como base de datos para el rastreo
de los mismos, una vez alcanzada la mayoría de edad .

Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños o adoles-
centes que hayan estado en conflicto con la ley se deberán destruir en
forma inmediata al cumplir los dieciocho años o al cese de la medida.

CAPITULO XIX
223
ARTICULO 223°.-  (Nueva denominación).- A partir de la

promulgación de este Código, el Instituto Nacional del Menor (INAME)
pasará a denominarse "Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay"
(INAU), manteniendo su carácter de servicio descentralizado a todos
sus efectos y competencias.

Desde la publicación oficial de este Código, se incluirá en el texto la
denominación del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU).

CAPITULO XX

DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DE ESTE CODIGO
224
ARTICULO 224°.- Derógase la Ley N° 9.342, de 6 de abril de 1934

(Código del Niño), sus modificaciones y todas las disposiciones legales
que se opongan a este Código.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 26 de
agosto de 2004. LUIS HIERRO LOPEZ, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA
MINISTERIO DEL INTERIOR
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA
MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA
MINISTERIO DE TURISMO
MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO
TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD

Montevideo, 7 de Setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , LEONARDO GUZMAN, DANIEL BORRELLI, DIDIER
OPERTTI, ISAAC ALFIE, YAMADU FAU, GABRIEL
GURMENDEZ, JOSE VILLAR, SANTIAGO PEREZ DEL CASTI-
LLO, CONRADO BONILLA, EDGARDO CARDOZO, JUAN
BORDABERRY, SAUL IRURETA.

 ---o---
 Resolución - 828

 21
Resolución 828/004

Declárase de Interés Nacional la realización del proyecto de
programa para Radio Sodre y Tveo presentado por el Educador
Raúl Rodríguez, denominado: "Encuentros".
(1.750)

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 7 de setiembre de 2004

VISTO:  el planteamiento formulado por el Educador Ambiental
Raúl Rodríguez;

RESULTANDO:  I) solicita se declare de Interés Nacional al Pro-
yecto de cinco programas semanales interactivos para Radio y TV deno-
minado: "Encuentros";

II) consiste en un programa "duplex" para Radio Sodre y Tveo,
dirigido al público en general, especialmente a los jóvenes adolescentes,
adultos y adultos mayores;

CONSIDERANDO:  es de interés de esta Administración la realiza-
ción en el país de programas culturales para Radio y TV como el pro-
puesto;

ATENTO:  a lo expuesto;

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE:
1
1°.- Declárase de Interés Nacional la realización del proyecto de

programa para Radio Sodre y Tveo presentado por el Educador Raúl
Rodríguez, denominado: "Encuentros".

2
2°.- Comuníquese, notifíquese, etc.
BATLLE , LEONARDO GUZMAN.

 ---o---
 Ley - 17814

MINISTERIO DE TRANSPORTE
Y OBRAS PUBLICAS

 22
Ley 17.814

Desígnase con el nombre "Horacio Arredondo" al tramo de la
Ruta Nacional N° 19, comprendido entre su entronque con la
Ruta Nacional N° 15 "Doctor Javier Barrios Amorín" y la
ciudad de Chuy.
(1.734*R)

PODER LEGISLATIVO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental
del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN
 1
ARTICULO UNICO.-  Desígnase con el nombre "Horacio Arredondo"

al tramo de la Ruta Nacional N° 19, comprendido entre su entronque con
la Ruta Nacional N° 15 "Doctor Javier Barrios Amorín" y la ciudad de
Chuy, actualmente denominado "Coronel Lorenzo Latorre" por el de-
creto-ley N° 15.497, de 9 de diciembre de 1983.

Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de
agosto de 2004. ALEJANDRO ATCHUGARRY, Presidente; MARIO
FARACHIO, Secretario.

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA

Montevideo, 6 de setiembre de 2004

Cúmplase, acúsese recibo, comuníquese, publíquese e insértese en el
Registro Nacional de Leyes y Decretos.

BATLLE , GABRIEL GURMENDEZ, LEONARDO GUZMAN.
 ---o---

 Resolución - SN00001756
 23

Resolución S/n

Apruébase el Cuadro de Valores propuesto por la Dirección
Nacional de Hidrografía, para los derechos que percibe con
motivo de los permisos que otorga para la extracción de arena,
canto rodado y conchilla en zonas de dominio público (cauces,
costas y riberas).
(1.756*R)

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS

Montevideo, 3 de setiembre de 2004

VISTO:  estos antecedentes relacionados con la actualización de
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los valores por derecho de extracción de materiales (arenas, canto
rodado y conchilla) en zona de dominio público (cauces, costas y
riberas).

RESULTANDO: I)  Que la Dirección Nacional de Hidrografía
informa: a) que para tal actualización de precios, se considera el
promedio aritmético, entre la variación de los datos de los últimos
seis meses (noviembre/03- mayo/04), dados por el boletín de la Cá-
mara de la Construcción y por el Instituto Nacional de Estadística;
b) que por tal motivo corresponde un incremento de un 11% (valor
redondeado) sobre los precios vigentes, se adjunta cuadro de valores
(redondeados) que regirán a partir del 1° de julio de 2004; y c) que se
mantiene el criterio por el cual a fin de cubrir los necesarios gastos
de control e inspecciones periódicas, los permisos mínimos a otor-
gar corresponden a la extracción de 25 m3 de arena, 10 m3 de canto
rodado, 15 m3 de arena y canto rodado y 10 m3 de conchilla.

II)  Que en el cuadro de valores confeccionado por la Dirección
Nacional de Hidrografía, se mantienen los valores correspondientes
al Océano Altántico y Río de la Plata, aunque por el momento por
resolución de la precitada Dirección los permisos en dichas zonas se
encuentran suspendidos.

III) Que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto ha tomado
intervención que le compete sin formular observaciones al respecto.

ATENTO:  a lo establecido en el Numeral 1° de la Resolución del
Poder Ejecutivo de fecha 18 de junio de 1986.

EL MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS

RESUELVE
1
1°.- Apruébase el Cuadro de Valores siguiente propuesto por la

Dirección Nacional de Hidrografía, para los derechos que percibe
dicha dependencia con motivo de los permisos que otorga para ex-
tracción de arena, canto rodado y conchilla en las zonas de dominio
público de cauces, costas y riberas, cuyos valores son en pesos
uruguayos y por metro cúbico de material.

LUGAR ARENA ARENA Y CANTO CONCHILLA
CANTO RODADO

RODADO

OCEANO ATLANTICO 19,30 24,50 30,40 6,00
RIO DE LA PLATA

RIO URUGUAY
RIO NEGRO (hasta 6,30 8,10 11,10 6,00
Paso Palmar)
RIO SANTA LUCIA
(hasta
desembocadura Río
Santa Lucía Chico

OTROS CAUCES 5,30 6,20 7,40 6,00

VALORES A REGIR DESDE EL 1° DE JULIO DE 2004.
Derechos mínimos de extracción: 25 m3 de Arena

10 m3 de Canto Rodado
15 m3 de Arena y Canto Rodado
10 m3 de Conchilla

2
2°.- Dichos valores rigen a partir del 1° de julio de 2004.-
3
3°.- Comuníquese, publíquese la presente resolución en el Dia-

rio Oficial. Cumplido, siga a la Dirección Nacional de Hidrografía a
sus efectos.

GABRIEL GURMENDEZ.
 ---o---

 Resolución - 829

MINISTERIO DE TRABAJO Y
SEGURIDAD SOCIAL
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Resolución 829/004

Otórgase el beneficio de Seguro por Desempleo que concede
el Banco de Previsión Social, a trabajadores de la firma S.
BERTAMINI Y A. BERTAMINI MENDOZA CONSTRUCCIO-
NES.
(1.751)

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

Montevideo, 7 de setiembre de 2004.

VISTO:  La solicitud de S. BERTAMINI Y A. BERTAMINI
MENDOZA CONSTRUCCIONES  a fin de que se otorgue el beneficio
de Seguro por Desempleo, que abona el Banco de Previsión Social, a 13
(trece) de sus trabajadores.

RESULTANDO:  Que la caída de la actividad en la empresa, ha de-
terminado el envío del personal de la misma al Seguro por Desempleo,
que en la actualidad no puede ser reintegrado.

CONSIDERANDO:  I) Que la presente prórroga se encuentra den-
tro de los plazos estipulados por el inciso 2º del artículo 10º del Decre-
to-ley Nº 15.180.

II) Que resulta conveniente conceder una extensión del amparo al
Seguro por Desempleo a efectos de permitir a la Empresa instrumentar
las medidas necesarias a efectos de mantener la fuente de trabajo a dicho
personal.

ATENTO:  A lo precedentemente expuesto y a lo establecido en el
artículo 10º del Decreto Ley Nº 15.180 de 20 de agosto de 1981.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE
1
1º.- Otórgase por el plazo de 90 (noventa) días el beneficio de Segu-

ro por Desempleo que concede el Banco de Previsión Social a 13 (trece)
trabajadores de la firma S. BERTAMINI Y A. BERTAMINI MENDOZA
CONSTRUCCIONES que se encuentren en condiciones legales de ac-
ceder al mismo.

2
2º.- El monto del Subsidio, que por esta Resolución se concede, se

liquidará de conformidad a lo que dispone el artículo 6º del Decreto Ley
Nº 15.180, de 20 de agosto de 1981.

3
3º.- COMUNIQUESE, publíquese, etc.
BATLLE , SANTIAGO PEREZ DEL CASTILLO.

 ---o---
 Resolución - 830
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Resolución 830/004

Amplíase por el plazo que se determina el beneficio del Segu-
ro por Desempleo que concede el Banco de Previsión Social a
trabajadores de la firma E.I.S. Ltda.
(1.752)

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

Montevideo, 7 de setiembre de 2004.

VISTO:  La solicitud de E.I.S. Ltda. a fin de que se amplíe el bene-
ficio de Seguro por Desempleo, que abona el Banco de Previsión Social,
a 3 (tres) de sus trabajadores.

RESULTANDO:  Que la caída de la actividad en la empresa, ha de-
terminado el envío del personal de la misma al Seguro por Desempleo,
que en la actualidad no puede ser reintegrado.
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CONSIDERANDO:  I) Que la presente prórroga se encuentra den-
tro de los plazos estipulados por el inciso 2º del artículo 10º del Decre-
to-Ley Nº 15.180.

II) Que resulta conveniente conceder una extensión del amparo al Seguro
por Desempleo a efectos de permitir a la Empresa instrumentar las medidas
necesarias a efectos de mantener la fuente de trabajo a dicho personal.

ATENTO:  A lo precedentemente expuesto y a lo establecido en el
artículo 10º del Decreto Ley Nº 15.180 de 20 de agosto de 1981.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE
1
1°.- Amplíase por el plazo de 90 (noventa) días el beneficio del

Seguro por Desempleo que concede el Banco de Previsión Social a 3
(tres) trabajadores de la firma E.I.S. Ltda. que se encuentren en condi-
ciones legales de acceder al mismo.

2
2°.- El monto del Subsidio, que por esta Resolución se concede, se

liquidará de conformidad a lo que dispone el artículo 6º del Decreto Ley
Nº 15.180, de 20 de agosto de 1891.

3
3°.- COMUNIQUESE, publíquese, etc.
BATLLE , SANTIAGO PEREZ DEL CASTILLO.

 ---o---
 Resolución - 831
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Resolución 831/004

Fíjase el 14 de diciembre de 2004 para la realización de la
elección de los cargos electivos del Directorio de la Caja Nota-
rial de Seguridad Social.
(1.753)

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

Montevideo, 7 de setiembre de 2004.

VISTO:  Lo dispuesto en los artículos 7º y 8º de la Ley Nº 17.437 de
20 de diciembre de 2001.

RESULTANDO:  I) Que la normativa referida establece que es com-
petencia del Poder Ejecutivo fijar la fecha de elección de determinados
miembros del Directorio de la Caja Notarial de Seguridad Social.

II) Que los miembros a elegir de acuerdo al artículo 7º de la Ley Nº
17.437 son: un miembro afiliado jubilado, electo por los jubilados; un miem-
bro afiliado empleado en actividad, electo por los afiliados a que aluden los
literales B,C,D y E del artículo 43º de dicha ley; y tres miembros afiliados
Escribanos en actividad, electos por los Escribanos activos.

CONSIDERANDO:  I) Que el 4 de febrero de 2005 vence el periodo
de cuatro años de duración del mandato del Directorio de la Caja Nota-
rial de Seguridad Social, por lo que corresponde efectuar las elecciones
para los cargos electivos del Cuerpo para el periodo 2005-2009.

II) Que por nota de 27 de agosto de 2004 la Corte Electoral hace
saber que en acuerdo de 19 de agosto de 2004, resolvió compartir la
fecha de realización del acto eleccionario sugerida por el Directorio de la
Caja Notarial de Seguridad Social, es decir, en la primera quincena del
mes de diciembre del año 2004.

ATENTO:  A lo precedentemente expuesto;

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE
1
1°.- Fíjase el 14 de diciembre de 2004 para la realización de la elec-

ción de los cargos electivos del Directorio de la Caja Notarial de Seguri-
dad Social.-

2
2°.- Comuníquese, publíquese, etc.
BATLLE , SANTIAGO PEREZ DEL CASTILLO.

 ---o---
 Resolución - 832
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Resolución 832/004

Otórgase el beneficio del Seguro por Desempleo que concede
el Banco de Previsión Social, a trabajadores de la firma ERWY
SCHOOL.
(1.754)

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

Montevideo, 7 de setiembre de 2004

VISTO:  La solicitud de ERWY SCHOOL  a fin de que se otorgue el
beneficio de Seguro por Desempleo, que abona el Banco de Previsión
Social, a 10 (diez) de sus trabajadores.

RESULTANDO:  Que la caída de la actividad en la empresa, ha de-
terminado el envío del personal de la misma al Seguro por Desempleo,
que en la actualidad no puede ser reintegrado.

CONSIDERANDO:  I) Que la presente prórroga se encuentra den-
tro de los plazos estipulados por el inciso 2º del artículo 10º del Decre-
to-Ley Nº 15.180.

II) Que resulta conveniente conceder una extensión del amparo al
Seguro por Desempleo a efectos de permitir a la Empresa instrumentar
las medidas necesarias a efectos de mantener la fuente de trabajo a dicho
personal.

ATENTO:  A lo precedentemente expuesto y a lo establecido en el
artículo 10º del Decreto Ley Nº 15.180 de 20 de agosto de 1981.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE
1
1°.- Otórgase por el plazo de 90 (noventa) días el Seguro por Des-

empleo que concede el Banco de Previsión Social a 10 (diez) trabajado-
res de la firma ERWY SCHOOL  que se encuentren en condiciones
legales de acceder al mismo.

2
2°.- El monto del Subsidio, que por esta Resolución se concede, se

liquidará de conformidad a lo que dispone el artículo 6º del Decreto Ley
Nº 15.180, de 20 de agosto de 1981.

3
3°.- COMUNIQUESE, publíquese, etc.
BATLLE , SANTIAGO PEREZ DEL CASTILLO.

 ---o---
 Resolución - 833

MINISTERIO DE SALUD PUBLICA
 28

Resolución 833/004

Declárase de Interés Nacional la realización del XIII Congre-
so Latinoamericano de Análisis y Modificación del Comporta-
miento y I Congreso Uruguayo de Psicoterapia Cognitivo
Conductual.
(1.755)

MINISTERIO DE SALUD PUBLICA
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA
MINISTERIO DE TURISMO

Montevideo, 7 de Setiembre de 2004

VISTO:  el planteamiento formulado por la Sociedad Uruguaya de
Análisis y Modificación de la Conducta (SUAMMOC):

RESULTANDO:  I) solicita se declare de Interés Nacional la realiza-
ción del XIII Congreso Latinoamericano de Análisis y Modificación del
Comportamiento y I Congreso Uruguayo de Psicoterapia Cognitivo
Conductual que se efectuarán en la Universidad Católica del Uruguay
Dámaso Antonio Larrañaga del 4 al 7 de mayo del año 2005;

II) convocará a destacadas personalidades de América Latina, Esta-
dos Unidos de América y Europa en el área de la salud mental;
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CONSIDERANDO:  es de interés de esta Administración la realiza-
ción en el país de eventos científicos y académicos como los propues-
tos;

ATENTO:  a lo expuesto;

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

RESUELVE:
1
1°.- Declárase de Interés Nacional la realización del XIII Congreso

Latinoamericano de Análisis y Modificación del Comportamiento y I
Congreso Uruguayo de Psicoterapia Cognitivo Conductual a efectuarse
en la Universidad Católica del Uruguay Dámaso Antonio Larrañaga del
4 al 7 de mayo del año 2005.

2
2°.- Notifíquese, comuníquese, etc.
BATLLE , CONRADO BONILLA, DIDIER OPERTTI, DANIEL

BERVEJILLO, JUAN BORDABERRY.
 ---o---

 Decreto - 320
MINISTERIO DE GANADERIA,

AGRICULTURA Y PESCA
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Decreto 320/004

Prohíbese en cualquier etapa de elaboración de grasas, sebos y
proteína húmeda, la utilización de sebos, grasas y colágeno de
cueros frescos que no provengan de plantas de faena habilita-
das, provenientes de plantas de tratamiento de aguas residuales
y obtenidos a partir de cueros frescos provenientes de anima-
les muertos.
(1.745*R)

MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA

Montevideo, 7 de Setiembre de 2004

VISTO:  lo dispuesto por el artículo 16 del Decreto N° 128/004 de
fecha 15 de abril de 2004, relativo al manejo de grasas y sebos no comes-
tibles;

RESULTANDO:  I) las grasas y colágeno de cueros frescos utiliza-
dos por las curtiembres, provenientes de establecimientos habilitados
con inspección veterinaria oficial permanente, no constituyen riesgo
sanitario, en virtud de lo cual, no existe inconveniente que las mismas
sean incluidas en cualquier etapa del proceso de elaboración de grasas,
sebos y proteína húmeda no comestibles;

II) las grasas de cueros frescos, provenientes de animales muertos en
el campo, durante el transporte, o de cualquier otro origen no sujeto a
control oficial, constituyen riesgo de transmisión y difusión de enferme-
dades, tanto en animales como en el hombre;

CONSIDERANDO:  I) conveniente autorizar la elaboración de gra-
sas, sebos y proteína húmeda no comestibles, a partir de cueros de
curtiembres, provenientes únicamente de plantas habilitadas con ins-
pección veterinaria oficial;

II) necesario. implementar un sistema de control de ingreso de mate-
ria prima a los establecimientos de elaboración de grasas, sebos y pro-
teína húmeda no comestibles, a través de documentación que establezca
el origen de los productos;

ATENTO:  a lo precedentemente expuesto, a lo dispuesto por la
Ley 3606 de fecha 13 de abril de 1910; Ley 14.810 de fecha 11 de
agosto de 1978 y sus decretos reglamentarios; Decreto N° 1093/973
de fecha 20 de diciembre de 1973; artículos 182 y siguientes del Códi-
go Rural; artículos 262 y 285 de la Ley N° 16.736 de fecha 5 de enero
de 1996; Decreto 369/983 de fecha 7 de octubre de 1983; Resolución
del MGAP de fecha 4 de julio del 2002 y Decreto N° 128/004 de fecha
15 de abril de 2004;

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

DECRETA
1
Artículo 1°.- Sustitúyese el literal a. del artículo 16 del Decreto N°

128/004 de fecha 15 de abril de 2004, el que quedará redactado de la
siguiente manera:

"a. Se prohíbe en cualquier etapa del proceso de elaboración de gra-
sas, sebos y proteína húmeda, la utilización de sebos, grasas y colágeno
de cueros frescos que no provengan de plantas de faena habilitadas y, los
provenientes de plantas de tratamiento de aguas residuales".

2
Art. 2°.-  Prohíbese la comercialización de grasas, sebos y proteína

húmeda obtenidos a partir de cueros frescos provenientes de animales
muertos en el campo, durante el transporte, en corrales de estableci-
mientos de faena, y de cualquier otro origen no sujeto a inspección
oficial.

En el caso de animales muertos en corrales de establecimientos de
faena habilitados por la División Industria Animal, los mismos deberán
ser desnaturalizados en digestor sanitario de acuerdo al Decreto 369/983
del 7 de octubre de 1983 (Reglamento Oficial de inspección Veterinaria
de Productos de Origen Animal).

3
Art. 3°.- En el proceso de extracción de grasas, sebos y colágeno, las

curtiembres deberán utilizar un diseño que permita separar las materias
primas de riesgo, para su desnaturalización.

4
Art. 4°.-  El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través

de sus dependencias competentes, controlará el origen de la materia
prima con destino a los procesos industriales de elaboración de grasas,
sebos y proteína húmeda no comestibles.

5
Art. 5°.-  Comuníquese, etc.
BATLLE , MARTIN AGUIRREZABALA.

 ---o---

COMPACT DISC
* CONSTITUCION DE LA REPUBLICA , Actualizada con Plebiscitos de 1989-1994-1996 __________ 275,00

* REGLAMENTO BROMATOLOGICO NACIONAL (Actualizado) ______________________________ 140,00

* LEY 16.603 Código Civil (Actualizado a Marzo de 2002) ___________________________________ 140,00

* NORMAS ARANCELARIAS DEL MERCOSUR (Actualizado) _______________________________ 140,00

* T.O.C.A.F. Decreto 194/997 (Actualizado) _______________________________________________ 140,00

TARIFA VIGENTE A PARTIR DEL 1º/8/997

DIRECCION NACIONAL DE IMPRESIONES
Y PUBLICACIONES OFICIALES

PRECIOS DE
PUBLICACIONES
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